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la Información Pública (LGTAIP)45. Esta ley, de ca-
rácter general, estableció un piso mínimo de cum-
plimiento para todos los Sujetos Obligados en sus 
términos. Sobre la base de este ordenamiento, se 
emitió la Ley Federal de Acceso a la Información 
Pública, de aplicación directa para el Poder Judi-
cial Federal (así como las correspondientes leyes 
estatales, aplicables para los poderes judiciales 
estatales). Ambas leyes, tanto la general como la 
federal, reconocen como Sujeto Obligado directo 
al Poder Judicial de la Federación. No obstante, 
con fundamento en el artículo 6º constitucional, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través 
de la creación de un Comité Especializado de Mi-
nistros, tiene competencia “especial y excluyente 
para resolver controversias en materia de acceso 
a la información pública y protección de datos per-
sonales, relacionadas con asuntos jurisdiccionales 
de la SCJN”46.

En este punto es conveniente precisar que el ré-
gimen de transparencia y acceso a la información 
que se había seguido, al menos por el Poder Ju-

45/    El análisis de una ley en materia de transparencia y acceso a 
la información pública resulta pertinente porque incide de forma 
transversal en disposiciones para el manejo de datos, en este 
caso en el ámbito judicial, ya que, por ejemplo, uno de los límites 
del ejercicio del derecho de acceso a la información, se encuentra 
establecido por la confidencialidad de la información y uno de los 
supuestos para acreditar esa confidencialidad lo constituyen los 
datos personales en un ejercicio de ponderación, a la luz de otras 
variables como el interés público. Por otro lado, las disposiciones 
que dicta una ley en materia de transparencia y acceso a la infor-
mación sobre la elaboración de versiones públicas de documentos, 
derivadas del cumplimiento de obligaciones de transparencia, 
también trae como consecuencia mandatos sobre el manejo de 
datos en el ámbito judicial. 

46/    Acuerdo del Comité Especializado de Ministros relativo a la 
sustanciación de recursos de revisión que interponen en contra 
del trámite de solicitudes de acceso a la información pública, en 
posesión de la SCJN, del 23 de mayo de 2016.

dicial Federal hasta antes de la LGTAIP de 2015, 
era un régimen especial reconocido por la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental (LFTAIPG), publicada el 
11 de junio de 2002, en lo que se denominó Otros 
Sujetos Obligados (OSO)47. Este régimen especial 
permitía a las instancias consideradas como OSO 
dictar sus propias reglas de cumplimiento relati-
vas a la transparencia, el acceso a la información 
y la protección de datos personales, que incluían 
de forma transversal disposiciones sobre el mane-
jo de datos judiciales. Así, implicaba una diferencia 
importante entre la forma en que las personas, en 
general, podían ejercer el derecho de acceso a la 
información y de protección de datos personales, 
respecto de los llamados Otros Sujetos Obligados 
y de los Sujetos Obligados directos (integrantes 
de la Administración Pública Federal) reconocidos 
por la LFTAIPG48.

Esta diferenciación en la garantía de derechos hu-
manos como el acceso a la información y la protec-
ción de datos personales hizo necesario separar, 
normativamente, el acceso a la información res-
pecto de la protección de datos personales, lo que 

47/    Dentro de los considerados Otros Sujetos Obligados, se 
encontraban los órganos constitucionalmente autónomos, insti-
tuciones educativas como la Universidad Nacional Autónoma de 
México, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

48/    Al tratarse el derecho de acceso a la información de un 
derecho humano, y al existir diferencias para la garantía de esta 
prerrogativa, debido al reconocimiento de un régimen especial para 
la garantía del derecho entregado a los denominados Otros Suje-
tos Obligados, se advertía una diferenciación en la salvaguarda de 
un derecho humano, situación incompatible especialmente a partir 
de la reforma constitucional en materia de derechos humanos de 
2011, por lo que se volvió necesario agrupar, estandarizar y asegu-
rar la garantía del derecho de acceso a la información en todas las 
entidades que conforman el Estado mexicano. 



46

E V A L U A C I Ó N  D E L  G R A D O  D E  P R E P A R A C I Ó N  P A R A  L A  A D O P C I Ó N  D E  I N T E L I G E N C I A 
A R T I F I C I A L  E N  L O S  S I S T E M A S  J U D I C I A L E S  D E  L A  R E G I Ó N  -  C A S O  M É X I C O

derivó en la publicación de dos normas generales 
que contienen, entre otras disposiciones, las relati-
vas a la gestión de datos judiciales: la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca (2015) y la Ley General de Protección de Da-
tos Personales en Posesión de Sujetos Obligados 
(2017). Ambas normas armonizan el concepto de 
Sujetos Obligados de la ley, sin conceder regíme-
nes especiales a ninguna entidad gubernamental; 
su fortaleza se encuentra en las facultades que se 
otorgan al órgano garante, el Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protec-
ción de Datos Personales (INAI), mediante la refor-
ma constitucional de 2014, que permitió conocer 
los recursos de revisión derivados del probable in-
cumplimiento de la garantía –tanto del derecho de 
acceso a la información como el de protección de 
datos personales– de todos los Sujetos Obligados 
de las leyes en esas materias, incluidos los órga-
nos constitucionalmente autónomos, la SCJN y el 
Tribunal Electoral del Poder Judicial Federal. 

Por otro lado, la Ley General de Archivos (LGA) de 
2018 también incluye disposiciones que impac-
tan en la gestión de datos judiciales; por ejemplo, 
respecto de los principios que deben observar los 
Sujetos Obligados, como los de conservación, pro-
cedencia, integridad, disponibilidad y accesibili-
dad, que son aplicados de forma inminente en la 
gestión de datos judiciales49. 

Así, podemos afirmar que el marco normativo 
nacional en materia de gestión de datos judicia-
les se compone por: la Constitución Política de 

49/    Artículo 5° de la Ley General de Archivos. 

los Estados Unidos Mexicanos; las leyes genera-
les (LGTAIP, LGPDPPSO y LGA); la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca (LFTAIP); las disposiciones administrativas de 
carácter general; los lineamientos y criterios que 
emita tanto el INAI –por ejemplo, los Lineamien-
tos Generales de Protección de Datos Personales 
para el Sector Público– como el Sistema Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información Pública 
y Protección de Datos Personales; y las disposicio-
nes internas que genere el Poder Judicial Federal 
en la materia, armonizadas con las leyes marco. 

Por otro lado, se debe considerar que el principio 
pro persona, reconocido constitucionalmente en 
México, abre el abanico para la interpretación de 
los derechos humanos de acceso a la informa-
ción y protección de datos personales a la luz de 
tratados internacionales, que van desde la pro-
pia Declaración Universal de Derechos Humanos 
de 1948 hasta instrumentos específicos como el 
Convenio 108 del Consejo de Europa, del que Mé-
xico forma parte desde 2018. Esto significa que 
los operadores jurídicos involucrados en la gestión 
de datos judiciales tendrán que observar de for-
ma holística disposiciones de índole internacional 
y nacional, garantizando el beneficio más amplio 
para la persona. 

Dicho esto, se enlistan a continuación, de mane-
ra enunciativa, algunos documentos orientadores, 
no vinculantes, que la propia autoridad garante 
del derecho de acceso a la información y protec-
ción de datos personales en México ha emitido en 
materia de datos personales, y cuyas disposicio-
nes inciden en la gestión de datos judiciales:
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•	 Criterios mínimos sugeridos para la contrata-
ción de servicios de cómputo en la nube que 
impliquen el tratamiento de datos personales.

•	 Recomendaciones para los Sujetos Obliga-
dos en la designación oficial de protección de 
datos personales.

•	 Recomendaciones para el manejo de inciden-
tes de seguridad vinculados a datos persona-
les.

•	 Guía para el tratamiento de datos biométri-
cos.

•	 Recomendaciones sobre protección de datos 
personales incluidos en la credencial para 
votar.

•	 Programa de protección de datos personales.

•	 El ABC del aviso de privacidad en el sector 
público.

•	 Guía para cumplir con los principios y deberes 
de la Ley General de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de los Sujetos Obligados.

•	 Guía para el borrado seguro de datos perso-
nales.

Aunado a lo anterior, se advierten múltiples docu-
mentos específicos en materia de gestión de da-
tos judiciales emitidos en el seno del Poder Judicial 
de la Federación (ver Tabla 8):

A.	 Criterios emitidos por el Consejo de la Judica-
tura Federal50:

1.	 Acuerdo General del Pleno del Consejo de 
la Judicatura Federal, publicado el 22 de 
noviembre de 2011, por el que se expide 
el similar que reglamenta la organización 
y funcionamiento del propio Consejo, y 

50/    Estos criterios se encuentran disponibles en: https://w3.cjf.
gob.mx/sevie_page/normativa/default.asp (Consulta realizada el 
12 de febrero de 2021). 

reforma y deroga diversas disposiciones 
de otros acuerdos generales. Este Acuer-
do General comprende disposiciones 
relacionadas con el funcionamiento del 
Sistema Integral de Gestión de Expedien-
tes (SISE), el Sistema Integral de Gestión 
de Expedientes (SIGE) y los sistemas de 
gestión judicial, así como herramientas de 
apoyo para los órganos jurisdiccionales 
y las oficinas de correspondencia común, 
siguiendo los principios de eficacia, cali-
dad, racionalidad y aprovechamiento de 
tecnología.

2.	 Acuerdo General del Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal que establece 
las disposiciones en materia de actividad 
administrativa de los órganos jurisdiccio-
nales, publicado el 15 de enero de 2015. 
Mediante este Acuerdo, se establece que 
los Juzgados de Distrito y los Tribunales 
de Circuito deben llevar libros electrónicos 
de registro a través del módulo “libros de 
control” del SISE. Su llenado se realiza de 
forma automática, mediante la captura 
de los datos correspondientes en el SISE. 
Asimismo, en este Acuerdo se regula el 
funcionamiento del SISE y del SIGE51.

51/    SISE: “Es un programa automatizado de captura y reporte de 
datos estadísticos sobre el movimiento de asuntos del conocimien-
to de los órganos jurisdiccionales, con excepción de los que formen 
parte de los Centros de Justicia Penal, de los tribunales laborales, 
de la SCJN y del Tribunal Electoral” (Art. 175).
SIGE: “Es un programa automatizado de gestión de los asuntos 
del conocimiento de los Tribunales Laborales Federales del Poder 
Judicial de la Federación” (Art. 175).
“Los datos que reporten el SISE y el SIGE serán concentrados en 
forma automatizada en los servidores centrales ubicados en la 
Ciudad de México y en los servidores regionales instalados en 
diversas ciudades del resto de la República. La información alma-
cenada se utilizará como apoyo en la toma de decisiones relativas 
al control, administración, vigilancia, disciplina y planeación del 
Poder Judicial de la Federación” (Art. 176).

https://home.inai.org.mx/wp-content/documentos/DocumentosSectorPublico/Recomendaciones_Manejo_IS_DP.pdf
https://home.inai.org.mx/wp-content/documentos/DocumentosSectorPublico/Recomendaciones_Manejo_IS_DP.pdf
https://home.inai.org.mx/wp-content/documentos/DocumentosSectorPublico/Recomendaciones_Manejo_IS_DP.pdf
https://w3.cjf.gob.mx/sevie_page/normativa/default.asp
https://w3.cjf.gob.mx/sevie_page/normativa/default.asp
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3.	 Acuerdo General del Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal que establece las 
disposiciones en materia de protección 
de datos personales, publicado el 10 de 
octubre de 2018. Mediante este Acuer-
do, se desarrollan las disposiciones de la 
LGPDPPSO.

4.	 Acuerdo General del Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal que establece las 
disposiciones en materia de transparen-
cia y acceso a la información pública en el 
Consejo, publicado el 6 de septiembre de 
2019. Mediante este Acuerdo, se desarro-
llan las disposiciones de la LFTAIP.

5.	 Acuerdo General del Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal que establece las 
disposiciones en materia de valoración, 
depuración, digitalización, transferencia 
y resguardo de los expedientes judiciales 
generados por los órganos jurisdicciona-
les, publicado el 25 de marzo del 2020.

5	 Acuerdo General 12/2020, del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal, apro-
bado el 8 de junio de 2020, que regula 
la integración y trámite de expedientes 
electrónicos y el uso de videoconferencias 
en todos los asuntos de competencia de 
los órganos jurisdiccionales, a cargo del 
propio Consejo.

B.	 Criterios emitidos por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación52:

1.	 Reglamento de la Coordinación General 
de Compilación y Sistematización de Te-
sis, emitido por el Pleno de la SCJN, el 17 
de noviembre de 1996.

52/    Estos criterios se encuentran disponibles en: https://www.
scjn.gob.mx/pleno/secretaria-general-de-acuerdos/acuerdos-
generales-plenarios (Consulta realizada el 12 de febrero de 2021).

2.	 Acuerdo General 10/2006, del Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, aprobado el 14 de agosto de 2006, 
relativo a los lineamientos para la elabo-
ración y publicación de crónicas y reseñas 
argumentativas del Pleno y de las Salas 
de este Alto Tribunal, a través de aplica-
ciones multimedia.

3.	 Acuerdo General 8/2008, aprobado el 20 
de mayo de 2008, del Pleno de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, que 
regula la Red Jurídica del Poder Judicial 
de la Federación. En este Acuerdo:

Se define la Red Jurídica del Poder Judicial 
de la Federación como un acervo electrónico 
cuya información proveen la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación y, en su caso, el 
Consejo de la Judicatura Federal o el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

(Acuerdo Primero)

Distingue entre la Red Jurídica SCJN, a la 
que tendrá acceso solo el personal autori-
zado del poder judicial, y la Red del Poder 
Judicial de la Federación, a la que tendrá 
acceso el público en general, a través de 
la página de Internet.

4.	 Manual para la organización de los 
archivos judiciales resguardados por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
emitido por el presidente de la SCJN el 9 
de diciembre de 2012.

5.	 Acuerdo General de Administración 
II/2014, del Comité de Gobierno y Admi-
nistración, por el que se regula el uso de 
la Firma Electrónica Certificada del Poder 
Judicial de la Federación (FIREL), en la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
aprobado el 19 de agosto de 2014.

https://www.scjn.gob.mx/pleno/secretaria-general-de-acuerdos/acuerdos-generales-plenarios
https://www.scjn.gob.mx/pleno/secretaria-general-de-acuerdos/acuerdos-generales-plenarios
https://www.scjn.gob.mx/pleno/secretaria-general-de-acuerdos/acuerdos-generales-plenarios
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6.	 Políticas para la obtención y el uso de la 
Firma Electrónica Certificada del Poder 
Judicial de la Federación, así como para 
la operación de su infraestructura tecno-
lógica, emitido por la Unidad del Poder 
Judicial de la Federación para el Control 
de Certificación de Firmas, el 9 de julio 
de 2014.

7.	 Acuerdo General 11/2017, del Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, por el que se regulan los alcances 
de la protección del nombre de perso-
nas físicas o morales contenidos en los 
distintos instrumentos jurisdiccionales. 
Este Acuerdo, aprobado el 5 de septiem-
bre de 2017, toma en consideración las 
disposiciones de la LGPDPPSO.

8.	 Acuerdo General 8/2019 del Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
relativo a la organización, conservación, 
administración y preservación de expe-
dientes judiciales bajo resguardo de este 
Alto Tribunal. Mediante este Acuerdo, 
se introducen las disposiciones previs-
tas en la Ley General de Archivos y se 
reconoce la necesidad de contar con una 
regulación especializada de los archivos 
judiciales.

9.	 Acuerdo General de Administración 
número IX/2019, del presidente de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, por 
el que se expiden los lineamientos para 
el ejercicio de las facultades conferidas 
a la Unidad General de Investigación de 
Responsabilidades Administrativas. Este 
Acuerdo, aprobado el 20 de agosto de 
2019, establece la posibilidad de que se 
lleven a cabo notificaciones y diligencias 
a través de medios de comunicación a 
distancia y electrónicos, y autoriza el uso 
de la Firma Electrónica Certificada del 
Poder Judicial de la Federación (FIREL) al 
titular de esta Unidad. 

10.	Acuerdo General de Administración Núme-
ro V/2020, del presidente de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, aprobado el 
9 de octubre de 2020, por el que se esta-
blecen reglas para el trámite electrónico 
de los procedimientos de responsabilidad 
administrativa. 

11.	Acuerdo General 9/2020, del Pleno de la 
SCJN, aprobado el 26 de mayo de 2020, 
por el que se regula la integración de los 
expedientes impresos y electrónicos de 
los asuntos de competencia de este Alto 
Tribunal (excepto en controversias cons-
titucionales y en acciones de inconstitu-
cionalidad), así como el uso del sistema 
electrónico de la SCJN para la promoción, 
trámite, consulta, resolución y notifica-
ciones vía electrónica en los respectivos 
expedientes.

12.	Acuerdo General 8/2020, del Pleno de la 
SCJN, aprobado el 21 de mayo de 2020, 
por el que se regula la integración de los 
expedientes impresos y electrónicos en 
controversias constitucionales y en ac-
ciones de inconstitucionalidad, así como 
el uso del sistema electrónico de la SCJN 
para la promoción, trámite, consulta, reso-
lución y notificaciones vía electrónica en 
los respectivos expedientes.

13.	Acuerdo General 5/2020, del Pleno de la 
SCJN, publicado el 13 de abril de 2020, 
por el que se regula la celebración de las 
sesiones de este Alto Tribunal a distancia, 
mediante el uso de herramientas informá-
ticas.

14.	Acuerdo General de Administración 
VIII/2006, del Comité de Archivo, Bibliote-
ca e Informática, publicado el 27 de no-
viembre de 2006, por el que se establecen 
los lineamientos para la transferencia de 
archivos administrativos de los órganos 
de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación a la dirección general del Centro 
de Documentación y Análisis, Archivos y 
Compilación de Leyes, para su resguardo y 
conservación.
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15.	Lineamientos para la compilación docu-
mental estatal en casas de la cultura jurí-
dica, emitidos por el Centro de Documen-
tación, Análisis, Archivos y Compilación de 
Leyes el 9 de noviembre de 2006.

C.	 Criterios emitidos por el Comité Especializado 
de Ministros53:

1.	 Acuerdo del Comité Especializado de 
Ministros, relativo a la sustanciación de 
recursos de revisión que interponen en 
contra del trámite de solicitudes de acceso 
a la información pública, en posesión de la 
SCJN, emitido el 23 de mayo de 2016.

D.	 Criterios emitidos por el Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación54:

1.	 Acuerdo General de Transparencia, Acce-
so a la Información y Protección de Da-
tos Personales del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, publicado 
el 22 de octubre de 2008. Este acuerdo 
“tiene por objeto regular las funciones de 
los órganos, atribuciones, criterios y los 
procedimientos respectivos para garanti-
zar el derecho de acceso a la información 
pública gubernamental, la transparencia y 
la debida protección de datos personales 
en posesión del Tribunal Electoral” (Artícu-
lo 1).

53/    Estos criterios se encuentran disponibles en: https://www.
scjn.gob.mx/transparencia/comites/comite-especializado/acuer-
dos (Consulta realizada el 12 de febrero de 2021). 

54/    Estos criterios se encuentran disponibles en: https://www.
te.gob.mx/normateca/acuerdo/30 (Consulta realizada el 12 de fe-
brero de 2021). La normativa también puede consultarse por área:  
https://www.te.gob.mx/normateca/area. 

2.	 Acuerdo General de Administración del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, publicado el 22 de diciembre 
de 2015. Este Acuerdo “tiene por objeto 
integrar en un solo instrumento normativo 
las funciones de las unidades administra-
tivas del Tribunal Electoral” (Artículo 1). 
Comprende las funciones de coordinación 
de jurisprudencia, seguimiento y consulta, 
así como de información, documentación 
y transparencia.

3.	 Acuerdo General 1/2020, relativo a la or-
ganización, descripción, conservación, va-
loración y destino final de los expedientes 
que, en el ámbito administrativo, forman 
parte del Sistema Institucional de Archivos 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación. Este Acuerdo, publicado el 
13 de febrero de 2020, incorpora las dis-
posiciones de la Ley General de Archivos.

4.	 Acuerdo General de la Comisión de Ad-
ministración del TEPJF, mediante el que 
se implementa y regula el uso de la Fir-
ma Electrónica certificada del PJF en las 
actuaciones del ámbito administrativo de 
este máximo órgano jurisdiccional electo-
ral. Este Acuerdo, publicado el 29 de julio 
de 2020, tiene por objeto:

Implementar el uso de la Firma Electrónica 
Certificada del Poder Judicial de la Fed-

eración en el trámite de los instrumentos, 
acuerdos, oficios, actas, minutas, correos 

oficiales y en general en toda documentación 
interna de carácter electrónico o digital que 
sea emitida en ejercicio de las funciones de 

las Áreas Administrativas. (Artículo 1)

https://www.scjn.gob.mx/transparencia/comites/comite-especializado/acuerdos
https://www.scjn.gob.mx/transparencia/comites/comite-especializado/acuerdos
https://www.scjn.gob.mx/transparencia/comites/comite-especializado/acuerdos
https://www.te.gob.mx/normateca/acuerdo/30
https://www.te.gob.mx/normateca/acuerdo/30
https://www.te.gob.mx/normateca/area
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5.	 Manual del usuario del Sistema de In-
formación de la Secretaría General de 
Acuerdos (SISGA), publicado el 10 de abril 
de 2014. Este Manual tiene por objeti-
vo brindar información a las Secretarías 
Generales de Acuerdos de las Salas del 
Tribunal para la captura de información 
en el Sistema.

6.	 Criterios para la digitalización, resguardo 
y preservación del archivo electrónico re-
lativo a expedientes judiciales del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción, publicado el 4 de junio de 2020.

7.	 Criterios para la digitalización, resguardo 
y preservación del archivo electrónico re-
lativo a los expedientes del ámbito admi-
nistrativo del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, publicado el 22 
de mayo de 2020.

E.	 Criterios emitidos conjuntamente por la SCJN, 
el Consejo de la Judicatura o el Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación55:

1.	 Acuerdo General conjunto número 
1/2001, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y del Pleno del Con-
sejo de la Judicatura Federal, publicado 
el 27 de agosto de 2001, que establece 
lineamientos para el flujo documental, la 
depuración y la digitalización del acervo 
archivístico de los juzgados de distrito, 
tribunales unitarios de circuito y tribunales 
colegiados de circuito.

55/    Estos criterios se encuentran disponibles en: https://www.
scjn.gob.mx/pleno/secretaria-general-de-acuerdos/acuerdos-
generales-conjuntos (Consulta realizada el 12 de febrero de 2021). 

2.	 Acuerdo General conjunto número 
3/2009, de los Plenos de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y del Con-
sejo de la Judicatura Federal, relativo a la 
transferencia, digitalización, depuración 
y destrucción de los expedientes genera-
dos en los tribunales unitarios de circuito, 
aprobado el 22 de diciembre de 2009.

3.	 Acuerdo General conjunto número 
2/2009, de los Plenos de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y del Con-
sejo de la Judicatura Federal, relativo a la 
transferencia, digitalización, depuración y 
destrucción de los expedientes generados 
en los tribunales colegiados de circuito, 
aprobado el 15 de diciembre de 2009.

4.	 Acuerdo General conjunto número 
1/2013, de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, el Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación y el Con-
sejo de la Judicatura Federal, relativo a la 
Firma Electrónica Certificada del Poder 
Judicial de la Federación (FIREL) y al expe-
diente electrónico, aprobado el 8 de julio 
de 2013.

5.	 Acuerdo General conjunto número 
1/2014, de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y el Consejo de la Judicatura 
Federal, por el que se regula la integración 
de los expedientes impresos y electró-
nicos, y el acceso a estos, así como las 
notificaciones por vía electrónica, median-
te el uso de la FIREL, a través del sistema 
electrónico del Poder Judicial de la Fede-
ración, previsto en el artículo 3° de la Ley 
de amparo, aprobado el 18 de septiembre 
de 2014.

https://www.scjn.gob.mx/pleno/secretaria-general-de-acuerdos/acuerdos-generales-conjuntos
https://www.scjn.gob.mx/pleno/secretaria-general-de-acuerdos/acuerdos-generales-conjuntos
https://www.scjn.gob.mx/pleno/secretaria-general-de-acuerdos/acuerdos-generales-conjuntos
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6.	 Acuerdo General conjunto 1/2015 de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y el Consejo de la Judicatura Federal, que regula los servicios tecno-
lógicos relativos a la tramitación electrónica del juicio de amparo, las comu-
nicaciones oficiales y los procesos de oralidad penal en los centros de justicia 
penal federal, aprobado el 1º de diciembre de 2015. 

7.	 Instrumento normativo aprobado el 4 de octubre de 2018 por los Plenos de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Consejo de la Judicatura Federal, 
por el que se modifica el artículo 107° del acuerdo general conjunto 1/2015, 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Consejo de la Judicatura 
Federal, que regula los servicios tecnológicos relativos a la tramitación elec-
trónica del juicio de amparo, las comunicaciones oficiales y los procesos de 
oralidad penal en los centros de justicia penal federal.

Tabla 8. Temas abordados mediante disposiciones administrativas generales sobre gestión 
de datos en el Poder Judicial de la Federación

TEMA DOCUMENTO

Gestión de expedientes
A.1, A.2, A.5, A.6, B.8, B.11, B.12, D.2, 

D.7, E.1, E.2, E.3, E.4, E.5, E.6 y E.7.

Sistema de gestión judicial A.1, A.2, A.6, B.11, B.12, E.5, E.6 y E.7.

Expediente electrónico A.6, D.6, E.4 y E.5.

Videoconferencias A.6 y B.13

Protección de datos personales A.3 y B.7.

Transparencia y acce-
so a la Información

A.4, C.1, D.1 y D.2.

Compilación y sistemas de tesis B.1, B.15 y D.2.

Crónicas y reseñas de la SCJN B.2.

Acervos electrónicos B.3, D.6, D.7, E.1, E.2 y E.3.

Archivos judiciales B.4, B.8, B.14, D.2, D.3, E.1, E.2 y E.3.

Firma electrónica certifica-
da del Poder Judicial 

B.5, B.6, B.9, E.4, D.4 y E.5.

Notificación electrónica B.9, E.5 y E.6.

Trámite electrónico y procedimiento 
de responsabilidad administrativa

B.10.

Sesiones por medios electrónicos B.13.

Fuente: elaboración propia
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3.2.2 Unidades estadísticas (o áreas 
administrativas responsables de la 
información)

56/    Cfr. Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, por el que se expide el similar que reglamenta la orga-
nización y funcionamiento del propio Consejo, y reforma y deroga 
diversas disposiciones de otros acuerdos generales, publicado en el 
DOF el 22 de noviembre de 2013.

57/    Cfr. SCJN, Organigrama. Disponible en: https://www.scjn.gob.
mx/conoce-la-corte/organigrama (Consultado el 12 de febrero de 
2021). 

•	 Consejo de la Judicatura Federal56:

	° Dirección General de Estadística Judicial, 
adscrita a la Coordinación de Asesores de 
la Presidencia del Consejo.

	° Dirección General de Archivo y Documen-
tación, adscrita al presidente del Consejo 
(adscrito, a su vez, a la Coordinación de 
Asesores de la Presidencia del Consejo). 

	° Dirección General de Gestión Judicial, 
adscrita a la Coordinación de Asesores de 
la Presidencia del Consejo.

•	 Suprema Corte de Justicia de la Nación57:

	° Unidad General de Transparencia y Siste-
matización de la Información Judicial, ads-
crita a la Presidencia de la SCJN. Dentro 
de esta Unidad, se encuentra la Dirección 
de Estadística Judicial.

	° Dirección General de la Coordinación de 
Compilación y Sistematización de Tesis, 
adscrita a la Secretaría General de la 
Presidencia.

	° Centro de Documentación y Análisis, Ar-
chivos y Compilación de Leyes, adscrita a 
la Secretaría General de la Presidencia.

•	 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fe-
deración58:

	° Unidad de Estadística e Información Juris-
diccional.

	° Dirección General de Documentación, 
adscrita a la Presidencia del Tribunal. 

	° Dirección General de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales, adscrita a la Presiden-
cia del Tribunal.

	° Dirección General de Jurisprudencia, Se-
guimiento y Consulta, adscrita a la Presi-
dencia del Tribunal.

58/    Cfr. Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación, publicado el 5 de febrero de 2019.

3.3 Actores públicos en los 
procesos de modernización 
judicial

3.3.1 Organismos públicos que 
participan en los procesos de 
modernización judicial a escala 
nacional
No aplica para el caso de México.

3.3.2 Organismos públicos que 
participan en los procesos de 
modernización judicial a escala 
federal
En términos generales, gran parte de los acuer-
dos emitidos en el seno del Poder Judicial de la Fe-
deración, en los que se inscribe el uso de la firma 

https://www.scjn.gob.mx/conoce-la-corte/organigrama
https://www.scjn.gob.mx/conoce-la-corte/organigrama
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electrónica certificada y la compilación normativa 
o los expedientes electrónicos (por citar algunos), 
hacen referencia a procesos de modernización 
institucional y mejora administrativa. En este 
sentido, tanto la SCJN como el Consejo de la 
Judicatura o el Tribunal Electoral, en sus respec-
tivos ámbitos de competencia, pueden ser consi-
derados como organismos que participan activa-
mente en procesos de modernización judicial. 

El contexto de pandemia por COVID-19 ha puesto 
de manifiesto la necesidad de impulsar el modelo 
de impartición de justicia digital, sin que ello impli-
que desconocer las experiencias preexistentes en 
otros ámbitos. Uno de los primeros antecedentes 
de justicia en línea se encuentra en 2009, año en 
el que se publicaron algunas reformas que per-
mitieron iniciar los juicios en línea en el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa (TFJA). En 2011, 
se creó la Sala Especializada en Juicio en Línea y 
la Sala Especializada en materia de Propiedad In-
telectual, que contempla esta modalidad.

Por otro lado, en 2020, el Pleno del Consejo de 
la Judicatura Federal emitió el Acuerdo General 
12/2020, que regula la integración y el trámite 
de  expediente electrónico, y el uso de videocon-
ferencias en todos los asuntos de competencia 
de los órganos jurisdiccionales a cargo del propio 
Consejo, dando paso, entre otras cosas, al Siste-
ma Integral de Justicia Electrónica59.

59/    Como una nota adicional, en 2015 se emitió el Acuerdo Gen-
eral Conjunto 1/2015 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
y del Consejo de la Judicatura Federal, que regula los servicios 
tecnológicos relativos a la tramitación electrónica del juicio de 
amparo, las comunicaciones oficiales y los procesos de oralidad 
penal en los Centros de Justicia Penal, teniendo una última reforma 
en mayo de 2020. 

Sin dudas, la pandemia originada por COVID-19 
ha impulsado al Poder Judicial de la Federación a 
avanzar hacia un modelo integral de justicia digi-
tal. Uno de los actores que ha manifestado interés 
en el tema, en el ámbito federal, es el Senado de 
la República, que ha realizado diversas conferen-
cias en torno a la justicia digital, en las que se ha 
reunido con funcionarios del Poder Judicial, con-
cluyendo la necesidad de modernizar el sistema 
de justicia mexicano frente a los desafíos que ha 
traído la emergencia sanitaria a escala global60. 
Esta idea ha recibido el apoyo de la Comisión de 
Justicia de la Cámara Alta. En particular, uno de 
los interesados en la justicia digital es el presiden-
te de esta Comisión, el senador Julio Ramón Men-
chaca Salazar, quien ha declarado públicamente 
que la transformación del sistema de procuración 
y administración de justicia es uno de los temas 
torales para el Senado. Asimismo, el senador Ri-
cardo Monreal presentó una “Iniciativa con pro-
yecto de decreto, por la que se adiciona un nuevo 
párrafo cuarto y se recorren los subsecuentes del 
artículo 17 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en materia de impartición 
de justicia digital”61.

60/    Disponible en: http://comunicacion.senado.gob.mx/index.
php/informacion/boletines/49140-mexico-requiere-avanzar-ha-
cia-un-modelo-de-imparticion-de-justicia-digital.html (Consulta 
realizada el 8 de febrero de 2021).

61/    Disponible en:
http://sil.gobernacion.gob.mx/Archivos/Documentos/2020/07/asu
n_4051076_20200708_1594237049.pdf (Consulta realizada el 14 
de febrero de 2021). 

3.3.3 Organismos y redes que han 
incursionado en el desarrollo de IA en 
el ámbito judicial

http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/boletines/49140-mexico-requiere-avanzar-hacia-un-modelo-de-imparticion-de-justicia-digital.html
http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/boletines/49140-mexico-requiere-avanzar-hacia-un-modelo-de-imparticion-de-justicia-digital.html
http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/boletines/49140-mexico-requiere-avanzar-hacia-un-modelo-de-imparticion-de-justicia-digital.html
http://sil.gobernacion.gob.mx/Archivos/Documentos/2020/07/asun_4051076_20200708_1594237049.pdf
http://sil.gobernacion.gob.mx/Archivos/Documentos/2020/07/asun_4051076_20200708_1594237049.pdf
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Si bien se advierte un proceso de modernización 
hacia un modelo de justicia digital, el grado de 
madurez en su implementación no es suficiente 
para hablar del uso de sistemas de Inteligencia 
Artificial en la impartición de justicia en México. 
Existen procesos de digitalización y utilización de 
diversas herramientas para el procesamiento de 
información y autenticación, como la firma elec-
trónica, pero aún no se encuentran experiencias 
que permitan confirmar la introducción de agentes 
inteligentes que ayuden a hacer más eficientes las 
tareas. 

Algunos elementos que actualmente constituyen 
obstáculos para alcanzar la madurez suficiente 
para introducir agentes inteligentes son: el poco 
desarrollo de capacidades institucionales y de 
colaboración entre actores clave; la necesidad de 
algunos ajustes normativos para la moderniza-
ción judicial; la falta de asignación de presupuesto 
para tal fin; y la carencia de un programa marco 
que coordine la interoperabilidad entre autorida-
des. 

Respecto de las redes que han incursionado en el 
desarrollo de IA en el ámbito judicial, se encuen-
tra el Centro de Innovación para el Acceso a la 
Justicia que, a través de distintas colaboraciones, 
especialmente del Instituto de Investigaciones Ju-
rídicas de la UNAM, ha evidenciado la necesidad 
de incorporar sistemas de IA a la impartición de 
justicia62. 

Desde la perspectiva del ámbito internacional, 

62/    Véase https://www.ciaj-ac.org/. 

algunos expertos como el Dr. José Eduardo de Re-
sende Chaves, presidente de la Unión Iberoameri-
cana de Jueces, afirman que existen procesos judi-
ciales compatibles con la incorporación inmediata 
de resolución de controversias en línea a través 
de sistemas de IA, como los juicios hipotecarios63. 
No obstante, en el caso de México, esta posibili-
dad aún no ha sido explorada. En cambio, un paso 
sencillo pero significativo en México, cuyo proce-
dimiento podría hacerse a través de un sistema 
legal experto de IA, es el de los divorcios adminis-
trativos, que permitiría eliminar la carga de trabajo 
en los juzgados civiles; y también las acciones en 
el marco de los derechos del consumidor64.

63/    Conferencia impartida en el marco del Seminario Interna-
cional “Justicia digital, Inteligencia Artificial y derechos humanos”, 
organizado por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
y el Centro de Innovación para el Acceso a la Justicia. Sesión del 28 
de enero de 2020. Disponible en: https://www.facebook.com/IIJU-
NAM/videos/1086881518484306

64/    En la actualidad, herramientas como Concilianet, instrumen-
tadas por la Procuraduría Federal del Consumidor, permiten resolv-
er controversias a través de medios electrónicos (una plataforma 
para iniciar reclamos derivados de los derechos del consumidor 
reconocidos en México). No obstante, en el proceso digital, no se 
advierte la utilización de IA para la resolución de conflictos.

3.3.4 Organismos o mecanismos de 
coordinación de asuntos relativos a 
la agenda en el ámbito judicial, con 
énfasis en la utilización de IA
La Estrategia Digital Nacional, a la que nos hemos 
referido en el punto B.2.1, permitió que se des-
plegara la elaboración de la Estrategia Nacional 
de Ciberseguridad (ENC), a fin de constituirse en 

https://www.ciaj-ac.org/
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un eje rector que establezca estándares mínimos 
para las entidades públicas y privadas en materia 
de ciberseguridad. 

Asimismo, durante la etapa final del sexenio de 
la presidencia de Enrique Peña Nieto en 2018, se 
desplegó el trabajo multisectorial para el desarro-
llo de la Estrategia Nacional de IA (ENIA)65. Hoy 
en día, este documento ha sido retomado por el 
sector privado, por lo que no existe una rectoría 
del Estado sobre el tema66.

En la elaboración de la Estrategia Digital Nacional, 
de la ENC y de la ENIA se privilegió un modelo de 
consenso y diálogo multistakeholder, que permitió 
escuchar las diversas opiniones de los actores que 
concluían en los alcances de dichos documentos. 

No obstante, en la actualidad, el país carece tanto 
de una agenda digital que configure las directrices 
para el desarrollo de una política digital, como de 
una política nacional en materia de ciberseguri-
dad y de IA, por lo que se advierte la necesidad 
urgente de un instrumento orientador de ese tipo, 
bajo el modelo multistakeholder, que permita, a 
su vez, desplegar el uso de tecnologías (incluida 
la IA) en los sistemas de impartición de justicia. El 
establecimiento de una política digital macro per-
mitiría determinar estándares mínimos a observar 
que facilitaran la incorporación de sistemas de IA 
en la justicia.

65/    Estos trabajos se vieron interrumpidos por el cambio de 
sexenio. México ha perdido liderazgo en asuntos digitales, más allá 
del tema esencial de cobertura desde una perspectiva social. Las 
entidades privadas son quienes han dado seguimiento al desar-
rollo del documento orientador. Para más información, consultar: 
Gómez Mont et al. (2020, p. 87). 

66/    Sobre este tema se ha desarrollado la Agenda Nacional Mexi-
cana de IA. Disponible en: https://www.ia2030.mx/

3.3.5 Mecanismos formales de 
coordinación estratégica sobre la 
utilización de IA en el ámbito estatal 

67/    Cfr. Luna (2020).

68/    Cfr. México Evalúa (2020).

69/    La Agencia Digital de Innovación Pública del Gobierno de la 
Ciudad de México cuenta con varios ejemplos del uso de IA, aun 
cuando no se refiere específicamente a servicios relacionados con 
la resolución de conflictos jurídicos, tales como el uso de chatbots 
como Victoria, para informar a la ciudadanía sobre actualizacio-
nes relacionadas con la pandemia COVID-19, el Mapa Ciclista 
Interactivo de la Ciudad de México y el Sistema de Identificación de 
contagios en espacios cerrados a través de Códigos QR. Infor-
mación adicional disponible en los siguientes vínculos:  https://
archivo.datos.cdmx.gob.mx/mapa-ciclista/ y  https://adip.cdmx.
gob.mx/proyectos. 

El grado de madurez en la implementación tanto 
de la Estrategia Digital Nacional como de la ENC 
no es suficiente para hablar de coordinación entre 
la federación y las entidades federativas, o para 
tratar cuestiones tan específicas como la incorpo-
ración de IA en el ámbito estatal. En general, las 
discusiones y la toma de decisiones sobre estos 
temas estuvieron centralizadas.

No obstante, se han detectado algunos estados 
de la República que presentan un avance visible 
respecto de otros en cuestiones como: gobierno 
electrónico (es el caso de Querétaro, Estado de 
México, Baja California, Chihuahua y Jalisco)67; 
justicia en línea (como en Tamaulipas y Nuevo 
León)68; y el uso de IA para resolver problemas 
concretos (como en la Ciudad de México69). 

3.3.6 Organismos del ámbito 
subnacional con interés en el 
desarrollo y la gobernanza de la IA 
en el sector judicial.
No aplica para el caso mexicano.

https://archivo.datos.cdmx.gob.mx/mapa-ciclista/
https://archivo.datos.cdmx.gob.mx/mapa-ciclista/
https://adip.cdmx.gob.mx/proyectos
https://adip.cdmx.gob.mx/proyectos
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3.4 Alianzas institucionales y 
redes
No encontramos evidencia que nos permita supo-
ner la existencia de alianzas estratégicas para la 
aplicación de la IA en el sector judicial. No obstan-
te, en su momento, se contó con dos proyectos en 
la materia: 

(a) El sistema Expertius, desarrollado por el Insti-
tuto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM en 
colaboración con el Tribunal Superior de Justicia 
del Estado de Tabasco y con el Tribunal de Justicia 
de la Ciudad de México (Cáceres, 2017).

(b) El sistema Justiniano, también desarrollado 
por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
UNAM en colaboración con el Centro de Cien-
cias Aplicadas y Desarrollo Tecnológico (Aguilera, 
2007).

Asimismo, existen iniciativas trabajadas de for-
ma colaborativa desde la academia, en las que 
se abordan cuestiones directamente relacionadas 
con la impartición de justicia: 

1.	 Seminario Internacional de Justicia Digital, 
Inteligencia Artificial y Derechos Humanos, 
organizado por el Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la UNAM y el Centro de Innova-
ción para el Acceso a la Justicia.

2.	 La línea de investigación sobre IA y Derecho 
del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
UNAM.

3.	 El proyecto de investigación sobre juicios en 
línea, hipotecas y pensiones alimenticias del 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
UNAM.

Por otro lado, se advierten actores fundamenta-
les que desarrollan trabajos en materia de IA que 

podrían implementarse en el Poder Judicial; es el 
caso de la alianza de Centros Públicos CONACYT, 
a través del consorcio de IA, que surge de la ne-
cesidad de articular grupos de investigación inter-
disciplinaria que reúnan investigadores, técnicos 
académicos y estudiantes, capaces de desarrollar 
fundamentos y metodologías orientadas a la mo-
delación de fenómenos y a la resolución de pro-
blemas sociales en la medicina, en la seguridad, 
la movilidad y transporte, en la previsión y ges-
tión de desastres naturales y en la formación de 
capital humano para beneficio de todos los sec-
tores (público, social y privado). Los participantes 
de la alianza son: INFOTEC, Centro GEO, CICESE, 
IPICYT, Centro de Investigación en Óptica, CIMAT, 
CDESU e INAOE70. 

Por otro lado, el Laboratorio Nacional de Políticas 
Públicas del CIDE trabaja a través de cuatro uni-
dades: Unidad de Ciencia de Datos (UCD), Unidad 
de Innovación, Comportamiento y Experimenta-
ción (UCEx), Unidad de Simulación (USIM) y Uni-
dad de Inteligencia Colectiva (UIC)71. En particular, 
la Unidad que incide en temas de IA es la Unidad 
de Ciencia de Datos (UCD), que desarrolla proyec-
tos, asesoría y formación en ciencia de datos72.

70/    Disponible en: https://www.consorcioia.mx/nosotros (Con-
sulta realizada el 1º de febrero de 2021).

71/    Información disponible en: https://lnpp.cide.edu/que-hacemos 
(Consultada realizada el 10 de febrero de 2021). 

72/    Dentro del catálogo de actividades de la UCD, se encuen-
tran: limpieza, diseño y estructuración de bases de datos, creación 
de bases de datos no estructuradas (web scraping, documentos 
y mapas), digitalización de archivos, modelos estadísticos: es-
tadística computacional; modelos de aprendizaje automático (ma-
chine learning), descubrimiento de patrones, análisis geoespacial, 
de redes y de texto, sistemas de información geográfica (SIG) para 
análisis y visualización de información espacial, visualización 
cartográfica, visualización de datos, estática y/o interactiva, para 
comunicar resultados desde la ciencia de datos.

https://www.consorcioia.mx/nosotros
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Adicionalmente, el Programa sobre Ciencia, Tec-
nología y Sociedad del CIDE vincula proyectos de 
investigación que buscan entender las tenden-
cias hacia la sociedad y economía basadas en el 
conocimiento, así como aquellos que estudian la 
incidencia del cambio tecnológico en políticas pú-
blicas y organizaciones públicas, privadas y socia-
les. De forma transversal, aborda investigaciones 
relacionadas con la IA.

73/    Sobre este aspecto véase México Evalúa (2020, p. 41).

3.5 Transformación 
institucional

3.5.1 ¿Cuáles son los desafíos más 
importantes en materia de diseño 
organizacional?
Los principales desafíos en materia de diseño or-
ganizacional para la implementación de sistemas 
de IA en la impartición de justicia son los siguien-
tes: 

(1) La falta de una política pública nacional que 
oriente a los actores del ecosistema digital, inclui-
do el Poder Judicial Federal, hacia un plan de ac-
ción.

(2) La reorganización que supondría la justicia di-
gital en el interior del Poder Judicial Federal; por 
ejemplo, en los sistemas de autenticación, de re-
cepción de la demanda o incluso del desahogo de 
pruebas. Ello implicaría la necesidad de uniformar 
criterios, reglas y procesos en la gestión de la in-
formación judicial73.

(3) La resistencia al cambio asociada a la inno-
vación tecnológica dentro de las organizaciones. 
Esto hace que el Poder Judicial Federal tenga que 
diseñar una estrategia de sensibilización y fami-
liarización sobre el uso de las TIC en general para 
la eficiencia de su aplicación en la impartición de 
justicia en México. En palabras de la magistrada 
Adriana Campuzano (2019, p. 162), “donde el uso 
de medios inteligentes ha encontrado mayor re-
sistencia es, naturalmente, en la celebración de 
actos relacionados con la elaboración de la deci-
sión judicial”.

74/    Dos de estos actores identificados son: la Dra. Adriana Cam-
puzano Gallegos, magistrada del Poder Judicial de la Federación en 
materia administrativa, especializada en competencia económica, 
radiodifusión y telecomunicaciones; y el juez Miguel Ángel Bur-
guete García, titular del Juzgado Octavo de Distrito en el Estado 
de México. De igual forma, el ministro en retiro José Ramón Cossío 
se ha manifestado abiertamente a favor del uso de las TIC para 
eficientar la impartición de justicia (Disponible en: https://www.
youtube.com/watch?v=i-UXuapo4Ng).

3.5.2 Discusión en el sector judicial
Dentro de los propios juzgadores, se han logrado 
identificar algunos actores clave que han mani-
festado públicamente su interés y convencimiento 
en la idea de que la incorporación de IA permitiría 
optimizar y superar los enormes desafíos para la 
impartición de justicia que existen hoy en día74. No 
obstante, más allá de esfuerzos individuales, no 
encontramos evidencia que permita afirmar la ar-
ticulación de un mecanismo de discusión pública 
dentro del sector judicial para la incorporación de 
IA en la impartición de justicia mexicana.
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3.5.3 Discusión en foros públicos 
En este apartado, se advierte que las discusiones 
bajo el formato multistakeholder relativas a la in-
corporación de IA en el sector público en general 
fueron detenidas a partir de 2018, debido a la fal-
ta de seguimiento de la Agenda Digital Nacional y 
de la Estrategia de Inteligencia Artificial MX 2018. 

Experiencias como el desarrollo de la Estrategia 
Nacional de Ciberseguridad permitieron el acom-
pañamiento de la Organización de Estados Ame-
ricanos, bajo un modelo de diversidad de repre-
sentación de actores en el ecosistema digital, lo 
que reflejó distintas ópticas sobre las directrices 
nacionales en la materia. No obstante, por el mo-
mento no se advierte un impulso para dar conti-
nuidad a estos trabajos.

3.5.4 Discusión en prensa y redes 
sociales
El contexto de pandemia hizo necesario posicio-
nar el tema de la modernización de los sistemas 
de impartición de justicia, sin que ello implique ne-
cesariamente un énfasis en cuestiones específicas 
sobre la IA.

La discusión, en este momento, sobre temas de IA 
en el sector público versa más bien sobre la falta 
de certeza respecto de una política de Agenda Di-
gital Nacional y de Estrategia Nacional de Ciber-
seguridad. Véase:

•	 https://www.eleconomista.com.mx/tecnolo-
gia/La-Estrategia-Nacional-de-Cibersegu-
ridad-de-Mexico-debe-trascender-del-pa-
pel-OEA-y-BID-20200831-0054.html

•	 https://u-gob.com/mexico-el-pais-sin-estra-
tegia-digital-nacional/

•	 http://justice-trends.press/es/
el-uso-de-la-inteligencia-artifi-
cial-en-el-analisis-del-comportamien-
to-de-usuarios-y-entidades-en-el-siste-
ma-de-justicia-mexicano/

•	 https://derechoenaccion.cide.edu/futu-
ro-del-poder-judicial-inteligencia-artifi-
cial-y-jueces/

•	 https://www.forbes.com.mx/inteligencia-ar-
tificial-en-los-tribunales-como-funciona/

•	 https://forojuridico.mx/inteligencia-artifi-
cial-y-la-automatizacion-de-la-justicia/

•	 https://ia-latam.com/2019/02/25/el-uso-eti-
co-de-inteligencia-artificial-en-el-siste-
ma-judicial/

•	 https://www.thetechnolawgist.
com/2020/01/20/los-10-principios-ba-
sicos-en-materia-de-inteligencia-ar-
tificial-lanzados-por-la-casa-blan-
ca-a-las-agencias-federales/

•	 https://www.eluniversal.com.mx/opinion/
daniel-cabeza-de-vaca-hernandez/inteli-
gencia-artificial-aplicada-la-justicia
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3.5.5 Discusión de la temática en foros afines 
Los foros públicos han tenido un mayor impulso a partir de la academia y, de manera 
general, a partir de la iniciativa privada. También en este rubro debe considerarse el 
impulso hacia la justicia digital a partir de la pandemia por COVID-19. 

4. diagnóstico y desarrollo 
de capacidades para la 
adopción de IA

•	 En la mayoría de los poderes judiciales estatales, es limitada la producción, al-
macenamiento y procesamiento de datos relevantes para la toma de decisiones 
en la impartición de justicia. En muchos casos, la funcionalidad de los sistemas 
de gestión de expedientes electrónicos se limita a la captura y consulta de docu-
mentos digitales.

•	 En México, la firma digital es un instrumento fundamental para dotar de susten-
to legal al proceso de informatización de la impartición de justicia. Esto incide 
en la posibilidad de producir y procesar expedientes cien por ciento digitales, o 
expedientes electrónicos. El Poder Judicial Federal tiene cuenta con firma digital 
(FIREL). Sin embargo, los poderes judiciales estatales han tomado diversas vías; 
algunos han desarrollado sus propias firmas digitales, mientras que otros están 
adoptando la FIREL u otra como su estándar.

•	 Se observó que uno de los pilares para facilitar el uso de la AI es la disposición 
de una unidad administrativa de estadística judicial, que se encargue de produ-
cir y procesar los datos y metadatos de los expedientes electrónicos. Una buena 
práctica en este sentido es el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes 
del Poder Judicial de la Federación.

•	 Se observaron tres desarrollos de sistemas expertos jurídicos en el país, de los 
cuales ninguno está siendo operado actualmente: (1) un sistema para apoyar la 
toma de decisiones en materia de derechos humanos; (2) un sistema de apoyo 
para la toma de decisiones en materia de juicio de alimentos, y (3) un sistema 
para ayudar a los jueces en la toma de decisiones en materia familiar, específica-
mente en juicios de divorcio y de patria potestad y alimentos.
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En esta sección, se reportan los hallazgos sobre 
el nivel de desarrollo en los poderes judiciales en 
México en la digitalización e informatización de los 
servicios judiciales y se identifican las agencias lí-
deres en el uso o potencial uso de la Inteligencia 
Artificial. Los hallazgos reportados son el resulta-
do de una investigación documental (libros, semi-
narios, artículos de investigación, notas periodísti-
cas, acuerdos, circulares, etc.), de la exploración y 
análisis de los portales web de todos los poderes 
judiciales federal y estatales, así como de una se-
rie de entrevistas con juzgadores y funcionarios 
judiciales especializados en el uso de la Inteligen-
cia Artificial.

4.1 Servicios Judiciales Digitales

4.1.1 Evaluación general del grado 
de digitalización de los poderes 
judiciales en México
En líneas generales, existe un nivel medio de de-
sarrollo de la digitalización de los servicios judicia-
les en México. Es decir, existen algunas bases de 
infraestructura y capacidades, pero no son sufi-
cientes para impulsar la adopción de sistemas de 
Inteligencia Artificial. De acuerdo con un estudio 
reciente de la Comisión Nacional de Mejora Regu-
latoria (CONAMER) sobre la digitalización de los 
sistemas judiciales, se encuentra mucha variación 
entre los distintos poderes judiciales: la mayoría de 
los poderes tienen un grado medio de desarrollo, 
pero hay varios casos que no tienen un piso míni-
mo de digitalización, y otros casos con un nivel de 
digitalización alto y prácticas sobresalientes en el 

desarrollo y uso de sistemas informáticos para la 
gestión judicial (CONAMER, 2019).

De acuerdo con el estudio de la CONAMER, ac-
tualmente el 69% de los Tribunales Superiores y 
Supremos del país cuentan con sistemas infor-
máticos para la asignación de salas de audiencia, 
mientras que el 47% cuenta con sistemas infor-
máticos para la gestión judicial (esto es, un sis-
tema informático para organizar la información y 
subir los expedientes e información en general). 
Por último, solo el 38% de los poderes judiciales 
estatales cuenta con un sistema de estadística ju-
dicial (es decir, un sistema informático para ges-
tionar los expedientes electrónicos y registrar en 
forma de datos la información producida desde 
que se presenta la demanda inicial hasta su con-
clusión (CONAMER, 2019)). Este último indicador 
es de especial relevancia para pensar el impulso 
de la aplicación de Inteligencia Artificial, pues los 
sistemas estadísticos judiciales representarían el 
insumo principal de datos para procesamiento en 
los sistemas de Inteligencia Artificial.

Por último, durante la investigación, se identificó 
que las medidas de distanciamiento social en res-
puesta a la pandemia por COVID-19 generaron 
un aceleramiento importante en la digitalización 
de los servicios judiciales. Consecuentemente, 
se produjeron nuevas normativas y lineamientos 
para garantizar el uso apropiado de los medios al-
ternativos.

4.1.2 Evaluación de los poderes 
judiciales en México por tipo de 
servicio judicial
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En la mayoría de los poderes judiciales estatales, 
los esfuerzos de digitalización de servicios se han 
concentrado principalmente en la creación de sis-
temas de citas, de pre registro de demandas, de 
consulta de notificaciones y de expedientes (Ex-
pediente Virtual), así como en plataformas para 
presentar demandas y promociones en línea (Tri-
bunal Virtual) (México Evalúa, 2020). Mediante 
estos instrumentos, los poderes judiciales buscan, 
principalmente, proveer medios más ágiles para la 
comunicación y gestión entre las autoridades y los 
justiciables (México Evalúa, 2020).

En términos de digitalización, el sistema del Po-
der Judicial Federal es quizá el más completo en 
el país, pues permite la presentación de deman-
das, solicitudes, escritos iniciales y promociones 
digitales, así como la consulta de notificaciones y 
expedientes electrónicos. En el ámbito subnacio-
nal, la digitalización de los servicios judiciales ha 
avanzado considerablemente en los últimos cinco 
años, aunque la mayoría de los sistemas aún tie-
nen funcionalidades limitadas.

Son muy pocos los Estados que no tienen un sis-
tema digital en el rubro de acceso a la justicia. En-
tre los poderes judiciales que tienen un sistema 
digital, se observó que el menor grado de avance 
corresponde a aquellos que solo cuentan con un 
sistema de consultas de expedientes, que son los 
siguientes: Coahuila, CDMX, Guanajuato, Jalisco, 
Querétaro, Yucatán y Zacatecas. Estos sistemas 
representan digitalización, pero no informatiza-
ción de los procesos judiciales.

Los Tribunales o Juzgados Virtuales75, por otro 
lado, representan un grado de informatización 
de los procesos judiciales analógicos, donde la 
provisión del servicio público de justicia es trans-
formada de manera integral en beneficio de los 
ciudadanos. Aguascalientes, Baja California Sur, 
Chihuahua, Guanajuato, Estado de México, Nue-
vo León, Oaxaca, Puebla, Sinaloa, Tamaulipas y 
Veracruz tienen en funcionamiento un sistema de 
Tribunal o Juzgado Virtual. Sin embargo, el grado 
de funcionalidad de estos Tribunales o Juzgados 
Virtuales varía mucho: la mayoría de ellos están 
diseñados para que los justiciables puedan con-
sultar expedientes, enviar promociones y recibir 
notificaciones, pero muy pocos han incorporado 
los sistemas de expediente electrónico o firma di-
gital.

Existe también una modalidad de Juzgado Virtual 
especializado en realizar una conexión expedita 
con los Ministerios Públicos. Por ejemplo, el Juzga-
do de Control Especializado en Cateos y Órdenes 
de Aprehensión en línea del Poder Judicial del Es-
tado de México funciona las 24 horas del día para 
atender este tipo de denuncias (Patin, 2020a). 
Recientemente, otros juicios no contenciosos han 
adoptado la vía del Juzgado Virtual, como los jui-
cios en materia familiar (en Estado de México des-
de 2018), en materia civil (en Estado de México 
desde 2019, en Querétaro y en CDMX, y en Nuevo 
León desde 2014).

Por otra parte, el desarrollo de la firma digital, con 

75/    Otras denominaciones pueden ser Tribunal Electrónico o Juicio 
en línea.



63

E V A L U A C I Ó N  D E L  G R A D O  D E  P R E P A R A C I Ó N  P A R A  L A  A D O P C I Ó N  D E  I N T E L I G E N C I A 
A R T I F I C I A L  E N  L O S  S I S T E M A S  J U D I C I A L E S  D E  L A  R E G I Ó N  -  C A S O  M É X I C O

sus implicaciones administrativas, legales y técni-
cas, es uno de los desarrollos tecnológicos clave 
en la digitalización de los servicios judiciales, pues 
para que los expedientes judiciales electrónicos 
obtengan una validez plena, necesitan una firma 
digital. En México, el Poder Judicial de la Federa-
ción desarrolló su propia firma digital, denomina-
da Firma Electrónica del Poder Judicial de la Fe-
deración (FIREL). Los poderes judiciales estatales 
han tomado diversas vías; por ejemplo, el Poder 
Judicial del Estado de México desarrolló su pro-
pia firma digital, mientras que el Poder Judicial de 
Nuevo León adoptó la FIREL y la firma digital del 
SAT (México Evalúa, 2020).

Otra modalidad de informatización de los proce-
dimientos judiciales son las audiencias en línea. 
Esta modalidad fue ampliamente adoptada en el 
país como forma de continuar los servicios ante las 
medidas de distanciamiento social a causa de la 
pandemia por COVID-19. Según la investigación 

de Patin (2020a), a raíz de la pandemia, catorce 
poderes judiciales habilitaron la modalidad de vi-
deoconferencia para llevar a cabo audiencias (ver 
Tabla 9). Los retos de estas implementaciones, 
como la selección y organización del espacio vir-
tual donde se llevan a cabo las audiencias, el tipo 
de interacciones permitidas durante la audiencia, 
la definición de las credenciales de identificación 
y los mecanismos de seguridad para el acceso, 
han sido abordados de diferentes maneras. Por 
ejemplo, en Nuevo León se agregó un módulo al 
Tribunal Virtual donde, previos requerimientos, los 
actores pueden acceder a una “sala espejo” en la 
que se retransmite la audiencia (México Evalúa, 
2020). En Chihuahua se procesaron las solicitudes 
de acceso con un número limitado y se retrans-
mitió la audiencia mediante canales privados en 
la plataforma YouTube. Otros poderes judiciales 
estatales optaron por cerrar al público sus audien-
cias por videoconferencia.

Tabla 9. Poderes judiciales estatales que adoptaron las audiencias en línea en 2020

PODER JUDICIAL PRECISIÓN

Nuevo León
En materia penal, de justicia penal y de justicia para adolescentes, se procu-
rará que la intervención del ministerio público y del imputado, cuando esté 
detenido, se realice por videoconferencia.

Yucatán Se realizó una audiencia en materia de justicia para adolescentes.

Aguascalientes
Se podrán realizar audiencias por videoconferencias en materia penal y fa-
miliar y se realizarán de preferencia a través de Zoom.

San Luis Potosí Se podrán realizar audiencias por videoconferencias en materia penal.
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Ciudad de México
Las partes intervendrán en las audiencias desde salas distintas, haciendo 
uso de la telepresencia.

Federal

Se autoriza a los juzgados de los Centros de Justicia Penal Federal a usar 
audiencias por videoconferencias. Se precisa que se podrían usar también 
para asuntos no urgentes en caso de que se llegue a ampliar el catálogo de 
asuntos que los juzgadores pueden resolver.

Coahuila
Se podrán realizar audiencias por videoconferencia en materia penal. Se 
precisa que se podrían usar también para asuntos no urgentes a criterio del 
juzgador.

Oaxaca
Se podrán realizar audiencias por videoconferencia en materia penal. Podrá 
ser por Zoom o Skype.

Hidalgo
Se podrán realizar audiencias por videoconferencia en materia penal. Podrá 
ser por plataformas tecnológicas de fácil acceso a la ciudadanía.

Michoacán Se podrán realizar audiencias por videoconferencia en materia penal.

Tamaulipas

Se podrán realizar audiencias por videoconferencia en materia penal y de 
justicia para adolescentes. Se precisa que se podrían usar también para 
asuntos no urgentes en caso de que se llegue a ampliar el catálogo de asun-
tos que los juzgadores pueden resolver.

Baja California Sur Se podrán realizar audiencias por videoconferencia en materia penal.

Chiapas Se realizó una audiencia en materia de justicia para adolescentes.

Guanajuato Se deben priorizar audiencias por videoconferencia en materia penal.

La transición hacia estas modalidades, acelera-
das por la contingencia de COVID-19, creó algu-
nos vacíos normativos sobre el correcto uso de los 
sistemas digitales, aunque varios componentes 
de estos servicios judiciales estaban ya norma-
dos. Tal es el caso del Tribunal Virtual, el Tribunal 
Electrónico, el Juicio en Línea, el expediente elec-

Fuente: Patin (2020a)

trónico y la firma electrónica76. En el transcurso de 
2020, otras normativas han sido creadas o revisa-
das para fortalecer los servicios judiciales digitali-
zados (Patin, 2020b). Sin embargo, aún no existe 
certidumbre sobre el interrogante que plantea si 
las medidas tomadas por esta contingencia serán 
temporales o si se establecerán de manera per-
manente en todos los casos.

76/    Véase Normativa en Materia de Tribunal Virtual, Tribunal 
Electrónico, Juicio en Línea, Expediente Electrónico o Firma Elec-
trónica de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

https://www.scjn.gob.mx/normativa/electronico
https://www.scjn.gob.mx/normativa/electronico
https://www.scjn.gob.mx/normativa/electronico
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Tabla 10. Cuadro resumen sobre los mecanismos de digitalización e informatización de los servicios 
judiciales

SERVICIO JUDICIAL DIGITAL SITUACIÓN GENERAL DEL PAÍS AGENCIA(S) LÍDER

Firma digital

Solo el Poder Judicial de la Federa-
ción, y muy pocos poderes judicia-
les estatales, cuentan con un siste-
ma de firma digital. Actualmente, 
no existe un plan de firma digital 
universal. Los poderes estatales 
pueden usar la firma digital federal 
mediante acuerdos bilaterales.

Poderes Judiciales de la Fe-
deración, del Estado de Méxi-
co y de Nuevo León.

Sistemas de gestión automa-
tizada de expedientes

Poca presencia y poco desarrollo 
en los poderes judiciales estatales.

Poder Judicial de la Federa-
ción (con el SISE) y del Estado 
de Querétaro (con Cosmos).

Sistema de programación de 
citas o de pre registro de de-
mandas

Presente en pocos poderes judicia-
les estatales.

No se identificó un sistema 
líder.

Sistema de consulta de expe-
dientes

Presente en la mayoría de los po-
deres judiciales estatales.

Poder Judicial del Estado de 
Jalisco.

Tribunal o Juzgado Virtual

Once poderes judiciales estatales, 
más el federal, cuentan con un Tri-
bunal o Juzgado Virtual en sus por-
tales web. Su funcionalidad y al-
cance varía mucho, principalmente 
en función de la disponibilidad de 
la firma digital y el expediente elec-
trónico.

Poder Judicial del Estado de 
Nuevo León.

Audiencias en línea

A partir de la contingencia de CO-
VID-19, catorce poderes judiciales 
estatales anunciaron el uso de au-
diencias en línea. La normativa en 
esta materia se está desarrollando.

Poder Judicial del Estado de 
Nuevo León.

Fuente: elaboración propia
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4.1.3 Interoperabilidad

77/    Acuerdo General 28/2001 del Pleno del Consejo de la Judica-
tura Federal, que establece la obligatoriedad del uso del Sistema 
Integral de Seguimiento de Expedientes, publicado el 25 de mayo 
de 2001. 

El desarrollo de sistemas de información con in-
teroperabilidad entre las instituciones que com-
ponen el sistema de justicia penal es una materia 
pendiente en la mayoría de los poderes judiciales 
estatales. Entre los pocos casos existentes, des-
tacan los de Nuevo León y Querétaro. Según el 
reporte de México Evalúa (2020), estos estados 
son los más avanzados en materia de interopera-
bilidad. Ambos poderes judiciales cuentan con un 
sistema de gestión que permite la interconexión 
entre todas las instituciones de la justicia penal.

Esos sistemas buscan, principalmente, homolo-
gar estándares tecnológicos de almacenamiento 
y transmisión de datos entre las partes involucra-
das, para hacer más eficiente la gestión de infor-
mación. Además, profundizan la integración de la 
información digital disponible para potenciar los 
insumos de información de un eventual sistema 
de Inteligencia Artificial. Una buena práctica en 
este sentido ha sido el Sistema Integral de Segui-
miento de Expedientes (SISE), desarrollado por la 
Dirección General de Estadística Judicial del Poder 
Judicial de la Federación. Contrariamente a los sis-
temas antes explicados, no se trata de un sistema 
para establecer contacto con las autoridades, sino 
para gestionar estadísticas y datos no estructura-
dos. El SISE es una herramienta para la produc-
ción, organización, almacenamiento y consulta de 
datos estadísticos sobre asuntos concernientes a 
los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la 
Federación (Consejo de Judicatura Federal, Acuer-
do General 28/2001)77. 

De acuerdo con algunos entrevistados, el SISE 
constituye un excelente corpus de datos para los 
sistemas de Inteligencia Artificial, pues contiene 
información muy detallada sobre las sentencias y 
los acuerdos emitidos en el proceso del juicio. Sin 
embargo, aún carece de información relevante so-
bre el perfil de los justiciables (por ej., información 
socio demográfica o laboral) que permita mejorar 
el desempeño de la Inteligencia Artificial en sus 
operaciones.

Una cuestión asociada con temas de propiedad e 
interoperabilidad de sistemas es la asignación de 
correos electrónicos para la recepción de notifica-
ciones, así como escritos de demandas y promo-
ciones. Es preferible instalar un servidor de correo 
electrónico propio para que las autoridades pue-
dan verificar que los usuarios reciban las notifica-
ciones y cumplir, así, con formalidades procesales 
(México Evalúa, 2020). En general, la inversión 
en infraestructura para resguardar documentos 
electrónicos, garantizar la seguridad de comuni-
caciones privadas entre las partes y verificar la 
recepción de notificaciones está en ciernes en los 
poderes judiciales estatales. Un buen caso de re-
ferencia, que ha invertido en este tipo de infraes-
tructura, es el Poder Judicial del Estado de México.

4.1.4 Sistemas expertos jurídicos en 
México
En la investigación documental y las entrevistas 
a actores clave, no se identificaron sistemas ex-
pertos jurídicos que estén siendo, actualmente, 
implementados o desarrollados. No obstante, se 
encontró evidencia del desarrollo, en el pasado, de 
tres sistemas expertos jurídicos: Justiniano, Exper-
tius y Sistema Experto de Sentencias (SIES). No 
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encontramos evidencia de que alguno de estos 
tres sistemas—u otro sistema experto—esté sien-
do utilizado por algún poder judicial en México.

El sistema Justiniano fue desarrollado por el Insti-
tuto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad 
Nacional Autónoma de México en colaboración 
con el Centro de Ciencias Aplicadas y Desarrollo 
Tecnológico (Aguilera, 2007), con el objetivo de 
apoyar la toma de decisiones en materia de de-
rechos humanos. Fue el resultado de dos años de 
investigación en la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos para conocer su funcionamiento 
(Cáceres, 2017).

El sistema Expertius es un sistema de apoyo para 
la toma de decisiones en materia de juicio de ali-
mentos. También fue desarrollado por el Instituto 
de Investigaciones Jurídicas con la colaboración 
del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Ta-
basco y el Tribunal Superior de Justicia de CDMX, 
cuyos funcionarios judiciales proveyeron el cono-
cimiento experto para el desarrollo del sistema 
(Cáceres, 2017; Martínez Bahena, 2012).

Finalmente, el SIES es un sistema experto para 
colaborar con los jueces en la toma de decisiones 
en materia familiar, específicamente en juicios de 
divorcio, de patria potestad y alimentos. Este sis-
tema experto se basa en el procesamiento de los 
requisitos de forma y fondo de sentencias de de-
recho familiar (Martínez Bahena, 2012). 

Otro desarrollo de Inteligencia Artificial en Méxi-
co, dentro del campo jurídico, es el servicio de un 
“abogado robot” que la empresa Fractal Abogados 
lanzó al mercado en 2017. Se trata de un sistema 
de Inteligencia Artificial basado en procesamiento 
de lenguaje natural, capaz de brindar asesoría a 
justiciables en diversas materias legales (Ortega, 
2019).

4.2 Habilidades, entrenamiento 
y educación para la 
Inteligencia Artificial

4.2.1 Capacidades existentes en el 
personal
Existen pocos espacios de entrenamiento y capa-
citación en el país para desarrollar capital humano 
especializado en Inteligencia Artificial y Derecho. 
Se identificaron cuatro instituciones educativas 
esenciales en este sentido: el Centro de Investiga-
ción e Innovación en Tecnologías de la Información 
y la Comunicación (INFOTEC); el Instituto de Inves-
tigaciones Jurídicas; el Consorcio de Inteligencia 
Artificial del Conacyt; y el Centro de Investigación 
y Docencia Económicas (CIDE).

INFOTEC es un centro público federal dedicado a 
fortalecer la competitividad, transparencia y efi-
ciencia de las empresas y organizaciones públi-
cas. Entre sus programas de formación de capital 
humano, cuenta con una Maestría en Derecho de 
las Tecnologías de la Información y la Comunica-
ción y una especialidad en Derecho de las Tele-
comunicaciones. Actualmente, esta maestría es el 
único programa académico de formación profe-
sional en México especializado en Derecho de las 
Tecnologías de la Información. 

El Instituto de Investigaciones Jurídicas (IIJ) de la 
Universidad Nacional Autónoma de México es 
una institución clave para el desarrollo de la Inte-
ligencia Artificial, ya que lleva más de una década 
trabajando en Inteligencia Artificial y su utilización 
en el campo del Derecho, actualmente con una 
coordinación de la Línea de Investigación en Dere-
cho e Inteligencia Artificial (LIDIA). En el IIJ se han 
desarrollado sistemas expertos jurídicos (rese-
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ñados arriba) y se han realizado investigaciones, 
organizaciones de eventos y tesis de licenciatura 
y posgrado en Inteligencia Artificial y Derecho. En 
2020, se lanzó el Seminario LIDIA, donde se discu-
ten temas de actualidad en la materia. El IIJ cuenta 
también con un diplomado de reciente creación, el 
Diplomado en Derecho Digital, en el que se impar-
te un módulo sobre Inteligencia Artificial y Dere-
cho.

El Consorcio de Inteligencia Artificial (CIA) del Co-
nacyt, por su parte, es una institución con un gran 
potencial para desarrollar recursos humanos en la 
materia. Allí se imparten rutinariamente semina-
rios, mesas de diálogo y diplomados en aplicacio-
nes de la Inteligencia Artificial en diversos secto-
res. Actualmente, este Consorcio no oferta ningún 
programa de Inteligencia Artificial asociado con el 
sistema judicial; sin embargo, cuenta con un Di-
plomado en Deep Learning para profesionistas no 
especializados en Inteligencia Artificial.

Finalmente, la División de Estudios Jurídicos del 
CIDE cuenta con un grupo de investigadores es-
pecializados en el derecho de las tecnologías de 
la investigación, particularmente en derechos di-
gitales  y  aspectos regulatorios  de la Inteligencia 
Artificial. Además de tener una agenda de inves-
tigación en este rubro, en el CIDE se oferta el Di-
plomado en Privacidad, Regulación y Gobernanza 
de Datos, en el que se fortalece la formación pro-
fesional para la preparación y uso de datos, y para 
la  aplicación  de  técnicas de Inteligencia Artifi-
cial  y  big  data. Asimismo, el CIDE cuenta con el 
Programa sobre Ciencia, Tecnología y Sociedad.

4.2.2 Carrera judicial
No se identificaron programas de formación pro-
fesional asociados a la carrera judicial que sean 

relevantes para el desarrollo de la justicia digital 
o para la implementación de Inteligencia Artificial 
en la materia. 

Se identificó que el Instituto de la Judicatura Fede-
ral, en el marco de su Programa Anual de Capaci-
tación, ha ofrecido algunos recursos relacionados 
con tecnología e Internet; sin embargo, este tipo 
de programas solo se ofrecen de manera esporá-
dica.

4.3 Recursos institucionales y 
materiales
Durante la investigación, no se identificó ningu-
na agencia dentro del sistema judicial mexicano 
que esté desarrollando o utilizando un sistema 
de Inteligencia Artificial para la impartición de la 
justicia, pero se identificaron diversos actores del 
sistema judicial que se han especializado en el uso 
de Inteligencia Artificial en la justicia; por ejemplo: 
magistrados y directores de tecnologías de la in-
formación o de modernización dentro de agencias 
judiciales. Por lo tanto, si bien no existen agencias 
líderes impulsando un plan de Inteligencia Artifi-
cial para la impartición de justicia, sí se observa un 
grupo de actores con la capacidad de impulsar un 
plan de ese tipo.

Por otro lado, se lograron identificar varias agen-
cias con un liderazgo importante en su desarrollo 
institucional, de capital humano y presupuestario 
para promover la aplicación de la Inteligencia Ar-
tificial. Sobre la base de la investigación documen-
tal, el análisis de las estructuras institucionales y 
las entrevistas, consideramos que las siguientes 
agencias están listas para adoptar programas de 
Inteligencia Artificial en la impartición de justicia:
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•	 Dirección General de Estadística Judicial del 
Poder Judicial de la Federación;

•	 Poder Judicial del estado de Tamaulipas;

•	 Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Nuevo León.

Se considera que la agencia con mayor potencial 
de liderazgo en la materia es la Dirección General 
de Estadística Judicial (DGEJ). Además de contar 
con recursos humanos altamente calificados y con 
el sistema SISE, las atribuciones institucionales de 
esta Dirección potencian su capacidad de liderar 
una modernización administrativa de este tipo78. 

Otra agencia con potencial de liderazgo es el Po-
der Judicial del estado de Tamaulipas (PJT), que 

78/    Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Fed-
eral, que reforma, adiciona y deroga disposiciones del que regla-
menta la organización y funcionamiento del propio Consejo, por el 
que se crea la Dirección General de Gestión Judicial y se incorpora 
esta, así como la Dirección General de Archivo y Documentación 
y la Dirección General de Estadística Judicial, a la Coordinación 
de Asesores de la Presidencia del Consejo, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 23 de septiembre de 2019.

durante la última década ha impulsado una agen-
da de modernización en múltiples áreas bajo el 
concepto de e-Justicia (Llano, 2012). Dentro de 
esta agenda, el PJT ha instaurado sistemas de 
estímulo y evaluación del desempeño, sistemas 
informáticos de gestión judicial, exhortos electró-
nicos, expedientes electrónicos, el ya referido Tri-
bunal Virtual y visitadurías en línea, entre otros. 

Además, como se describió anteriormente, Nuevo 
León tiene un liderazgo nacional en la moderniza-
ción de los procesos judiciales, particularmente en 
la implementación de Tribunales Virtuales y firmas 
digitales. El Tribunal Superior de Justicia del esta-
do de Nuevo León cuenta con un sistema robusto 
de estadística judicial: el Sistema de Inteligencia 
Institucional. Este sistema —reconocido por la CO-
NAMER como la mejor práctica nacional— es un 
sistema de apoyo para la toma de decisiones que 
provee información sobre las etapas procesales 
de cada expediente. La Tabla 11 presenta un cua-
dro resumen de las agencias líder en México y las 
consideraciones relevantes de su liderazgo.

Tabla 11. Resumen de agencias líder con recursos presupuestarios acordes para la Inteligencia Artificial

AGENCIA CONSIDERACIONES

Dirección General de Estadística Judi-
cial del Poder Judicial de la Federación

Recursos humanos altos y atribuciones institucionales ro-
bustas para liderar una modernización administrativa.

Poder Judicial del Estado de Tamauli-
pas

Inversión en el desarrollo institucional y la modernización 
administrativa del Poder Judicial mediante diversos progra-
mas dentro del plan e-Justicia.

Tribunal Superior de Justicia del Estado 
de Nuevo León

Liderazgo nacional en el desarrollo de Tribunales Virtuales 
y firmas digitales. También cuenta con un robusto sistema 
de estadística judicial.

Fuente: elaboración propia



70

E V A L U A C I Ó N  D E L  G R A D O  D E  P R E P A R A C I Ó N  P A R A  L A  A D O P C I Ó N  D E  I N T E L I G E N C I A 
A R T I F I C I A L  E N  L O S  S I S T E M A S  J U D I C I A L E S  D E  L A  R E G I Ó N  -  C A S O  M É X I C O

5. condiciones existentes para el 
despliegue de ia en el ámbito 
judicial

•	 En México no existen iniciativas vigentes para insertar modelos de IA en el Poder 
Judicial.

•	 La incorporación de la IA en el Poder Judicial permitiría resolver enormes desafíos 
en el sistema de impartición de justicia en México, como la congestión en la reso-
lución de expedientes judiciales, la transparencia y la imparcialidad al momento 
de dictar justicia. 

•	 El desarrollo y uso de modelos de IA en el Poder Judicial, debe situar a la persona 
en el centro de la tecnología, a fin de garantizar el respecto a la dignidad humana 
y evitar caer en algunos de los riesgos asociados a la propia IA, como los sesgos o 
el derecho a la no discriminación.

•	 Hoy día se está desarrollando una teoría sobre la responsabilidad y salvaguardas 
en materia de IA, que rige tanto a empresas como a desarrolladores e implemen-
tadores de los modelos. 

En esta sección se analiza el punto de partida en materia de IA en el poder judicial, 
identificando las iniciativas que existen en México en la materia y su estatus actual. 
Así mismo, se hace un estudio sobre la relevancia de incorporar sistemas de IA en 
el poder judicial y los objetivos identificados para su implementación. Por otro lado, 
en esta sección también se hace un desarrollo de la base teórica, partiendo de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y la dignidad humana, el concepto de 
privacidad a la luz de los principios democráticos, la relevancia de construir conceptos 
a partir de situar a la persona en el centro del desarrollo tecnológico, los principios 
que deben guiar la implementación de modelos de IA, así como los desafíos de índole 
normativo y ético que pudieran llegar a surgir. Se identifica la falta de métricas para 
evaluar los resultados de proyectos de IA en el ámbito judicial, ya que no existe a nivel 
local, algún proyecto vigente en la materia. Sin embargo, se introducen dos proyectos 
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pioneros de IA en el sistema judicial (Expertius y 
Justiniano) aún cuando no se encuentran vigentes. 
Por otra parte, en esta sección de desarrolla la es-
tructura de riesgos asociados a la IA, en la que se 
identifican los efectos no deseados sobre su uso 
en el Poder Judicial. Finalmente, se desarrollan las 
responsabilidades y salvaguardas que deben re-
gir al momento de implementar un proyecto de IA 
en el sistema judicial. 

79/   Véase: Fernández y Rainey (2006, pp. 168-176); Heintze 
y Bretschneider (2000, pp. 801-830); Brown y Osborne (2012); 
Esteves y Alves (2013, pp. 505-510). 

5.1 Punto de partida 
En relación con el punto de partida para incorpo-
rar Inteligencia Artificial en el poder judicial, se de-
cidió tomar como marco de referencia la gestión 
del cambio organizacional en el sector público. 
Desde este punto de vista, la gestión de cambios 
tecnológicos se sostiene en cuatro pilares funda-
mentales: (1) condiciones para el cambio tecnoló-
gico; (2) institucionalización; (3) condiciones para 
la adopción de los usuarios y (4) consolidación de 
un ecosistema79.

  Las condiciones para el cambio tecnológico 
en México son incipientes. Se observó que el IIJ 
incubó, en el pasado, desarrollos tecnológicos de 
Inteligencia Artificial para el sector judicial, pero 
esos esfuerzos cesaron. No se identificó algu-
na institución pública o privada que actualmente 
esté desarrollando software especializado para 
la impartición de justicia. Existe, sin embargo, 

un potencial importante en la consolidación de 
proyectos de desarrollo tecnológico mediante el 
Consorcio  Conacyt  de Inteligencia Artificial o la 
coalición que integra el plan IA2030MX. 

En términos de institucionalización, se observó 
que las agencias del Poder Judicial de la Federa-
ción tienen un nivel de institucionalización alto. A 
escala federal, existe un conjunto extenso de con-
venios, acuerdos y lineamientos que norman los 
sistemas de justicia digital (ver Sección C.2). Estas 
normativas regulan temas como gestión de expe-
dientes, compilación y sistemas de tesis, archivos 
judiciales, firma electrónica, sesiones por medios 
electrónicos y sistemas informáticos de gestión 
judicial. También se cuenta con un grado de ins-
titucionalización sólido de la estadística judicial. 
En particular, la Dirección General de Estadística 
Judicial, como se señaló en la Sección D.3, es una 
división con un alto grado de institucionalización, 
con recursos humanos especializados en la siste-
matización de la información y con sofisticación 
informática, que provee un alto valor agregado a 
la gestión de información de todo el sistema del 
PJF. Bajo tutela de esta dirección, el PJF cuenta 
con un Sistema de Información de Seguimiento de 
Expedientes, referido en la sección D.1, que repre-
senta mejores prácticas en el área de preparación 
de datos para poder instaurar exitosamente un 
sistema de Inteligencia Artificial. 

La institucionalización de los datos y sistemas 
informáticos en los poderes judiciales estatales 
es, en promedio, incipiente. Son pocos los estados 
que cuentan con normativas en la materia y las 
agencias de estadística judicial con el presupues-
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to o los recursos humanos necesarios para geren-
ciar la implementación de sistemas de Inteligencia 
Artificial. Esta es, quizá, el área de oportunidad 
más importante a escala estatal. 

 Los retos de la adopción de IA normalmente están 
asociados con la resistencia natural al cambio tec-
nológico en las organizaciones. Para mitigar esa 
potencial resistencia al cambio entre los usuarios, 
es importante incorporar recursos humanos ca-
pacitados y programas de capacitación entre los 
usuarios. En este sentido se observó que, a escala 
nacional, existen varias opciones de formación en 
la materia, por lo que se considera que existe en 
México la oferta académica suficiente para aten-
der la demanda de formación de recursos huma-
nos especializados en tecnologías de la informa-
ción y servicios judiciales. Asimismo, tomando en 
consideración las redes institucionales existentes, 
se observa un margen para ampliar aún más esa 
oferta. 

  Finalmente, se considera que no existe aún un 
ecosistema específico de  Inteligencia Artificial 
para la impartición de justicia. Se observaron di-
versos especialistas en la materia en el sector 
académico, en el de desarrollo tecnológico (es de-
cir, de algoritmos de Inteligencia Artificial) y dentro 
de las agencias del Poder Judicial. Sin embargo, 
la mayoría de estos especialistas han desarrolla-
do sus trabajos de manera relativamente aislada, 
sin que exista hasta este momento un espacio de 
encuentro para el intercambio de información y 
experiencias entre los profesionistas de la Inteli-
gencia Artificial para la impartición de justicia. La 
consolidación de un ecosistema en el que conflu-

yan desarrolladores, magistrados, académicos, 
etc. es fundamental para agilizar el proceso de 
asimilación de la Inteligencia Artificial en el Poder 
Judicial. 

80/    Corte IDH, “Covid-19 y Derechos Humanos: Los problemas y 
desafíos deben ser abordados con perspectiva de derechos huma-
nos y respetando las obligaciones internacionales”, Comunicado 
del 14 de abril de 2020. Disponible en: https://www.corteidh.or.cr/
tablas/alerta/comunicado/cp-27-2020.html (Consulta realizada el 
26 de febrero de 2021).

5.2. Objeto y necesidad
El vertiginoso desarrollo tecnológico ha permitido 
que las organizaciones utilicen cada vez más téc-
nicas como la Inteligencia Artificial, a fin de hacer 
más eficientes los procesos y la toma de decisio-
nes. No obstante, como se ha mencionado en lí-
neas previas, cuando hablamos del uso de IA en 
la impartición de justicia, existe un retraso eviden-
te respecto de los múltiples usos que se le da en 
otras áreas. 

En este sentido, el contexto global de pandemia ha 
evidenciado la necesidad de pensar en nuevas 
formas de impartición de justicia, que acerquen la 
posibilidad de acudir a un tribunal a través de me-
dios electrónicos y que permitan reducir barreras 
de tiempo y espacio. 

Los operadores de algunos organismos interna-
cionales, como la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos (Corte IDH), han expresado que, 
en el contexto de la contingencia sanitaria, los po-
deres judiciales están constreñidos a implementar 
políticas extraordinarias que garanticen y maxi-
micen el real y efectivo acceso a la justicia, bajo 
una perspectiva de derechos humanos, debiéndo-
se ajustar a los principios de absoluta necesidad, 
proporcionalidad y precaución80.

https://www.corteidh.or.cr/tablas/alerta/comunicado/cp-27-2020.html
https://www.corteidh.or.cr/tablas/alerta/comunicado/cp-27-2020.html
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En México, existen avances en la sistematización 
y digitalización de procesos a través de medios 
electrónicos que, si bien no significan por sí mis-
mos la implementación de IA, constituyen un paso 
necesario hacia la incorporación de agentes in-
teligentes. Pensar en la IA en el sector judicial no 
debe llevarnos solo a imaginar los juicios en línea, 
sino al múltiple abanico de posibilidades que abri-
ría para hacer más eficiente la impartición de jus-
ticia en México (por ej. la toma de decisiones au-
tomatizadas, cuando el caso concreto lo permita). 

Como se desprende de las entrevistas realizadas 
a actores clave dentro del poder judicial, el uso de 
IA permitiría reducir las cargas de trabajo en asun-
tos que puedan ser resueltos de forma automática 
a través de los agentes inteligentes; impactaría en 
los recursos económicos que hoy en día se des-
tinan, por ejemplo, al desplazamiento de autori-
dades judiciales para llevar a cabo diligencias y 
notificaciones; y, en términos generales, facilitaría 
una justicia imparcial, pronta y expedita.

Aunado a lo anterior, la justicia sin papel es más 
susceptible de transparentarse, ya que permite, 
por ejemplo, la generación automática de versio-
nes públicas para el cumplimiento de obligacio-
nes en materia de transparencia (México Evalúa, 
2020, p. 45).

 

5.3 Base teórica
Es necesario iniciar este apartado invocando la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y 
el reconocimiento inédito que hace respecto de la 

dignidad humana. Los instrumentos jurídicos en 
materia de derechos humanos son consecuencia 
de ese reconocimiento y los alcances que se pro-
yectaron en 1948 están más vigentes que nunca. 
Por otro lado, cabe mencionar que en la actualidad 
se está desarrollando una vertiginosa revolución 
tecnológica, que permite la aparición de automó-
viles autónomos, sistemas avanzados de Inteli-
gencia Artificial, algoritmos que recrean conver-
saciones con personas fallecidas o incluso robots 
que son utilizados como armas de destrucción 
masiva. A partir de esta evolución, surge a escala 
global un debate profundo sobre cómo continuar 
el desarrollo tecnológico bajo un irrestricto respeto 
a los derechos fundamentales. Se trata de situar a 
las personas en el centro del avance tecnológico y 
el desarrollo de la Inteligencia Artificial, más que 
observarlo como una mera cuestión de mercado 
(Mantelero, 2019, p. 6). En este punto, resulta pri-
mordial reconocer el papel que han jugado el Con-
sejo de Europa y la Unión Europea para generar 
altos estándares en la protección de la privacidad 
y el tratamiento de los datos personales. Estas ac-
ciones están armonizadas con los valores de una 
sociedad democrática que garantiza una serie de 
libertades para las personas.

En otras palabras, los valores de una sociedad 
democrática no son solo cuestiones de derecho 
público, sino que tienen que verse reflejados en el 
desarrollo tecnológico (Chatila, 2021). Por esa ra-
zón, es necesario que los sistemas de Inteligencia 
Artificial que se utilicen en un futuro en el Poder 
Judicial incorporen y garanticen conceptos como 
justicia, verdad y humanidad.
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En el mismo tenor, recoger la privacidad no solo 
como la concepción de un derecho humano, sino 
como parte de la mística para el desarrollo de un 
producto tecnológico, hace latente la necesidad 
de analizar y de reconocer otros valores como 
la verdad y la justicia (en relación, en este caso, 
con los órganos jurisdiccionales) y la humanidad 
(vinculada a la persona como centro del desarro-
llo tecnológico). Estamos en un momento inédito 
para trazar el camino hacia donde queremos que 
la tecnología nos lleve como humanidad y, por ello, 
es conveniente incorporar valores universales que 
sean un puente para el ejercicio de derechos hu-
manos y libertades personales. Ahora mismo se 
están trazando los conceptos que servirán como 
base del desarrollo de Inteligencia Artificial para 
la humanidad. En enero de 2017, más de un cen-
tenar de expertos en Inteligencia Artificial (IA) de 
distintos lugares del globo se reunieron en Cali-
fornia (EE.UU.), bajo una premisa aparentemente 
sencilla: analizar e indexar de qué forma la IA es 
beneficiosa para el ser humano (Yankee, s/d).

Resulta evidente la necesidad de que los concep-
tos sean desarrollados no solo dentro del ámbito 
de las empresas de innovación tecnológica, sino 
con la participación activa de los Estados, los 
usuarios y los expertos. A manera de conclusión, 
se plantea la necesidad de incorporar conceptos 
como justicia, verdad y humanismo, pero también 
equidad, derechos humanos y dignidad humana, 
como sustento para el desarrollo de sistemas de 
IA en el PJF; entendiendo que garantizar el dere-
cho de acceso a la justicia, también garantiza, de 
forma transversal, derechos humanos como la sa-
lud, la vida, la vivienda, etc.

5.4 Principios y normas 
Como país miembro, México ha suscrito los princi-
pios de la OCDE sobre la Inteligencia Artificial (ver 
Sección B.3.3), construidos bajo el modelo multis-
takeholder, y cuyo contenido postula la necesidad 
de que el diseño e implementación de la IA sean 
llevados a cabo conforme a los derechos huma-
nos. Los principios contenidos en este instrumento 
internacional son:

1.	 La IA debe estar al servicio de las personas y 
del planeta, impulsando un crecimiento inclu-
sivo, el desarrollo sostenible y el bienestar.

2.	 Los sistemas de IA deben diseñarse de ma-
nera que respeten el Estado de derecho, los 
derechos humanos, los valores democráticos 
y la diversidad, e incorporar salvaguardias 
adecuadas –por ejemplo, permitiendo la 
intervención humana cuando sea necesario– 
con miras a garantizar una sociedad justa y 
equitativa.

3.	 Los sistemas de IA deben estar presididos 
por la transparencia y una divulgación res-
ponsable a fin de garantizar que las personas 
sepan cuando están interactuando con ellos 
y puedan oponerse a los resultados de esa 
interacción.

4.	 Los sistemas de IA han de funcionar con 
robustez, de manera fiable y segura duran-
te toda su vida útil, y los potenciales riesgos 
deberán evaluarse y gestionarse en todo 
momento.

5.	 Las organizaciones y las personas que desa-
rrollen, desplieguen o gestionen sistemas de 
IA deberán responder de su correcto funcio-
namiento en consonancia con los principios 
precedentes. (OCDE, 2019)
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De igual forma, dada la adherencia de México al 
Convenio 108 del Consejo de Europa, para el re-
conocimiento del derecho a la protección de datos 
personales como un derecho humano en el orden 
constitucional y la idea compartida de salvaguar-
dar el debido tratamiento de los datos personales 
en el entorno digital –de forma compatible con el 
marco general en la materia de la Unión Europea–, 
es necesario tomar como referente el modelo eu-
ropeo.

En ese sentido, además de los principios reconoci-
dos en el marco del derecho a la protección de da-
tos personales (licitud, finalidad, lealtad, consen-
timiento, calidad, proporcionalidad, información y 
responsabilidad)81, debe considerase en el ámbito 
específico de la impartición de justicia (Campuza-
no, 2019, p. 194), aunque sin un carácter vinculan-
te, la Carta Ética Europea sobre el uso de IA en los 
Sistemas Judiciales82, elaborada por la Comisión 
Europea para la Eficiencia de la Justicia (CEPEJ) 
del Consejo de Europa83.

Este instrumento internacional toma como base 
tanto los derechos fundamentales y libertades 
reconocidas en el Convenio Europeo para la Pro-
tección de los Derechos Humanos y de las Liber-

81/    Cfr. Artículo 16 de la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados y Artículo 6 de la 
Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los 
Particulares.

82/    Cfr. https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?u
ri=CELEX:52020XG1014(01)&from=EN

83/    El CEPEJ reúne a expertos de los 47 estados miembros del 
Consejo de Europa con el objetivo de mejorar la calidad y la eficien-
cia de los sistemas judiciales europeos y fortalecer la confianza de 
los usuarios de los tribunales en esos sistemas. 

tades Fundamentales (también llamado Convenio 
Europeo de Derechos Humanos), como el propio 
Convenio 108 en materia de protección de datos 
personales. Está dirigido a: empresas privadas 
(empresas de reciente creación que operan en el 
mercado de nuevas tecnologías aplicadas a servi-
cios legales y legaltechs); actores públicos a cargo 
del diseño y despliegue de herramientas y servi-
cios de Inteligencia Artificial en este campo; toma-
dores de decisiones públicos a cargo del marco le-
gislativo o regulatorio y del desarrollo, auditoría o 
uso de estas herramientas y servicios; y profesio-
nales legales (Biurrun, 2019, consulta realizada el 
11 de enero de 2019). Los principios reconocidos 
por la Carta Ética Europea sobre el uso de Inte-
ligencia Artificial en los sistemas judiciales com-
prenden los siguientes:

•	 Respeto a los derechos humanos: salvaguar-
da de los derechos humanos reconocidos en 
el Convenio Europeo de Derechos Humanos 
y el Convenio 108 del Consejo de Europa y 
garantía del derecho de no discriminación, 
debido a la capacidad de ciertos procesos y 
operaciones –en particular en asuntos pena-
les–, para revelar la discriminación existente 
al agregar o clasificar datos relacionados con 
personas o grupos de personas. 

•	 Principio de calidad y seguridad: debe ser 
posible procesar los datos mediante el apren-
dizaje automático sobre la base de originales 
certificados, y la integridad de estos datos 
debe garantizarse en todas las etapas del 
procesamiento. Se recomienda la creación de 
equipos multidisciplinarios, compuestos por 
jueces, investigadores en Ciencias Sociales 
e Informática, tanto en la fase de redacción 
como de dirección y aplicación de las solucio-
nes propuestas.
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•	 Principio de transparencia: garantizar la ac-
cesibilidad y comprensión de las técnicas de 
procesamiento de datos, así como la posibili-
dad de que las autoridades o expertos inde-
pendientes realicen auditorías externas.

•	 Principio “bajo el control del usuario”: reco-
nocer al usuario como un agente activo y a 
cargo de sus elecciones. Cada usuario debe 
ser informado, en un lenguaje claro y com-
prensible, de la naturaleza vinculante o no 
vinculante de las soluciones propuestas por 
los instrumentos de IA, las diversas opciones 
posibles y su derecho a la asesoría legal y al 
recurso ante un tribunal.

84/    Se trata de los sistemas expertos judiciales “Justiniano” y 
“Expertius”, referidos en la Sección D.

5.5 Métricas
No se encontraron, durante la investigación, pro-
yectos vigentes de Inteligencia Artificial aplicados 
al sistema judicial en el país. Por lo tanto, no se 
observó un mecanismo aplicado (ni una propues-
ta de aplicación) para evaluar el desempeño o re-
sultados de un proyecto basado en la Inteligencia 
Artificial. En este marco, solo se observaron dos 
proyectos de Inteligencia Artificial concluidos84 
que,  aunque no presentaron un mecanismo de 
evaluación, en la revisión documental manifiestan 
principios asociados. Además, en el proceso de 
entrevistas, algunos actores identificaron aspec-
tos clave a tener en cuenta en este asunto. 

El sistema  Expertius  fue un sistema especializa-
do en resoluciones jurídicas en materia de juicio 
especial de alimentos. Aunque la documentación 
consultada respecto a este sistema no hace ex-
plícitas sus métricas de desempeño, se identificó 

la enunciación de dos factores clave para su eva-
luación: primero, el grado de fidelidad con el que 
el sistema reproduce las sentencias emitidas por 
los jueces, con las cuales se alimentó el algoritmo. 
Esto se traduce al porcentaje de sentencias que el 
algoritmo emite en el mismo sentido que los jue-
ces. En segundo lugar, se menciona la necesidad 
de observar el desempeño del algoritmo en la de-
terminación del monto de la pensión alimenticia. 
El criterio de referencia es que la determinación de 
ese monto deberá ser equitativa con las condicio-
nes socio-económicas del justiciable. No se obser-
varon, sin embargo, métricas para operacionalizar 
la subjetividad del concepto de “equidad”. 

El sistema Justiniano fue un sistema especializado 
en procesar quejas ante la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, a efecto de dictaminar si la 
queja es competencia o no de la Comisión, clasi-
ficar los hechos violatorios presentados y el tipo 
de derecho humano presuntamente vulnerado. En 
ese contexto, se observó que los criterios de refe-
rencia del desempeño serían: (1) un proceso con-
fiable de valoración de pruebas de los quejosos; 
y (2) dictámenes confiables de las quejas presen-
tadas. Los documentos explicativos del software 
indican que la principal métrica para evaluar el 
desempeño de este sistema está vinculada con la 
elaboración de un mapa conceptual que vincule 
distintas modalidades de expresión de lenguaje 
natural85.

Finalmente, en un sentido más amplio, se recu-
peraron de las entrevistas algunos criterios para 
evaluar el desempeño y los resultados de un sis-
tema de Inteligencia Artificial: 

85/    Véase Cáceres (2007).
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•	 Descongestión. En México, el sistema judicial 
no tiene los recursos humanos suficientes 
para dar cauce a los procesos judiciales 
que se van acumulando con el tiempo. Los 
entrevistados manifestaron que uno de los 
grandes objetivos de la implementación de 
sistemas de Inteligencia Artificial es la auto-
matización de los procedimientos y las re-
soluciones jurídicas. Por lo tanto, los criterios 
de referencia para evaluar el desempeño de 
estos sistemas están asociados con la can-
tidad de casos resueltos, el tiempo promedio 
utilizado para los dictámenes o las resolucio-
nes jurídicas y la carga laboral promedio por 
cada caso. 

•	 Generar confianza en el usuario. Uno de los 
retos de los sistemas de Inteligencia Artificial 
es la aceptación entre los usuarios, tanto por 
parte de los funcionarios del sistema judicial 
como de los justiciables y otras partes involu-
cradas. Por lo tanto, la aceptación es un crite-
rio de resultados importante en la implemen-
tación de sistemas de Inteligencia Artificial 
(no solo de la mediación tecnológica en un 
proceso judicial, sino también de los resulta-
dos o dictámenes que estos sistemas emi-
ten). Asimismo, se considera la transparencia 
de estos procesos (por ej., la transparencia 
de los algoritmos y la explicabilidad de los 
resultados arrojados por un algoritmo) como 
un factor importante para generar confianza 
en el usuario. 

•	 Sesgos. finalmente, tanto los entrevistados 
como las conclusiones de la revisión 
documental coinciden en que el factor más 
importante del desempeño de los sistemas de 
Inteligencia Artificial es la posibilidad de miti-
gar (o controlar) los sesgos humanos inheren-
tes a la toma de decisiones en dictámenes y 
sentencias. Es decir, que se mitigue el sesgo 
humano del que aprenden los algoritmos para 
que no afecten sistemáticamente a ciertos 
grupos o perfiles de individuos. Por lo tanto, 
un sistema de métricas para evaluar estos 
sistemas debería incorporar medidas para 
identificar el tipo de sesgos referidos. 

5.6 Estructura de riesgos 
asociados a la IA

86/    V.gr. Seminario Internacional “Justicia Digital, Inteligencia 
Artificial y derechos humanos”, organizado por el Instituto de In-
vestigaciones Jurídicas de la UNAM y el Centro de Innovación para 
el Acceso a la Justicia, 2020.

A partir de la revisión documental, la realización 
de entrevistas con actores clave en el sector y la 
discusión en foros públicos86, se han podido iden-
tificar los siguientes principios aconsejables para 
evitar riesgos asociados a la implementación  de 
IA en el Poder Judicial: 

•	 Garantizar la efectiva incorporación de ele-
mentos éticos en el funcionamiento de IA, por 
ejemplo a través de auditorías sobre todo el 
modelo y no solo sobre el funcionamiento de 
los algoritmos.

•	 Prever los aspectos relacionados a la neutrali-
dad tecnológica, a fin de evitar que las corpo-
raciones desarrollen una cartera de clientes 
cautiva o que, por otro lado, obliguen a los 
usuarios a apegarse a una tecnología única 
como condición de acceso a la justicia. Por 
ejemplo, en el caso de Brasil, la incorporación 
de herramientas de IA para rastrear la proce-
dencia de recursos ilícitos ha privilegiado el 
código abierto.

•	 Aspirar a lograr la interoperabilidad de plata-
formas en materia de impartición de justicia; 
por ejemplo, entre aquellas alimentadas por el 
Poder Judicial Federal y las que están a cargo 
de las entidades federativas, permitiendo ga-
rantizar notificaciones electrónicas en tiempo 
real a Autoridades Responsables dentro del 
juicio de amparo.

•	 Desarrollar estrategias para la consolidación 
de las políticas de datos abiertos en el Poder 
Judicial, lo que permitiría un mejor aprovecha-
miento de la información e incluso búsquedas 
avanzadas, dentro de las instituciones, sobre 
materias específicas, precedentes y caracte-
rísticas de las resoluciones judiciales.
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•	 Privilegiar el desarrollo de sistemas de IA 
propios y, en caso de contratar el servicio a 
corporaciones, observar aspectos mínimos 
como la sujeción a la jurisdicción nacional en 
materia de datos personales.

•	 Hacer una distinción en las fases de imple-
mentación de un proyecto de justicia digital 
que, en una etapa avanzada, permitiría incor-
porar sistemas de IA casi de forma natural.

•	 Tener en cuenta aspectos relacionados a la 
brecha digital, como la accesibilidad a las TIC 
por parte de usuarios de servicios de justicia; 
y acompañar la implementación de proyectos 
de IA con la promoción del desarrollo de habi-
lidades y capacidades para el uso de tecnolo-
gía (educación digital).

•	 Garantizar que los sistemas de IA perma-
nezcan libres de sesgos que deriven en la 
vulneración de derechos humanos, como la 
discriminación. 

•	 Privilegiar la diversidad en la conformación de 
grupos de trabajo para el desarrollo e imple-
mentación de sistemas de IA. 

•	 Establecer un modelo estandarizado de audi-
torías y certificaciones en materia de IA.

•	 Recabar y procesar la información de forma 
adecuada, privilegiando su calidad.

•	 Generar confianza en los usuarios de servicios 
judiciales, a través de la transparencia en el 
funcionamiento de modelos de IA, la privaci-
dad por diseño y la responsabilidad demos-
trada.

•	 Desarrollar nuevas figuras jurídicas que pro-
tejan a la persona frente a decisiones auto-
matizadas que deriven en la vulneración de 
un derecho humano. Por ejemplo, el reconoci-
miento de un recurso de revisión que obligue 
la intervención humana si una decisión auto-
matizada afecta la dignidad.

•	 Asegurar que los modelos de IA aprendan y 
autocorrijan errores.

•	 Actualizar la legislación (tanto federal como 
estatal) referente a juicios en línea, aproba-
ción de acuerdos, resoluciones y sentencias 
con firma electrónica por parte de jueces o 
magistrados, para garantizar la privacidad y 
el uso correcto de los datos personales, y para 
establecer mecanismos alternos de media-
ción.

•	 Establecer mecanismos de colaboración entre 
el Poder Judicial Federal y los poderes judicia-
les de cada entidad federativa, a fin de que, 
de forma coordinada, se desarrollen estrate-
gias de IA aprendiendo de todas las experien-
cias. 

•	 Contar con una Agenda Digital Nacional ac-
tualizada a la realidad del país, una Agenda 
Nacional de Ciberseguridad y una Agenda 
Nacional de IA, cuya rectoría recaiga en ma-
nos del Estado. 

5.7 Responsabilidad y 
salvaguardas
La mayoría de los sistemas de IA que se utilizan 
en la actualidad comparten un aspecto central 
para la valoración de su responsabilidad: la má-
quina funciona y toma decisiones que deben ser 
supervisadas por las personas que la han dise-
ñado, programado o utilizado (Monterroso y Mu-
ñoz, 2019, p. 18). No obstante, la complejidad que 
representa determinar el régimen de responsabi-
lidades está vinculada, entre otras cosas, a iden-
tificar a los responsables que pueden ser deman-
dados, ya que en los sistemas de IA participan los 
desarrolladores o programadores, las corporacio-
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nes, los actores que contratan y/o supervisan su 
funcionamiento y el usuario final.

En este sentido, el Parlamento Europeo emitió, el 
16 de febrero de 2017, una Resolución con re-
comendaciones destinadas a la Comisión sobre 
Normas de Derecho Civil sobre Robótica, que deja 
ver que, en caso de decisiones autónomas toma-
das por sistemas de IA, las normas tradicionales 
no bastarán para generar responsabilidad jurídi-
ca por los daños ocasionados, ya que no permiti-
rían determinar la parte en la que han de hacerse 
cargo de la indemnización, ni exigir a dicha parte 
que repare el daño causado (Monterroso y Muñoz, 
2019, p. 20).

El desarrollo de sistemas de IA ha propiciado la 
preocupación por los riesgos que pudieran causar 
y el mecanismo de reparación de daños por el que 
se debería optar. Estamos, entonces, frente a un 
ámbito del Derecho aún no regulado, que exige un 
análisis riguroso. En ese sentido, existen dos pos-
turas que derivan de la discusión del régimen de 
responsabilidades:

•	 Ampliar las formas convencionales de res-
ponsabilidad de los seres humanos creadores 
o manipuladores de robots hacia un régimen 
de responsabilidad objetiva que se mitigara 
mediante nuevos modelos aseguradores.

•	 Imputar la responsabilidad por culpa, adop-
tando, por ej., mecanismos de inversión de 
la carga de la prueba (Monterroso y Muñoz, 
2019, p. 20).

Cabe destacar que las líneas previas tienen que 
ver con un ámbito de aplicación en los países 
miembros de la Unión Europea; en México, aún 
se carece de normas específicas sobre la res-
ponsabilidad de los sistemas de IA, lo que trae a 

discusión si el marco legal vigente en materia de 
derecho civil, en específico sobre responsabilida-
des, alcanza para proteger de forma efectiva a la 
persona frente a problemas derivados del uso de 
IA. En este sentido, en el caso de impartición de 
justicia a través de IA, podemos dividir en dos el 
régimen de responsabilidades: aquella que recae 
sobre el Estado mexicano y aquella en manos de 
las corporaciones que prestan servicios en la ma-
teria.

En este punto, al tratarse de un sistema de IA, que 
muchas veces se desarrolla en un espacio ubicuo, 
debe considerarse un régimen de responsabilida-
des tanto para la empresa como para el sector 
público que contrata los servicios o desarrolla sus 
propios proyectos de IA.

(a) Sector público: desde la perspectiva del régi-
men de responsabilidades administrativas para 
el sector público en México, se puede afirmar que 
este marco normativo es suficiente para sancionar 
cualquier conducta indebida que involucre el ejer-
cicio inadecuado de recursos públicos.

Actualmente, en México se cuenta con un Sistema 
Nacional Anticorrupción y con la Secretaría de la 
Función Pública que, a través de los Órganos de 
Control Interno, puede conocer del incumplimiento 
de normas a las que los servidores públicos están 
obligados, (por ejemplo, en materia de planea-
ción y ejercicio de recursos públicos). Sin embar-
go, existen otras figuras legales que pueden ser 
procedentes en casos particulares (por ejemplo, 
en filtración de bases de datos personales), lo que 
abriría una posible vía de responsabilidad penal 
del servidor público que haya cometido la conduc-
ta, o de responsabilidad patrimonial del Estado, 
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frente a la persona que se haya visto afectada por 
dicha conducta; incluso puede requerir reparación 
de daños en materia de derechos humanos por la 
vulneración que haya sufrido el titular de esos da-
tos.

Es decir, si bien no se advierte un procedimiento 
específico de responsabilidades en materia de IA 
aplicada en el sector público, la mayoría de nor-
mas vigentes permitirían sancionar a servidores 
públicos que incurran en omisiones respecto del 
marco normativo que prevé funciones, facultades 
y obligaciones. 

(b) Sector privado: no se debe perder de vista que 
existen responsabilidades que recaen sobre las 
corporaciones que desarrollan, comercializan o 
implementan servicios de IA. 

Aunque en casos particulares podría darse la si-
tuación de que fuera un desarrollador (trabajador 
de la corporación) quien incurra en una conducta 
que cause un daño en la prestación del servicio, la 
responsabilidad en términos legales frente a quien 
reclame el daño es de la corporación. Por esa ra-
zón, en estos casos se debe asegurar un contrato 
que regule la relación patrón-trabajador, con las 
debidas cláusulas de confidencialidad, y meca-
nismos que aseguren la supervisión de los traba-
jos en materia de IA (por ejemplo el desarrollo de 
algoritmos). Además, las corporaciones deberán 
asegurarse diversidad en la constitución de los 
grupos de trabajo, lo que permite reducir el riesgo 
de sesgos y el desarrollo de algoritmos que, final-
mente, discriminen. 

Los problemas que deriven de la prestación de un 
servicio de IA y que estén determinados como res-
ponsabilidad de la corporación a cargo del modelo 
seguirán las reglas del régimen de responsabili-
dades en materia civil. Como recomendación, se 
advierte la necesidad de hacer frente a esas res-
ponsabilidades a través de seguros.
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6. IA como oportunidad y riesgo 
para el sector judicial

•	  

•	 En México no existen desarrollos o aplicaciones vigentes de IA en los poderes 
judiciales Federal y estatales.

•	 La incoporación de la ética en el desarrollo y uso de los agentes inteligentes, 
debe situar a la dignidad humana en el centro y como eje rector para el uso de la 
IA en el sistema judicial.

•	 Existen salvaguardas necesarias para proteger el derecho a la privacidad y de 
datos personales en el uso de IA en el Poder Judicial como la privacidad por dise-
ño y la responsabilidad demostrada. 

En esta sección se identifican los desafíos clave del sistema judicial en México que 
podrían resolverse a través de modelos de IA, a fin de lograr una justicia oportuna, 
accesible y, por ende, que fortalezca la confianza depositada en las instituciones de 
impartición de justicia en el país. Por otro lado, en este apartado se analiza si existe al-
guna iniciativa vigente de IA en los poderes judiciales a nivel federal y estatal.También 
se analiza aplicabilidad de distintos esquemas de inteligencia artificial, en términos de 
su propósito o uso en el sector judicial. Así mismo, se identifican los riesgos asociados 
al uso de IA en el Poder Judicial, con el objeto de identificar los puntos vulnerables 
del uso de agentes inteligentes y, con ello, fortalecer un esquema de salvaguardas 
efectivo. Finalmente, se desarrollan algunos elementos necesarios para fortalecer la 
rendición de cuentas, tales como la transparencia, las certificaciones y los modelos de 
auditoría externos integrales.
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6.1 Sentido de urgencia
Entre los diversos desafíos que se imponen al sis-
tema judicial mexicano, se identificaron tres as-
pectos principales que podrían ser enfrentados por 
la Inteligencia Artificial: (1) el congestionamiento 
de casos judiciales por atender; (2) el rezago en la 
impartición de justicia y las barreras de acceso a 
esta para algunas poblaciones; y (3) el declive en 
la confianza ciudadana en el sistema de justicia. 
En los siguientes párrafos, se detallan estas nece-
sidades urgentes y la forma en que la Inteligencia 
Artificial puede contribuir a resolverlas.

 Con respecto al congestionamiento de casos ju-
diciales por atender, en México hay un creciente 
desbalance entre la cantidad de casos judiciales 
que se abren y la cantidad de casos que obtie-
nen resolución. A pesar de que cada vez hay más 
casos por atender, los poderes judiciales, debido 
principalmente a restricciones de austeridad pre-
supuestaria, no han logrado aumentar sus capaci-
dades al ritmo en que han crecido las necesidades 
de impartición de justicia.

 Tanto los sistemas de justicia digital como los de 
Inteligencia Artificial son instrumentos clave para 
hacer más eficientes los procesos judiciales. Los 
sistemas de justicia digital permiten superar las 
barreras de tiempo, distancia y lenguaje, que has-
ta ahora habían devenido en obstáculos insalva-
bles para la universalización de la justicia (por ej., 
en los ámbitos de las controversias trasnaciona-
les y de los consumidores) (Vilalta Nicuesa apud 
Valvuena González, 2015). Además, es preciso re-
conocer que, en el proceso y en el dictado de las 

sentencias, los operadores judiciales incurren en 
automatismos, pues el volumen de asuntos per-
mite que, de manera inconsciente, establezcan 
similitudes entre expedientes por analogía o pa-
ralelismo, al punto de simplificar peligrosamente 
la solución de controversias a partir de la identifi-
cación de unos cuantos elementos que aparezcan 
como constantes en asuntos de la misma materia 
o especialización (Campuzano, 2019, p. 162). Un 
sistema de consulta digitalizado permitiría a los 
jueces buscar, entre todas las sentencias que se 
han dictado –no solo aquellas con similitud temá-
tica–, elementos muy particulares que no forman 
parte del tema general pero ayudarían al juez te-
ner una mejor apreciación sobre una cuestión es-
pecífica.

 Por otro lado, los sistemas de Inteligencia Artificial 
tienen el potencial de automatizar resoluciones ju-
diciales, particularmente en juicios que tienen una 
alta homogeneidad en los procesos de valoración 
de pruebas y en la toma de decisiones. Muchos de 
estos juicios representan un gran volumen de ca-
sos para el sistema judicial y, por lo tanto, una car-
ga laboral muy grande. Por lo tanto, la adopción 
de sistemas de Inteligencia Artificial permitiría 
eficientar y agilizar la impartición de justicia (por 
ejemplo, en las resoluciones de controversias).

Otra deuda pendiente del sistema judicial mexica-
no con sus ciudadanos es el rezago en la impar-
tición de justicia y las barreras de acceso a esta 
para algunas poblaciones. En muchos casos, el 
sistema judicial no es capaz de impartir una justi-
cia oportuna y accesible para todos los mexicanos, 
debido a la burocratización de algunos procesos 
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judiciales, pero también a barreras como el tiem-
po, el espacio o incluso los costos de traslado que 
pueden suponer atender las diligencias judiciales. 
Los sistemas de Inteligencia Artificial resultan per-
tinentes para procurar una justicia oportuna por 
su capacidad de automatizar algunos procesos 
de gestión interna y algunas decisiones judiciales, 
interactuar —con el fin de guiar o asesorar— con 
los justiciables e incluso redactar las sentencias. 
Estas tres capacidades, en conjunto, constituyen 
la posibilidad de ofrecer servicios judiciales más 
ágiles, a menor costo para los justiciables, e inclu-
so más completos, con servicios automatizados 
de asesoría y revisión de documentos. En el caso 
particular del dictado de las sentencias, los siste-
mas de Inteligencia Artificial tienen el potencial de 
eliminar el error humano en sentencias altamen-
te estructuradas en las que, como ya señalamos, 
los operadores judiciales incurren en automatis-
mos, pues el volumen de asuntos permite que, 
de manera inconsciente, establezcan similitudes 
entre expedientes por analogía o paralelismo, al 
punto de simplificar peligrosamente la solución de 
controversias a partir de la identificación de unos 
cuantos elementos que aparezcan como constan-
tes en asuntos de la misma materia o especializa-
ción (Campuzano, 2019, p. 162).

No obstante, cuando hablamos de justicia oportu-
na y accesible, no se puede obviar la necesidad de 
diversificar las formas en las que el Estado acerca 
la justicia a la población, teniendo en cuenta la ac-
cesibilidad, la brecha digital que existe en México, 
e incluso la falta de habilidades y educación en 
TIC. Es decir que, al menos en este caso, no podría 
pensarse en una sola estrategia para acercar la 
justicia y condicionarla a poseer los medios y ha-
bilidades tecnológicas.

Finalmente, debido a múltiples causas, el sistema 
judicial mexicano enfrenta un declive de la con-
fianza ciudadana en las instituciones del poder ju-
dicial. En este sentido, los sistemas de Inteligencia 
Artificial tienen ciertas características que podrían 
contribuir a mejorar la forma en que los poderes 
judiciales interactúan con los ciudadanos. Por un 
lado, los sistemas de Inteligencia Artificial —con 
la salvedad de los datos con los que son entre-
nados— sacan el factor humano de la ecuación 
durante los procesos judiciales. Esto puede contri-
buir a mitigar, en algunos casos, las percepciones 
—y posiblemente también algunas intenciones— 
de favoritismos, corrupción u otras deficiencias 
del sistema. Por otro lado, el uso de sistemas de 
Inteligencia Artificial para la interacción con hu-
manos permitiría a los sistemas de justicia pro-
veer agentes automatizados especializados en 
presentación de demandas y diligencias jurídicas, 
que sean capaces de informar, asesorar y validar 
a los justiciables en la formulación de sus deman-
das, pruebas, etc. durante todas las etapas del 
procedimiento jurídico. En la medida en que es-
tos sistemas provean información y guía valiosas 
para los justiciables, así como un servicio ágil y un 
trato decoroso, pueden contribuir a aumentar los 
niveles de confianza y satisfacción ciudadana con 
el sistema judicial mexicano.

Es importante, sin embargo, señalar que las opor-
tunidades de construcción de confianza dependen 
también de los esfuerzos en el desarrollo de siste-
mas de IA que generen confianza por sí mismos, 
procurando particularmente que las decisiones 
automatizadas sean capaces de explicar el razo-
namiento jurídico que guía sus determinaciones y 
que las personas tengan recursos legales frente a 
los errores inherentes a su funcionamiento.
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6.2 Relevancia, adecuación, 
exactitud
No se encontraron desarrollos o aplicaciones vi-
gentes de Inteligencia Artificial en los poderes ju-
diciales federales y estatales en México, por lo que 
no existen elementos que someter a evaluación. 
Sin embargo, como se ha mencionado en seccio-
nes anteriores, hubo dos desarrollos de Inteligen-
cia Artificial (Justiniano y Expertius) sobre los que 
se puede emitir una evaluación.

Sobre la base de los objetivos y de las necesidades 
actuales y urgentes del aparato judicial en México, 
se considera que el sistema Justiniano no es rele-
vante ni exacto, aunque sí adecuado. No es rele-
vante porque no contribuye a resolver ninguna de 
las necesidades planteadas en la Sección F.1, sino 
que busca, principalmente, automatizar el proce-
so de recepción de quejas. Aunque este proceso 
se agiliza con la implementación del sistema, eso 
no agiliza los procesos de investigación y dicta-
men de la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos, generando un problema de cuello de botella. 
Asimismo, se considera que el sistema Justiniano 
no es exacto comparado con nuevas arquitectu-
ras algorítmicas, porque utiliza una arquitectura 
basada en la semántica de palabras. Los nuevos 
desarrollos algorítmicos para el procesamiento 
computacional del lenguaje y del discurso (véase 
Sección F.3) han superado considerablemente el 
desempeño de las arquitecturas basadas en dic-
cionarios o bolsas de palabras.

Respecto al sistema Expertius, que busca auto-
matizar las resoluciones en materia de juicio de 
alimentos, se considera que es relevante, adecua-
do y exacto. Es relevante porque su objetivo prin-
cipal es automatizar un tipo de juicios con un alto 
volumen de casos anuales y un alto grado de es-

tructuración y de homogeneidad en el proceso de 
valoración de las pruebas y las resoluciones. Por lo 
tanto, este sistema contribuye a disminuir la con-
gestión de casos y el rezago en el sistema judicial. 
Además, se considera que el sistema es adecuado 
y exacto porque está basado en una arquitectura 
algorítmica de aprendizaje profundo, que (como 
se discutirá en la Sección F.3) representa el mejor 
desempeño posible en los procesos de evaluación 
de conjuntos de datos (es decir, pruebas) no es-
tructurados. Además, los desarrolladores de este 
sistema mostraron que tuvo un buen desempe-
ño para adaptarse a los modelos mentales de los 
jueces, a partir de cuyas decisiones se alimenta el 
algoritmo.

6.3 Aplicabilidad
La aplicabilidad de distintos esquemas de Inteli-
gencia Artificial varía dependiendo del propósito 
de uso en el sector judicial. Como se describió en 
la sección F.1, los principales propósitos son: miti-
gar el rezago y la congestión del sistema judicial, 
generar confianza en el ciudadano y mitigar los 
sesgos.

La primera oportunidad importante para el sis-
tema judicial es el Procesamiento de Lenguaje 
Natural (PLN), un tipo de sistemas de inteligencia 
capaz de leer y escuchar mensajes en el lenguaje 
natural de las personas, procesarlos y emitir una 
respuesta, también en lenguaje natural. Esta tec-
nología es fundamental para mejorar la calidad de 
los servicios jurídicos hacia los ciudadanos, ya que 
se podrían utilizar los chatbots como herramien-
tas para interactuar y guiar en la formulación de 
quejas o demandas, o en otras etapas de la im-
partición de justicia que requieran una interacción 
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entre los justiciables y los agentes especializados 
del sistema de justicia. Este tipo de aplicaciones 
contribuiría a reducir la presentación incompleta o 
deficiente de demandas y mejoraría la capacidad 
de las agencias para atender a los justiciables.

La arquitectura del PLN también puede proveer 
soluciones para disminuir el rezago y la conges-
tión en otras funciones. Por ejemplo, algoritmos 
como el GPT-3 son capaces de redactar automá-
ticamente reportes especializados, a partir de in-
formación básica sobre un caso (hay evidencias 
de casos exitosos, por ejemplo, en reportes finan-
cieros y en redacción de notas periodísticas). En 
las entrevistas, se recuperó la opinión de diversos 
expertos que reconocen que hay cierto tipo de jui-
cios muy voluminosos (en términos del número de 
casos por año), pero al mismo tiempo, muy estruc-
turados. Es decir que tanto los criterios de decisión 
para las resoluciones como la estructura formal de 
los dictámenes varían muy poco. En ese sentido, 
los algoritmos para la redacción de documentos 
especializados representan un área de oportuni-
dad para reducir la congestión laboral. De acuerdo 
con algunos entrevistados, los algoritmos también 
se constituyen como una oportunidad en la eli-
minación de errores humanos en estos dictáme-
nes, tales como errores tipográficos en el nombre 
de los sujetos o información equivocada sobre su 
identidad. 

Finalmente, en los casos de resoluciones judicia-
les basadas en Inteligencia Artificial —y su con-
secuente potencial sesgo— la arquitectura de In-
teligencia Artificial explicable (conocida como XIA) 
contribuye a resolver la ausencia de explicabilidad 
y de transparencia, característica del aprendiza-
je profundo. Esta arquitectura, sin embargo, sigue 
siendo una propuesta en desarrollo; por eso, la 

que actualmente podría mostrar un mejor desem-
peño es la de aprendizaje profundo, que contribu-
ye a desarrollar sistemas de analítica predictiva 
para la toma de decisiones. Tomando en conside-
ración, por ejemplo, las características del sistema 
de estadística judicial SISE, se considera que esta 
arquitectura podría capitalizar mejor la riqueza y 
la complejidad de la información actualmente dis-
ponible.

6.4 Salvaguardas y rendición 
de cuentas
Para hablar de salvaguardas, es necesario identi-
ficar los riesgos asociados al uso de IA en el Poder 
Judicial, a fin de establecer, para evitarlos, los pun-
tos vulnerables del uso de agentes inteligentes. 

Como se ha mencionado en líneas previas (Sec-
ción E.6), los riesgos asociados al uso de IA en el 
Poder Judicial se centran en la no observancia de 
elementos como la ética; la neutralidad tecnoló-
gica; la interoperabilidad; los datos abiertos; la 
jurisdicción nacional y la competencia de autori-
dades locales; la brecha digital y la accesibilidad; 
la diversidad en la conformación de grupos de 
desarrolladores; la incorporación de esquemas de 
auditorías y certificaciones; la calidad de la infor-
mación; las nuevas figuras legales de protección 
de la persona frente a decisiones automatizadas; 
la confianza de los usuarios, etc.

En este sentido, el primer paso relevante, como 
medida de salvaguarda, es reconocer la necesi-
dad de incorporar aspectos éticos al uso de los 
agentes inteligentes, situando a la dignidad hu-
mana en el centro y como eje rector para el uso 
de tecnología; es decir, pensar cada vez más en la 
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técnica para el hombre y no en el hombre para la 
técnica.

Existen otros elementos importantes que consti-
tuyen salvaguardas para proteger el derecho a la 
privacidad y de datos personales en el uso de IA, 
como la utilización de esquemas de privacidad por 
diseño y por defecto, y la evaluación de impacto 
cuando estamos frente a agentes inteligentes que 
llevan a cabo tratamientos relevantes e intensivos 
de datos personales87. En la misma línea, relacio-
nada con la protección de datos personales, la 
responsabilidad demostrada es un principio según 
el cual una entidad que recoge y hace tratamien-
to de datos personales debe ser responsable del 
cumplimiento efectivo de las medidas que imple-
menten principios de privacidad y protección de 
datos88. 

La incorporación de principios que rigen el uso de 
IA constituye una buena práctica que permite ate-
nuar los posibles impactos negativos que pudieran 
suscitarse. A tal efecto, por mencionar algunos 
ejemplos, se encuentran los Principios sobre IA de 
la OCDE y la Carta Ética Europea sobre el uso de 

87/    En términos del artículo 120 de los Lineamientos Generales 
de Protección de Datos Personales para el Sector Público, para 
que se considere un tratamiento intensivo o relevante de datos 
personales, deberá concurrir cada una de las siguientes condicio-
nes: (a) valor potencial, cuantitativo o cualitativo, de los datos para 
una tercera persona no autorizada para su posesión; categorías de 
titulares; volumen total de datos personales tratados; posibilidad 
de cruzamiento de datos con múltiples plataformas, entre otras; (b) 
datos personales sensibles; y (c) transferencias de datos person-
ales dentro o fuera del territorio mexicano.

88/    En septiembre de 2013, la OCDE publicó las Guías sobre Pro-
tección de la Privacidad y Flujos Transfronterizos de información, 
que recogen el principio fundamental de la responsabilidad dem-
ostrada (accountability). Véase: Guía para la implementación del 
Principio de Responsabilidad Demostrada de la Superintendencia 
de Industria y Comercio de Colombia. Disponible en: https://www.
sic.gov.co/sites/default/files/files/Publicaciones/Guia-Accountability.
pdf

IA en los Sistemas Judiciales, documento desarro-
llado por la Comisión Europea para la Eficiencia de 
la Justicia del Consejo de Europa.

Las medidas de seguridad de índole físico, técnico 
y administrativo también pueden ser mecanismos 
de protección de la persona frente a las decisiones 
automatizadas y disminuyen el riesgo de vulne-
ración de los derechos humanos, particularmente 
aquellos relacionados con la privacidad, la protec-
ción de datos personales y la no discriminación.

Otra salvaguarda se centra en la necesidad de que 
los marcos legales domésticos reconozcan nuevos 
mecanismos de protección frente a afectaciones 
que pudiera tener una persona por el uso de IA 
en el Poder Judicial; por ejemplo el reconocimiento, 
como derecho, de la negativa a someterse a deci-
siones automatizadas, o el reconocimiento de un 
derecho de reclamación frente a la afectación de 
algún derecho humano derivada del uso de IA en 
la impartición de justicia. 

Asimismo, la transparencia en el funcionamiento 
de los modelos de IA también es un mecanismo de 
protección y de rendición de cuentas, ya que al co-
nocerse la forma en la que funciona, por ejemplo, 
un algoritmo, se puede detectar un defecto en su 
forma de operar y corregirse. Por otro lado, las cer-
tificaciones de modelos de IA permitirían estanda-
rizar los requerimientos óptimos de los modelos 
e impulsaría que los diversos sectores buscaran 
alcanzarlos.

Resultarán necesarios los modelos de auditoría 
integrales, que evalúen el funcionamiento integral 
del modelo de IA y no solo se centren, por ejem-
plo, en evaluar el algoritmo; es decir, las auditorías 
deben observar no solo el funcionamiento sino el 
impacto que trae consigo la técnica. Como se ha 
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dicho anteriormente, la mayoría de sistemas de 
IA que se utilizan en la actualidad comparten un 
aspecto central para la valoración de su respon-
sabilidad: la máquina funciona y toma decisiones 
que deben ser supervisadas por las personas que 
la han diseñado, programado o utilizado (Monte-
rroso y Muñoz, 2019, p. 18).

Una orientación para identificar los criterios de 
responsabilidad que deben adoptarse en el uso de 
IA en el Poder Judicial es el propio principio de res-
ponsabilidad recogido en los documentos orien-
tadores en la materia. Por ejemplo, los principios 
sobre IA de la OCDE reconocen que los actores de 
la IA deben ser responsables del correcto funcio-
namiento de los sistemas y del respeto de los prin-
cipios, en términos de sus funciones, considerando 
el contexto, y de forma coherente con el estado de 
la técnica. En este sentido, la Recomendación so-
bre Inteligencia Artificial (IA) de la OCDE (la prime-
ra norma intergubernamental sobre IA, adoptada 
por el Consejo de la OCDE a escala ministerial, el 
22 de mayo de 2019) identifica cinco principios 
basados ​​en valores para la administración res-
ponsable de una IA confiable: dentro de ellos, se 
encuentra la responsabilidad.

6.5 Reflexión sobre el rol de la IA 
en la justicia
La integración de un sistema de Inteligencia Artifi-
cial aplicada a la práctica judicial y a la impartición 
de justicia aún no existe en México, pero sí existen 
procesos de digitalización y utilización de diversas 
herramientas para el procesamiento de informa-
ción y de autenticación. En este sentido, el Poder 
Judicial de la Federación ha publicado disposicio-
nes generales relacionadas con el uso de las tec-

nologías y ha emitido acuerdos importantes en 
materia de expedientes electrónicos y usos de la 
firma electrónica certificada, con el objeto de po-
ner en práctica el empleo de medios electrónicos 
para presentar demandas; enviar promociones y 
documentos; recibir comunicaciones, notificacio-
nes y documentos oficiales; y consultar acuerdos, 
resoluciones y sentencias relacionadas con los 
asuntos de competencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, el Tribunal Electoral, los Tri-
bunales de Circuito y los Juzgados. 

El desarrollo de tecnología enfocado a diseñar 
esquemas de Inteligencia Artificial en el Poder 
Judicial deberá encaminarse a generar una me-
jora sustantiva en la gestión y reorganización de 
procesos, deberá ser capaz de procesar y resolver 
un mayor número de asuntos, disminuir las car-
gas laborales, reducir costos, y agilizar los tiem-
pos de respuesta, tanto en las distintas instancias 
procesales como en la emisión y cumplimiento de 
la sentencia. Además, deberá incluir el acceso, el 
procedimiento y el seguimiento de los acuerdos 
alcanzados a través de los mecanismos alternos 
de solución de controversias como son la media-
ción y la conciliación, ya que en algunas materias 
del sistema jurídico mexicano (laboral, penal, mer-
cantil, civil) constituyen una instancia previa para 
acceder al juez. De esta forma se asegurará que, 
en el caso de que las partes en conflicto no logren 
llegar un acuerdo, se puedan integrar al proceso 
judicial.

En síntesis, los sistemas de seguridad de las pla-
taformas y el resguardo y protección de la infor-
mación confidencial deberán contar con sistemas 
de seguridad de alto estándar y planes de actua-
ción para enfrentar vulneraciones, con el objetivo 
de generar confianza y optimizar su uso.  
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Es importante mencionar, también, que se obser-
va, en general, cierta resistencia al cambio respec-
to al uso de la tecnología y cierto temor a que la In-
teligencia Artificial  pueda sustituir la labor de 
los jueces y de los funcionarios judiciales. La ma-
yor resistencia se da en la realización de actos 
directamente vinculados con las decisiones judi-
ciales. En este sentido, es fundamental establecer 
un diálogo con abogados, jueces e integrantes del 
poder judicial de otros países, para compartir ex-
periencias a escala internacional. 

El uso de la Inteligencia Artificial en la práctica ju-
dicial debe ser un factor que promueva la inclusión 
para hacer efectivo el derecho de acceso a la jus-
ticia a todas las personas y para que los tribuna-
les emitan sus resoluciones de manera expedita, 
pronta e imparcial, tal como lo establece el artículo 
17, segundo párrafo, de la Constitución mexicana. 
Es decir, los sistemas de IA deben estar diseña-
dos para proteger y garantizar los derechos hu-
manos y democratizar la justicia, no solo a través 
de la reducción de costos, sino también a través 
del diseño de sistemas de autogestión para al-
gunos juicios que presentan fácil resolución. Para 
ello, es indispensable dar continuidad y prioridad 
a las políticas nacionales para el despliegue de 
infraestructura, a fin de garantizar el acceso uni-
versal a las tecnologías de la información y comu-
nicación, así como a los servicios de radiodifusión 
y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha 
e Internet (tal como se prevé en el artículo 6° de 
la Norma Fundamental), junto con los programas 
de alfabetización y educación tecnológica para los 
operadores del poder judicial y los usuarios. 

En el contexto global de la pandemia originada por 
el virus COVID-19, se puso de manifiesto la nece-
sidad de impulsar juicios en línea para desarrollar 

un modelo integral de justicia digital. Sin embargo, 
la falta de acceso a la justicia y el rezago en los 
tribunales ponen en riesgo el estado de derecho. 
Hoy más que nunca es necesaria la participación 
y el diálogo coordinado de las universidades, es-
cuelas de Derecho, abogacía, empresas desarro-
lladoras de tecnología y el sector social en general 
con los poderes ejecutivo, legislativo y judicial, a 
través de seminarios, programas de radio, televi-
sión, conferencias y cooperación institucional, a fin 
de poner en la agenda pública la importancia y los 
beneficios que conllevaría el desarrollo y la incor-
poración de la Inteligencia Artificial al sistema ju-
dicial, desde una perspectiva que sitúe a la perso-
na en el centro de su desarrollo e implementación.
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7.  Conclusiones generales
  

•	 En el mapeo general de indicadores se observó que, en la mayoría de los casos, 
México se encuentra cerca del promedio mundial. A escala regional, México no 
suele estar en los primeros lugares. 

•	 México sobresale en los dos indicadores directamente relacionados con datos: 
el Open Data Barometer y el Global Open Data Index, ocupando el 11avo y 6to 
lugar global, respectivamente. Esto puede explicarse, en buena medida, a partir 
de los esfuerzos institucionales en este rubro. México es parte de los países fun-
dadores del Open Government Partnership e impulsó decididamente el desarro-
llo de datos abiertos en el país mediante la Estrategia Digital Nacional.  

•	 México puntúa bajo en dimensiones como “infraestructura”, “sector tecnológico” 
y “capital humano.” En este sentido, se observó un menor liderazgo en la gober-
nanza de la infraestructura global de telecomunicaciones. Si bien desde 2012 
se cuenta con un plan nacional para el despliegue de banda ancha, este no ha 
rendido los frutos esperados en términos de inversión pública y privada para 
cubrir las necesidades del país (tanto respecto a la inclusión digital como al 
sistema de Internet de banda ancha). En cuanto al desarrollo de “capital huma-
no”, si bien existen clústeres económicos en el país donde el capital humano es 
alto, a escala nacional el capital humano es menor que en los países líderes en 
los indicadores analizados. Esto es particularmente visible en el bajo número 
de matriculaciones en estudios terciarios (bachillerato y licenciatura) en el ICT 
Development Index de 2017.

•	 Se observaron desarrollos relevantes en la digitalización de los sistemas judi-
ciales, con variaciones importantes entre los distintos poderes judiciales estata-
les. En el estudio de la CONAMER (2019), se evidenció que los poderes judicia-
les menos avanzados en la materia no contaban con herramientas informáticas 
relevantes para la digitalización de los servicios judiciales. Los poderes judicia-
les más adelantados, por su parte, se han enfocado principalmente en proveer 
servicios que puedan ser llevados a cabo en forma remota, particularmente 
Tribunales Virtuales y Audiencias en Línea. 
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•	 Se observó, incluso en los casos más avanza-
dos, una ausencia de sistemas informáticos 
para la producción, almacenamiento y proce-
samiento de datos relevantes para la toma de 
decisiones en la impartición de justicia. Excep-
to el caso del Sistema Integral de Seguimiento 
de Expediente (SISE) del Poder Judicial Fede-
ral, la funcionalidad de los sistemas de ges-
tión de expedientes electrónicos se limita a la 
captura y consulta de documentos digitales. 

•	  Aunque la digitalización de los servicios 
judiciales no incide directamente en la aplica-
bilidad de sistemas de Inteligencia Artificial, sí 
representa una infraestructura fundamental 
para potenciar su futura incorporación. Entre 
los sistemas de justicia digital revisados, se 
considera que el expediente electrónico, la 
firma digital, el sistema de estadística judicial 
y la interoperabilidad de los sistemas son 
componentes fundamentales para la posterior 
implementación de sistemas de Inteligencia 
Artificial. 

•	 La firma digital representa, en buena medida, 
el sustento legal para la informatización de la 
impartición de justicia, particularmente en el 
uso de Tribunales o Juzgados Virtuales. Esto 
incide en la posibilidad de producir y procesar 
expedientes cien por ciento digitales, o expe-
dientes electrónicos. Por su parte, para el óp-
timo uso de sistemas de Inteligencia Artificial, 
es fundamental contar con un sistema —y 
una unidad administrativa— de estadística 
judicial, encargado de producir y procesar los 
metadatos de los expedientes electrónicos y 
documentos afines para su aprovechamiento 
en sistemas expertos judiciales. 

•	 Consideramos que el SISE del PJF (y su res-
pectivo sistema estadístico judicial) es una 
buena práctica que podría ser adoptada en el 
resto de los poderes estatales. Un corpus de 
expedientes electrónicos y documentos afines 
podrían ser potenciados con el intercambio de 
información complementaria (por ej., infor-
mación sociodemográfica de los justiciables) 
entre departamentos dentro del mismo poder 
judicial o con departamentos del poder eje-
cutivo. Es tarea de las unidades responsables 
construir mecanismos de gobernanza de da-
tos en colaboración con otras entidades para 
hacer los datos accesibles e interoperables. 

•	 No existe un modelo homogéneo de Poder 
Judicial común en el país, por lo que se advier-
ten dos problemas: la necesidad de centrali-
zación de la justicia y la forma variable en la 
que cada entidad federativa ha optado por 
resolver sus demandas para la administración 
de justicia. Esta situación impacta en la apli-
cación de proyectos de IA en términos de la 
composición de los poderes judiciales de cada 
entidad federativa, ya que hay asimetrías 
importantes en el desarrollo tecnológico y, por 
ende, en el desarrollo de la justicia en línea. 

•	 Uno de los desafíos visibles es la necesidad 
de que los operadores jurídicos sean forma-
dos en áreas especializadas como la gestión 
de datos judiciales, que resulta compleja 
porque incluye la interpretación de diversas 
normas, incluso de índole internacional. 

•	 Se advierte la necesidad urgente de contar 
con un instrumento orientador que establezca 
las directrices para el desarrollo de una políti-
ca digital que promueva e incentive la inves-
tigación y el uso de la Inteligencia Artificial en 
los sistemas de impartición de justicia.
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•	  No se advierte la existencia de mecanismos 
de consulta que estén desarrollando una 
agenda sobre la utilización de IA en el Poder 
Judicial. 

•	 No existen mecanismos que privilegien el 
modelo multistakeholder e incluyan visiones 
diversas de actores esenciales en el proceso 
de innovación para la elaboración de estra-
tegias. El Estado ha optado por una visión 
unilateral de políticas públicas concretas des-
de una óptica social, que pretende resolver 
problemas específicos y centralizados sobre 
temas que requieren una perspectiva general 
y la coordinación de diversos actores. 

•	 No hay un plan de política pública nacional 
que oriente a los actores del ecosistema digi-
tal, incluido el Poder Judicial Federal, para un 
plan de acción. 

•	 No hay un plan de reorganización en el inte-
rior del Poder Judicial Federal que supondría 
la justicia digital (por ejemplo, en los sistemas 
de autenticación, de recepción de la demanda 
o incluso del desahogo de pruebas). 

•	 Existe la necesidad no solo de incorporar 
conceptos como justicia, verdad y humanis-
mo, sino también conceptos como equidad, 
derechos humanos y dignidad humana en 
el desarrollo de sistemas de IA en el Poder 
Judicial Federal; con el objetivo de garantizar 
el derecho de acceso a la justicia y derechos 
humanos transversales como la salud, la vida, 
la vivienda, etc. 

•	 No se cuenta con un marco legal específi-
co para las responsabilidades derivadas de 
sistemas de IA. No obstante, de optarse por 
utilizar las normas vigentes, las responsabi-
lidades administrativas (en el caso del sector 
público) y civiles (en el caso del sector privado) 
permitirían hacer frente, de forma general, a 
los daños que pudieran ocasionar los siste-
mas de IA a las personas. 

•	 Uno de los problemas que se advierte es la 
falta de especialización de los operadores 
jurídicos, especialmente jueces y autoridades 
competentes, para determinar el grado de 
responsabilidad derivada de una afectación 
por el uso de sistemas de IA. 

•	 Se advierte la necesidad de configurar nue-
vos recursos legales frente a la afectación de 
derechos humanos derivada de la toma de 
decisiones automatizadas por sistemas inteli-
gentes. 

•	 Actualmente, los poderes judiciales de Nue-
vo León, Tamaulipas y Estado de México 
están entrando en una etapa de informati-
zación de los servicios judiciales, en la que 
los documentos y la información no son solo 
un respaldo digital de un proceso analógico 
(por ejemplo, en imágenes de texto no 
computables), sino un sistema con procesos 
digitalizados que permite obtener información 
capitalizable por los sistemas de Inteligencia 
Artificial. El SISE, por ejemplo, maneja infor-
mación en texto computable sobre las carac-
terísticas y los resultados de las sentencias. 
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http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5226005&fecha=21/12/2011
https://www.boe.es/doue/2016/119/L00001-00088.pdf
https://www.boe.es/doue/2016/119/L00001-00088.pdf
https://www.boe.es/doue/2016/119/L00001-00088.pdf
https://www2.scjn.gob.mx/asuntosrelevantes/pagina/seguimientoasuntosrelevantespub.aspx?id=129659&seguimientoid=556#:~:text=SE%20UBICAN%20JER%C3%81RQUICAMENTE%20POR%20ENCIMA,por%20debajo%20de%20la%20Constituci%C3%B3n
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2008935
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2008935
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2008935
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Disposiciones administrativas generales del PJF
Acuerdo del Comité Especializado de Ministros relativo a la sustanciación de recursos de 
revisión que interponen en contra del trámite de solicitudes de acceso a la información pública, 
en posesión de la SCJN, de 23 de mayo de 2016.

Acuerdo General conjunto número 1/2001 del veintisiete de agosto de dos mil uno, del Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que establece lineamientos para el flujo documental, depuración y digitalización del acervo 
archivístico de los juzgados de distrito, tribunales unitarios de circuito y tribunales colegiados 
de circuito.

Acuerdo General conjunto número 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la Judicatura Federal, 
relativo a la firma electrónica certificada del poder judicial de la federación (FIREL) y al expedi-
ente electrónico, aprobado el 8 de julio de 2013.

Acuerdo General conjunto número 1/2014, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del 
Consejo de la Judicatura Federal, por el que se regula la integración de los expedientes impreso 
y electrónico, y el acceso a este, así como las notificaciones por vía electrónica, mediante el 
uso de la firel, a través del sistema electrónico del poder judicial de la federación previsto en el 
artículo 3º de la ley de amparo, aprobado el 18 de septiembre de 2014.

Acuerdo General conjunto 1/2015 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo 
de la Judicatura Federal, que regula los servicios tecnológicos relativos a la tramitación elec-
trónica del juicio de amparo, las comunicaciones oficiales y los procesos de oralidad penal en 
los centros de justicia penal federal, aprobado el 1º de diciembre de 2015. 

Acuerdo General conjunto número 2/2009, de los Plenos de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la transferencia, digitalización, dep-
uración y destrucción de los expedientes generados en los tribunales colegiados de circuito, 
aprobado el 15 de diciembre de 2009.

Acuerdo General conjunto número 3/2009, de los Plenos de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la transferencia, digitalización, depura-
ción y destrucción de los expedientes generados en los tribunales unitarios de circuito, apro-
bado el 22 de diciembre de 2009.

Acuerdo General de Administración del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
publicado el 22 de diciembre de 2015.
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Acuerdo General de Administración II/2014, de 19 de agosto de 2014, del Comité de Gobierno 
y Administración, por el que se regula el uso de la Firma Electrónica Certificada del Poder Judi-
cial de la Federación (FIREL), en la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Acuerdo General de Administración Número V/2020 del Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de 9 de octubre de 2020, por el que se establecen reglas para el trámite 
electrónico de los procedimientos de responsabilidad administrativa. 

Acuerdo General de Administración VIII/2006, del 27 de noviembre de 2006, del Comité de 
Archivo, Biblioteca e Informática, por el que se establecen los lineamientos para la transferen-
cia de archivos administrativos de los órganos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a 
la Dirección General del Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de leyes, 
para su resguardo y conservación.

Acuerdo General de Administración número IX/2019 de 20 de agosto de 2019, del Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por el que se expiden los lineamientos para el 
ejercicio de las facultades conferidas a la Unidad General de Investigación de Responsabili-
dades Administrativas.

Acuerdo General de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, publicado el 22 de octubre de 2008.

Acuerdo General de la Comisión de Administración del TEPJF mediante el cual se implementa 
y regula el uso de la Firma Electrónica certificada del PJF, en las actuaciones del ámbito admin-
istrativo de este máximo órgano jurisdiccional electoral, publicado el 29 de julio de 2020.

Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposicio-
nes en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales, publicado el 15 de 
enero de 2015. 

Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposicio-
nes en materia de protección de datos personales, publicado el 10 de octubre de 2018.

Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las disposicio-
nes en materia de transparencia y acceso a la información pública en el Consejo, publicado 
el 6 de septiembre de 2019. Mediante este Acuerdo se desarrollan las disposiciones de la 
LFTAIP.
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Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las disposi-
ciones en materia de valoración, depuración, digitalización, transferencia y resguardo de los 
expedientes judiciales generados por los órganos jurisdiccionales, publicado el 25 de marzo de 
2020.

Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se expide el similar 
que reglamenta la organización y el funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga 
diversas disposiciones de otros acuerdos generales, publicado el 22 de noviembre de 2013.

Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reforma, adiciona y 
deroga disposiciones del que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Con-
sejo, por el que se crea la Dirección General de Gestión Judicial y se incorpora esta, así como la 
Dirección General de Archivo y Documentación y la Dirección General de Estadística Judicial, a 
la Coordinación de Asesores de la Presidencia del Consejo, publicado el 23 de septiembre de 
2019.

Acuerdo General 1/2020 relativo a la organización, descripción, conservación, valoración y 
destino final de los expedientes que en el ámbito administrativo forman parte del Sistema 
Institucional de Archivos del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, publicado el 
13 de febrero de 2020.

Acuerdo General 5/2020, de 13 de abril de 2020, del Pleno de la SCJN, por el que se regula la 
celebración de las sesiones de este Alto Tribunal a distancia, mediante el uso de herramientas 
informáticas.

Acuerdo General 8/2008, de 20 de mayo de 2008, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, que regula la Red Jurídica del Poder Judicial de la Federación.

Acuerdo General 8/2019 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a 
la organización, conservación, administración y preservación de expedientes judiciales bajo 
resguardo de este Alto Tribunal.

Acuerdo General 8/2020, de 21 de mayo de 2020, del Pleno de la SCJN, por el que se regula 
la integración de los expedientes impreso y electrónico en controversias constitucionales y 
en acciones de inconstitucionalidad, así como el uso del sistema electrónico de la SCJN para 
la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones vía electrónica en los expedientes 
respectivos.
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Acuerdo General 9/2020, de 26 de mayo de 2020, del Pleno de la SCJN, por el que se regula 
la integración de los expedientes impreso y electrónico de los asuntos de competencia de este 
Alto Tribunal, salvo en controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así 
como el uso del sistema electrónico de la SCJN para la promoción, trámite, consulta, resolución 
y notificaciones vía electrónica en los expedientes respectivos.

Acuerdo General 10/2006, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 14 de 
agosto de 2006, relativo a los lineamientos para la elaboración y publicación de crónicas y 
reseñas argumentativas del Pleno y de las Salas de este Alto Tribunal, a través de aplicaciones 
multimedia.

Acuerdo General 11/2017, del 5 de septiembre de 2017, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por el que se regulan los alcances de la protección del nombre de perso-
nas físicas o morales contenidos en los distintos instrumentos jurisdiccionales.

   

Acuerdo General 12/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que regula la inte-
gración y trámite de expediente electrónico y el uso de videoconferencias en todos los asuntos 
competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del propio Consejo, aprobado el 8 de junio 
de 2020.

Acuerdo General 28/2001 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece la 
obligatoriedad del uso del Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes, publicado el 25 de 
mayo de 2001. 

Criterios para la digitalización, resguardo y preservación del archivo electrónico relativo a ex-
pedientes judiciales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, publicado el 4 de 
junio de 2020.

Criterios para la digitalización, resguardo y preservación del archivo electrónico relativo a los 
expedientes en el ámbito administrativo del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Feder-
ación, publicado el 22 de mayo de 2020.

Instrumento normativo aprobado el 4 de octubre de 2018 por los Plenos de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se 
modifica el artículo 107 del acuerdo general conjunto 1/2015, de la suprema corte de 
justicia de la nación y del consejo de la judicatura federal, que regula los servicios tec-
nológicos relativos a la tramitación electrónica del juicio de amparo, las comunicacio-
nes oficiales y los procesos de oralidad penal en los centros de justicia penal federal.
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Lineamientos para la compilación documental estatal en casas de la cultura jurídica, emitidos 
por el Centro de Documentación, Análisis y Compilación de Leyes el 9 de noviembre de 2006.

Manual del usuario del Sistema de Información de la Secretaría General de Acuerdos (SISGA), 
publicado el 10 de abril de 2014.

Manual para la organización de los archivos judiciales resguardados por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, emitido por el Presidente de la SCJN el 9 de diciembre de 2012.

Políticas para la obtención y uso de la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la 
Federación, así como para la operación de su infraestructura tecnológica, emitido por la Uni-
dad del Poder Judicial de la Federación para el Control de Certificación de Firmas el 9 de julio 
de 2014.

Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, publicado el 5 de 
febrero de 2019.

Reglamento de la Coordinación General de Compilación y Sistematización de Tesis, emitido 
por el Pleno de la SCJN el 17 de noviembre de 1996.

Convenios 
Convenio para la Protección de las Personas con Respecto al Tratamiento Automatizado de 
Datos de Carácter Personal del Consejo de Europa, Estrasburgo, 28 de enero de 1981. Dis-
ponible en: https://rm.coe.int/16806c1abd

Protocolo por el que se sustituye el Tratado de Libre Comercio de América del Norte por el 
Tratado entre los Estados Unidos de América, los Estados Unidos Mexicanos y Canadá (T-
MEC), firmado el 30 de noviembre de 2018. Disponible en: http://www.sice.oas.org/Trade/
USMCA/USMCA_ToC_PDF_s.asp 

Índices internacionales
Open Knowledge Foundation, Global Open Data Index 2016-2017. Disponible en: https://
index.okfn.org/place/

https://rm.coe.int/16806c1abd
https://rm.coe.int/16806c1abd
http://www.sice.oas.org/Trade/USMCA/USMCA_ToC_PDF_s.asp
http://www.sice.oas.org/Trade/USMCA/USMCA_ToC_PDF_s.asp
https://index.okfn.org/place/
https://index.okfn.org/place/
https://index.okfn.org/place/
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Organización de las Naciones Unidas, Departamento de Asuntos Económicos y Sociales, E-
Government Survey 2020. Digital Government in the Decade of Action for Sustainable Devel-
opment. With addendum on COVID-19 Response. New York, 2020.  Disponible en: https://
publicadministration.un.org/egovkb/Portals/egovkb/Documents/un/2020-Sur-
vey/2020%20UN%20E-Government%20Survey%20(Full%20Report).pdf

Oxford Insights e International Development Research Centre (IDRC), Government 
Artificial Readiness Index 2020.  Disponible en: https://www.oxfordinsights.com/go-
vernment-ai-readiness-index-2020

Soumitra Dutta y Bruno Lavin (Eds), Network Readiness Index 2019: Towards a Future-Ready 
Society, Portulans Institute, Washington, D.C., 2019.  Disponible en: https://networkreadi-
nessindex.org/wp-content/uploads/2020/03/The-Network-Readiness-Index-
2019-New-version-March-2020.pdf

Soumitra Dutta, Bruno Lavin y Sacha Wunsch-Vincent (Eds), Global Innovation Index 2020. 
Who Will Finance Innovation?, 13ª. Ed., Cornell, INSEAD y Organización Mundial de la Propie-
dad Intelectual, 2020.  Disponible en: https://www.globalinnovationindex.org/gii-
2020-report#

Unión Internacional de Telecomunicaciones, ICT Development Index 2017, Ginebra, 2017. 
Disponible en: https://www.itu.int/en/ITU-D/Statistics/Documents/statistics/ITU_
ICT%20Development%20Index.pdf 

World Wide Web Foundation, Open Data Barometer, Washington, D.C., 2018.  Disponible en: 
https://opendatabarometer.org/?_year=2017&indicator=ODB

Iniciativas de reforma legislativa
Cámara de Diputados, Congreso de la Unión, Iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
expide la ley que crea la Universidad de Tecnologías de la Información, Comunicaciones e In-
novación, presentada por el dip. Carlos Iván Ayala, Gaceta Parlamentaria del 12 de agosto de 
2020.  Diponible en: http://sil.gobernacion.gob.mx/Librerias/pp_ContenidoAsuntos.
php?SID=108feb6642719b52eb7d183beaa96a70&Clave=4059591

https://www.oxfordinsights.com/government-ai-readiness-index-2020
https://www.oxfordinsights.com/government-ai-readiness-index-2020
https://networkreadinessindex.org/wp-content/uploads/2020/03/The-Network-Readiness-Index-2019-New-version-March-2020.pdf
https://networkreadinessindex.org/wp-content/uploads/2020/03/The-Network-Readiness-Index-2019-New-version-March-2020.pdf
https://networkreadinessindex.org/wp-content/uploads/2020/03/The-Network-Readiness-Index-2019-New-version-March-2020.pdf
https://www.globalinnovationindex.org/gii-2020-report
https://www.globalinnovationindex.org/gii-2020-report
https://www.itu.int/en/ITU-D/Statistics/Documents/statistics/ITU_ICT%20Development%20Index.pdf
https://www.itu.int/en/ITU-D/Statistics/Documents/statistics/ITU_ICT%20Development%20Index.pdf
https://opendatabarometer.org/?_year=2017&indicator=ODB
http://sil.gobernacion.gob.mx/Librerias/pp_ContenidoAsuntos.php?SID=108feb6642719b52eb7d183beaa96a70&Clave=4059591
http://sil.gobernacion.gob.mx/Librerias/pp_ContenidoAsuntos.php?SID=108feb6642719b52eb7d183beaa96a70&Clave=4059591
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Cámara de Diputados, Congreso de la Unión, Iniciativa que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley de Ciencia y Tecnología, presentada por el dip. Mario Alberto Rodríguez, 
Gaceta Parlamentaria del 7 de enero de 2021. Disponible en: http://sil.gobernacion.gob.
mx/Librerias/pp_ContenidoAsuntos.php?SID=bcfc898d03f757d8aedb8d776c83a
077&Clave=4128934

Cámara de Diputados, Congreso de la Unión, Iniciativa que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley de Ciencia y Tecnología y de la Ley General de Salud, presentada por el 
dip. Carlos Humberto Castaños, Gaceta Parlamentaria del 28 abril de 2020. Disponible en: 
http://sil.gobernacion.gob.mx/Librerias/pp_ContenidoAsuntos.php?SID=108feb66
42719b52eb7d183beaa96a70&Clave=4035539

Senado de la República, Congreso de la Unión. Iniciativa que adiciona el artículo 77 Bis a la 
Ley General de Salud, presentada por la sen. Nuvia Magdalena Mayorga, Gaceta Parlamen-
taria del 13 de enero de 2021. Disponible en: http://sil.gobernacion.gob.mx/Archivos/
Documentos/2021/01/asun_4129756_20210113_1610551834.pdf

Senado de la República, Congreso de la Unión, Iniciativa que reforma el artículo 17 de la Con-
stitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentada por el sen. Ricardo Monreal, 
Gaceta Parlamentaria del 2 de septiembre de 2020.  Disponible en: http://sil.gobernacion.
gob.mx/Librerias/pp_ContenidoAsuntos.php?SID=5447e1bd536b397effbf28f34c
62aa82&Clave=4064486

http://sil.gobernacion.gob.mx/Librerias/pp_ContenidoAsuntos.php?SID=bcfc898d03f757d8aedb8d776c83a077&Clave=4128934
http://sil.gobernacion.gob.mx/Librerias/pp_ContenidoAsuntos.php?SID=bcfc898d03f757d8aedb8d776c83a077&Clave=4128934
http://sil.gobernacion.gob.mx/Librerias/pp_ContenidoAsuntos.php?SID=bcfc898d03f757d8aedb8d776c83a077&Clave=4128934
http://sil.gobernacion.gob.mx/Librerias/pp_ContenidoAsuntos.php?SID=108feb6642719b52eb7d183beaa96a70&Clave=4035539
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1. Desarrollo de la 
e-Administración 

Parece ser un hecho indiscutible que el uso de las Tecnologías de la Información y la 
Comunicación (TIC) en los distintos ámbitos de la actividad humana, tanto en el sector 
privado como en el público, constituye un factor clave para el desarrollo de la sociedad 
del conocimiento. 

La creciente utilización de herramientas tecnológicas en los países latinoamericanos, 
con el fin de mejorar la comunicación entre los gobiernos y los ciudadanos, permite 
alcanzar un mayor grado de participación e interacción, potenciando la cantidad y 
la calidad de los distintos servicios puestos a disposición del ciudadano, con mayor 
eficiencia y simplicidad, y a un menor costo; propiciando así un mayor acceso a esos 
servicios en lo que se ha denominado e-Goverment, o e-Gobierno. 

Seguidamente, analizaremos el posicionamiento de Uruguay en los principales índices 
internacionales vinculados a distintos aspectos del desarrollo de la e-Administración. 

1.2. Preparación para la IA a escala gubernamental

Como se evidencia en el ranking global del Government AI Readiness Index, Uruguay 
ocupa una posición de liderazgo en la región. Así lo informa la AGESIC en su sitio 
web, detallando que, según la edición 2020 de este índice, Uruguay vuelve a obtener 
el primer posicionamiento dentro de la región de Latinoamérica y el Caribe (LAC), si-
tuándose en el puesto 42 en el ranking global sobre la preparación de los gobiernos 
respecto a la Inteligencia Artificial (IA). Como se explica en el sitio web: 
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[El] índice desarrollado por el Oxford Insights y el Centro Internacional de 
Desarrollo de la Investigación es una herramienta para comparar el esta-
do actual de la preparación de la IA del gobierno en países y regiones de 
todo el mundo. En la edición de este año, se destaca a Uruguay en Visión 
(100%), Infraestructura (78%), Disponibilidad de los datos (78%) y Trans-
parencia (76%). A través de esta medición se conocen las capacidades y 
los factores de habilitación necesarios para que un gobierno aplique IA1.

1/    La publicación puede ser consultada en: https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-
informacion-conocimiento/comunicacion/noticias/uruguay-lidera-region-raking-global-del-government-ai-
readiness-index

Partiendo de la pregunta “¿qué tan listo está un gobierno dado para implementar 
la IA en la prestación de servicios públicos a sus ciudadanos?”, la metodología del 
estudio se basó en 33 indicadores en diez dimensiones (Data representativeness; 
Vision; Governance & ethics; Data availability; Infrastructure; Size; Human capital; 

Fuente: https://www.oxfordinsights.com/government-ai-readiness-index-2020

https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/comunicacion/noticias/uruguay-lidera-region-raking-global-del-government-ai-readiness-index
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/comunicacion/noticias/uruguay-lidera-region-raking-global-del-government-ai-readiness-index
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/comunicacion/noticias/uruguay-lidera-region-raking-global-del-government-ai-readiness-index


11

E V A L U A C I Ó N  D E  L A  P R E P A R A C I Ó N  P A R A  L A  A D O P C I Ó N  D E  I N T E L I G E N C I A 
A R T I F I C I A L  E N  L O S  S I S T E M A S  J U D I C I A L E S  D E  L A  R E G I Ó N  -  C A S O  U R U G U A Y

Innovation capacity; Digital capacity; Adaptabili-
ty) que permiten obtener un diagnóstico integral 
sobre el grado de preparación que presenta un 
determinado gobierno para aplicar la tecnología 
derivada de la IA en beneficio de la ciudadanía, en 
relación con la accesibilidad y la eficiencia de los 
servicios públicos2. 

2/    Para consultar el informe completo del Government AI Readi-
ness Index 2020, ir a: 
https://static1.squarespace.com/
static/58b2e92c1e5b6c828058484e/t/5f7747f29ca3c20ecb598f
7c/1601653137399/AI+Readiness+Report.pdf

1.2. Servicios públicos digitales
De acuerdo al índice de Naciones Unidas sobre 
Gobierno Digital del año 2020 (UN’s EGDI 2020)3, 
Uruguay se encuentra posicionado en un sitio muy 
destacado en materia de desarrollo de servicios 
públicos digitales, ostentando el puntaje más ele-
vado de América del Sur y el segundo del conti-
nente americano.

3/   https://publicadministration.un.org/egovkb/Portals/egovkb/
Documents/un/2020-Survey/2020%20UN%20E-Government%20
Survey%20(Full%20Report).pdf 

Table 2.2  Countries in the Americas with the highest EGDI values

Table : Top countries in e-government in the Americas

Rating  Country  
class 

 EGDI  
Rank 

Sub-Region  OSI 
value 

 HCI 
value 

 TII 
value 

 EGDI  
(2020) 

 EGDI  
(2018) 

United States of America 9

26

28

32

34

54

56

61

62

67

71

73

74

VH

V3

V3

V2

V2

V1

V1

VH

VH

VH

VH

VH

VH

Northern America

South America

Northern America

South America

South America

South America

Central America

Central America

Caribbean

South America

South America

Caribbean

South America

0.9471

0.8412

0.8412

0.8471

0.8529

0.8706

0.6824

0.8235

0.5765

0.7647

0.7529

0.6765

0.8118

0.7911

0.7660

0.7371

0.6974

0.5930

0.6558

0.6152

0.6337

0.6192

0.6719

0.6911

0.5812

0.6966

0.9182

0.8574

0.7818

0.7265

0.7606

0.6522

0.7475

0.5910

0.7523

0.6122

0.5780

0.6739

0.5133

0.9297

0.8500

0.8420

0.8279

0.8259

0.7677

0.7576

0.7291

0.7279

0.7164

0.7083

0.7017

0.7015

0.8769

0.7858

0.8258

0.7335

0.735

0.7327

0.7004

0.6818

0.7229

0.6871

0.6461

0.6552

0.6129

Uruguay

Canada

Argentina

Chile*

Brazil*

Costa Rica

Mexico

Barbado

Colombi

Peru

Bahama  

Ecuador

* Countries that moved from the high to the very high EGDI group or from the middle to the high EGDI group in 2020.

Source: 2020 United Nations E-Government Survey.

https://static1.squarespace.com/static/58b2e92c1e5b6c828058484e/t/5f7747f29ca3c20ecb598f7c/1601653137399/AI+Readiness+Report.pdf
https://static1.squarespace.com/static/58b2e92c1e5b6c828058484e/t/5f7747f29ca3c20ecb598f7c/1601653137399/AI+Readiness+Report.pdf
https://static1.squarespace.com/static/58b2e92c1e5b6c828058484e/t/5f7747f29ca3c20ecb598f7c/1601653137399/AI+Readiness+Report.pdf
https://publicadministration.un.org/egovkb/Portals/egovkb/Documents/un/2020-Survey/2020%20UN%20E-Government%20Survey%20(Full%20Report).pdf
https://publicadministration.un.org/egovkb/Portals/egovkb/Documents/un/2020-Survey/2020%20UN%20E-Government%20Survey%20(Full%20Report).pdf
https://publicadministration.un.org/egovkb/Portals/egovkb/Documents/un/2020-Survey/2020%20UN%20E-Government%20Survey%20(Full%20Report).pdf
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1.3. Gobernanza de datos 
públicos 

4/    https://index.okfn.org/place/ 

5/    https://opendatabarometer.org/?_year=2017&indicator=ODB 

6/   https://networkreadinessindex.org/wp-content/up-
loads/2020/03/The-Network-Readiness-Index-2019-New-version-
March-2020.pdf 

7/    https://www.globalinnovationindex.org/analysis-economy 

En lo referente a la gobernanza de datos públicos, 
conforme al índice denominado Open Data Index, 
elaborado por la Open Knowledge Foundation4, 
Uruguay aparece situado en la posición global nú-
mero 19. 

Asimismo, según el índice de Open Data Barome-
ter5, realizado por la World Wide Web Foundation 
con el apoyo de Omidyar Network, Uruguay es 
evaluado con un puntaje de 56/100, justo debajo 
de Alemania (58), y representando la tercera posi-
ción dentro de América, donde lideran México (69) 
y Estados Unidos (64).

1.4. Redes e innovación 
En lo concerniente al eje de redes e innovación, se 
tomarán en consideración: en primer lugar, el WEF 
Network Readiness Index 20196, elaborado por el 
Foro Económico Mundial; a continuación, el Global 
Innovation Index7 2019 y 2020, confeccionados 
por la Organización Mundial de la Propiedad Inte-
lectual (OMI-WIPO).

En el primero de los índices señalados, Uruguay 
figura con un puntaje global de 56,04 sobre un 
máximo de 100, alcanzando de tal modo el pues-
to número 46 de 121 países relevados, y la cuarta 
posición en América. 

Si se atiende el vector “Acceso a tecnología”, Uru-
guay mantiene una posición similar (también 46 
sobre 121), aunque es necesario destacar que 
figura en primer lugar (1 sobre 121) en la varia-
ble “Acceso a Internet en escuelas”. En el extre-
mo opuesto, el país obtiene un puntaje magro en 
el vector “Futuras tecnologías” (83 en 121), con 
una performance particularmente modesta en la 
variable “Obtención de productos de tecnología 
avanzada por parte de los gobiernos” (93 en 121).

En la edición 2020 del segundo índice menciona-
do –Global Innovation–, el país está situado en el 
puesto 69, descendiendo posiciones respecto a la 
edición del 2019 (62).

8/   https://www.itu.int/en/ITU-D/Statistics/Documents/events/
egti2020/IDI2020_BackgroundDocument_E.pdf 

9/   https://www.itu.int/en/ITU-D/Statistics/Documents/publications/
misr2017/MISR2017_Volume1.pdf 

10/   https://www.itu.int/en/ITU-D/Statistics/Documents/events/
egti2020/IDI2020_BackgroundDocument_20200903.pdf 

1.5. Desarrollo informacional 
Finalmente, en relación con el desarrollo de la in-
formación, se tomará en cuenta el índice ITU’s ICT 
Development Index (IDI)8, Índice de Desarrollo de 
las TIC, del año 2020, elaborado por la Unión In-
ternacional de Telecomunicaciones (ITU) de las 
Naciones Unidas.

En 2017, conforme a este indicador, Uruguay fi-
guraba situado en la posición número 42 sobre un 
total de 176 países (y en cuarto lugar en el con-
tinente americano)9. En el avance de la edición 
202010 se confirmó que se cuenta con los datos 
disponibles sobre Uruguay para el análisis de la 
totalidad de las variables examinadas.

https://index.okfn.org/place/
https://opendatabarometer.org/?_year=2017&indicator=ODB
https://networkreadinessindex.org/wp-content/uploads/2020/03/The-Network-Readiness-Index-2019-New-version-March-2020.pdf
https://networkreadinessindex.org/wp-content/uploads/2020/03/The-Network-Readiness-Index-2019-New-version-March-2020.pdf
https://networkreadinessindex.org/wp-content/uploads/2020/03/The-Network-Readiness-Index-2019-New-version-March-2020.pdf
https://www.globalinnovationindex.org/analysis-economy
https://www.itu.int/en/ITU-D/Statistics/Documents/events/egti2020/IDI2020_BackgroundDocument_E.pdf
https://www.itu.int/en/ITU-D/Statistics/Documents/events/egti2020/IDI2020_BackgroundDocument_E.pdf
https://www.itu.int/en/ITU-D/Statistics/Documents/publications/misr2017/MISR2017_Volume1.pdf
https://www.itu.int/en/ITU-D/Statistics/Documents/publications/misr2017/MISR2017_Volume1.pdf
https://www.itu.int/en/ITU-D/Statistics/Documents/events/egti2020/IDI2020_BackgroundDocument_20200903.pdf
https://www.itu.int/en/ITU-D/Statistics/Documents/events/egti2020/IDI2020_BackgroundDocument_20200903.pdf
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A partir del análisis de los datos aportados por los índices internacionales mencio-
nados, se puede deducir que Uruguay presenta un posicionamiento relativamente 
ventajoso en la región en materia de Gobierno Digital. Sin embargo, eso no resulta 
aplicable a la realidad del Poder Judicial del país, que presenta un rezago importante 
en cuanto a la incorporación de tecnología en los distintos procesos, encontrándose 
en una etapa de desarrollo incipiente. 

Considerando que las ventajas de la e-Administración son extensibles a los sistemas 
judiciales de cada país, se impone una reforma tendiente a la modernización; para 
ello, la incorporación de las TIC resulta ineludible, una condición necesaria para poder 
cumplir con los objetivos de alcanzar mayores estándares de transparencia, contralor, 
rendición de cuentas, mayor y mejor nivel de acceso, y, en definitiva, propender a acer-
car a la ciudadanía al sistema de justicia. La realidad de Uruguay dista aún bastante 
de poder afirmar que esto constituye una preocupación para los distintos actores del 
sistema judicial.

2. Normativa y actores públicos 
en la gobernanza digital y en 
la gobernanza emergente de 
IA 

2.1. Normativa nacional

A. Normativa relativa a IA
A la fecha del presente informe, no existe en Uruguay una normativa nacional vigente 
relativa a IA. Además, hasta donde pudo ser relevado, tampoco existen proyectos de 
ley en estudio dentro del Parlamento Nacional que aborden esta temática. 
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B. Normativa de protección de datos personales
La sanción de la Ley N° 18.331, en el año 2008, incorporó al ordenamiento jurídico na-
cional la protección de los datos personales, tanto para las personas físicas como para 
las jurídicas, reconociendo su calidad de derecho humano y confiriéndole el máximo 
nivel jerárquico. En efecto, el art. 1 de la norma prevé que: “El derecho a la protección 
de datos personales es inherente a la persona humana, por lo que está comprendido 
en el artículo 72 de la Constitución de la República”. En esa Carta se definen una serie 
de pilares básicos en los que se apoya el sistema de derechos humanos reconocidos y 
protegidos; el art. 72, referido en el texto, establece que: “La enumeración de derechos, 
deberes y garantías hecha por la Constitución, no excluye los otros que son inherentes 
a la personalidad humana o derivan de la forma republicana de gobierno”. Se trata de 
una disposición de corte netamente jusnaturalista, que reconoce que los derechos del 
ser humano son preexistentes a la creación del Estado, concediendo plena vigencia a 
los derechos subjetivos no enumerados a texto expreso en la Constitución. Del mismo 
modo es tratado el derecho a la intimidad y al honor de las personas, que se ubica 
implícitamente en la base de la protección de datos personales.

Este marco jurídico nacional es complementado por el art. 12 de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos: 

Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. 

Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias 
o ataques.

Asimismo, se apoya en el art. 11 de la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos o Pacto de San José de Costa Rica: 

Protección de la Honra y de la Dignidad. 1. Toda persona tiene derecho al 
respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 2. Nadie puede ser 
objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su 

familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su 
honra o reputación. 3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley 

contra esas injerencias o esos ataques.
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Por último, se sostiene en los Decretos Reglamentarios de la Ley, en especial en el 
Decreto N° 664/008, del 22 de diciembre de 2008, y en el Decreto N° 414/2009, del 31 
de agosto de 2009. Las principales previsiones que contempla esta Ley son: a) enu-
meración de una serie de principios; b) consagración a texto expreso de los derechos 
de los titulares; c) reconocimiento de ciertos datos que, por sus particularidades, son 
considerados especialmente protegidos; d) creación de un órgano de control encar-
gado de custodiar el cumplimiento de la legislación sobre la materia; y, por último, e) 
instauración de una acción judicial efectiva (Habeas Data) que permite a los titulares 
conocer los datos referidos a su persona, comprender su finalidad y uso, y exigir su 
rectificación si corresponde.

a)	 Enumeración de principios. Quienes actúen en relación con datos personales de 
terceros, deberán ajustarse a los siguientes principios generales:

•	 Legalidad. Las bases de datos personales deben cumplir con la normativa 
vigente e inscribirse en el registro a cargo de la Unidad Reguladora y de Con-
trol de Datos Personales.

•	 Veracidad. Los datos registrados deberán ser veraces, adecuados, ecuáni-
mes (imparciales) y no excesivos en relación con la finalidad para la que se 
han obtenido. 

•	 Finalidad. Los datos no deben utilizarse para fines distintos a los que motiva-
ron su solicitud y, cumplida su finalidad, deberán eliminarse.

•	 Previo consentimiento informado. Para tratar los datos, se debe contar con el 
consentimiento del titular, quien deberá ser libre, previo, expreso, documenta-
do e informado.

•	 Seguridad. Se deben adoptar medidas para proteger la seguridad y confiden-
cialidad de los datos recolectados.

•	 Reserva. Los datos personales deben ser tratados en forma reservada y utili-
zarse únicamente para la finalidad para la que se obtuvieron.

•	 Responsabilidad. Deben adoptarse medidas técnicas y organizativas apro-
piadas en el ejercicio de una responsabilidad proactiva, donde el responsable 
de la base de datos y el encargado del tratamiento deberán responder por 
cualquier violación a la Ley.
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b)	 Se consagran a texto expreso los derechos para los titulares de los datos, en 
especial derechos de acceso, rectificación, actualización, inclusión o supresión e 
impugnación de valores; y se crea un marco específico para la comunicación de 
datos a terceros. 

c)	 Reconocimiento de ciertos datos que, por sus particularidades, son considerados 
especialmente protegidos, tales como los datos sensibles, biométricos, relativos a 
la salud, a las telecomunicaciones, a la actividad publicitaria, comercial o crediti-
cia, y a la transferencia internacional de datos.

d)	 Creación de un órgano de control. Se crea la Unidad Reguladora y de Control de 
Datos Personales: 

Créase como órgano desconcentrado de la Agencia para el Desarrollo del 
Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información y del Cono-

cimiento (AGESIC), dotado de la más amplia autonomía técnica, la Unidad 
Reguladora y de Control de Datos Personales. Estará dirigida por un Consejo 

integrado por tres miembros: el Director Ejecutivo de AGESIC y dos miem-
bros designados por el Poder Ejecutivo entre personas que por sus ante-
cedentes personales, profesionales y de conocimiento en la materia ase-

guren independencia de criterio, eficiencia, objetividad e imparcialidad en el 
desempeño de sus cargos […]

Se dota a esta Unidad con cometidos específicos: asesorar al Poder Ejecutivo y re-
comendar políticas en el tratamiento, seguridad y manipulación de los datos perso-
nales; informar sobre el alcance y los mecanismos de defensa previstos por la Ley; 
inscribir las bases de datos y los códigos de conducta; autorizar las transferencias 
internacionales de datos; inspeccionar y sancionar a entidades públicas y privadas 
en relación con el tratamiento inapropiado de los datos personales.

e)	 Instauración de una acción judicial efectiva (Habeas Data). 
Finalmente, como aspecto destacado de la norma, el art. 37 establece que: 

Toda persona tendrá derecho a entablar una acción judicial efectiva para tomar 
conocimiento de los datos referidos a su persona y de su finalidad y uso, que 
consten en bases de datos públicos o privados; y -en caso de error, falsedad, 

prohibición de tratamiento, discriminación o desactualización- a exigir su recti-
ficación, inclusión, supresión o lo que entienda corresponder [...]
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Para concluir esta breve exposición respecto al marco jurídico sobre la protección de 
datos personales que rige en Uruguay, que resultará determinante a la hora de imple-
mentar cualquier desarrollo que utilice IA en el Poder Judicial, es importante destacar 
que el país ha sido reconocido por la Unión Europea como un país con un grado de 
protección adecuado. 

En efecto, el 21 de agosto pasado, la Comisión Europea adoptó la Decisión 2012/484/
UE: “A los fines del artículo 25, apartado2, de la Directiva 95/46/CE, se considera que 
la República Oriental del Uruguay garantiza un nivel adecuado de protección de los 
datos personales transferidos desde la Unión Europea”. 

Según la Directiva referida, los Estados miembros de la UE solo pueden permitir la 
transferencia de datos personales a un tercer país sin constituir garantías adicionales 
cuando ese país garantice un grado adecuado de protección. Con esta adecuación, 
se ha logrado en Uruguay la inexistencia de requisitos, autorizaciones y garantías 
adicionales para la transferencia internacional de datos personales; asimismo, se ase-
guró un mayor flujo de esos datos, así como de información en sentido amplio. Cabe 
mencionar que, en el continente americano, solo Argentina contaba con tal distinción. 

La declaración es el fruto de un paciente trabajo realizado desde el año 2008 por la 
Agencia para el Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad de la 
Información y del Conocimiento (AGESIC), a través de la Unidad Reguladora y de Con-
trol de Datos Personales (URCDP). 	

Es importante analizar el texto de la Decisión no por el resultado en sí mismo, sino 
por los argumentos que se emplearon para su fundamentación, que se basan princi-
palmente en las bondades de la normativa nacional y en la probada independencia 
del Poder Judicial y del Órgano de Control. En efecto, el Considerando 5 de la norma 
expresa que: 

La Constitución de la República Oriental del Uruguay, adoptada en 1967, no reconoce 
expresamente el derecho a la vida privada y la protección de datos personales”. Ahora 
bien, el catálogo de derechos fundamentales no es una lista cerrada, ya que el artículo 

72 de la Constitución establece que la enumeración de derechos, obligaciones y ga-
rantías que se recoge en la misma no excluye otros que son inherentes a la naturaleza 
humana o que derivan del sistema republicano de gobierno. El artículo 1 de la Ley No 

18.331 de Protección de Datos Personales y Acción de Habeas Data, de 11 de agosto de 
2008, establece expresamente que «El derecho a la protección de datos personales es 

inherente a la persona humana, por lo que está comprendido en el artículo 72 de la Con-
stitución de la República».
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Luego, en los Considerandos 6 y 7 se agrega: 

Las normas jurídicas de protección de datos personales en la República Ori-
ental del Uruguay se basan en gran medida en las normas establecidas en 
la Directiva 95/46/CE y figuran en la Ley No 18.331 de Protección de Datos 

Personales y de Acción de Habeas Data, de 11 de agosto de 2008. Esta Ley 
se refiere tanto a las personas físicas como a las jurídicas. La Ley se comple-
menta con el Decreto N o 414/009, de 31 de agosto de 2009, adoptado para 

clarificar varios aspectos de la Ley y establecer la normativa detallada. 

Sin embargo, el argumento tal vez más destacable se detalla en los Considerandos 10 
y 11, respecto a la independencia del Poder Judicial y de la URCDP: 

La aplicación de las normas jurídicas de protección de datos está ga-
rantizada por recursos judiciales y administrativos y, en particular, por 

la acción Habeas Data, que permite al interesado emprender una acción 
judicial contra el responsable del tratamiento de datos para ejercitar su 

derecho de acceso, rectificación y supresión, así como por el control inde-
pendiente que realiza la autoridad de control, la Unidad Reguladora y de 
Control de Datos Personales (URCDP), que tiene facultades de investig-

ación, intervención y sanción, en consonancia con el artículo 28 de la Di-
rectiva 95/46/CE, y actúa con absoluta independencia […] Las autoridades 
de protección de datos de Uruguay han ofrecido explicaciones y garantías 

sobre cómo debe interpretarse el Derecho uruguayo, así como garantías 
de que la normativa de protección de datos uruguaya se aplica de confor-

midad con esa interpretación.

Las autoridades públicas, en especial el Poder Judicial, la AGESIC y la URCDP, deben 
velar por el estricto cumplimiento de la normativa sobre datos personales en la actua-
ción de las personas, de las empresas y –fundamentalmente– del propio Estado.
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C. Suscripción al Convenio 108
En el mes de enero del año 2013 se publicó la Ley Nº 19.030, que, en su único artículo, 
dispuso: 

Apruébanse el Convenio N° 108 del Consejo de Europa para la protec-
ción de las Personas con Respecto al Tratamiento Automatizado de Datos 

de Carácter Personal de 28 de enero de 1981 adoptado en Estrasburgo y 
el Protocolo Adicional al Convenio para la Protección de las Personas con 

Respecto al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal, a las 
Autoridades de Control y a los Flujos Transfronterizos de Datos adoptado en 

Estrasburgo, el 8 de noviembre de 2001.

D. Otra normativa relevante en materia de gobernanza
a. Ley N° 18.237 de Informatización del Poder Judicial

El 26 de diciembre de 2007 el Parlamento Nacional, a iniciativa de la Suprema Corte 
de Justicia (según la facultad que le otorga el art. 240 de la Constitución de la Repú-
blica), sancionó la Ley Nº 18.237, donde se autorizó en todos los procesos judiciales y 
administrativos que se tramitan ante el Poder Judicial el uso de expedientes electróni-
cos, documentos electrónicos, firma electrónica y digital, comunicaciones electrónicas 
y domicilio electrónico constituido. Esta norma tiene un solo artículo que prevé: 

Autorízase el uso de expediente electrónico, de documento electrónico, de 
clave informática simple, de firma electrónica, de firma digital, de comu-

nicaciones electrónicas y de domicilio electrónico constituido, en todos los 
procesos judiciales y administrativos que se tramitan ante el Poder Judicial, 

con idéntica eficacia jurídica y valor probatorio que sus equivalentes conven-
cionales. Facúltase a la Suprema Corte de Justicia para reglamentar su uso y 

disponer su gradual implantación.

Según Ivonne Carrión (s/d), coordinadora general del Profuso, esta norma:
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[...] creó el marco necesario para la implantación de un nuevo modelo de 
gestión de tribunales y oficinas de apoyo, que tiene al expediente electrónico 

como uno de los objetivos, y consecuentemente la incorporación de las ac-
tuaciones electrónicas, la utilización de la firma digital y la constitución de 

domicilio electrónico.

b. Ley N° 18.381 de Acceso a la Información  
Pública

Esta norma es una de las más importantes que 
Uruguay ha sancionado en lo que va de este siglo, 
ya que garantiza el derecho de los individuos a 
acceder a la información considerada pública. Tal 
como lo expresa el artículo 1°, tiene por objetivo 
principal incentivar la transparencia de la Admi-
nistración Pública: “La presente ley tiene por ob-
jeto promover la transparencia de la función ad-
ministrativa de todo organismo público, sea o no 
estatal, y garantizar el derecho fundamental de 
las personas al acceso a la información pública”.  
 
De esta forma, consagra el acceso a la informa-
ción pública como un derecho humano fundamen-
tal, incorporándolo indirectamente a la Constitu-
ción de la República pues, como se ha explicado, 
el artículo 72 de la Carta establece que: “La enu-
meración de derechos, deberes y garantías hecha 
por la Constitución, no excluye los otros que son 
inherentes a la personalidad humana o se derivan 
de la forma republicana de gobierno”. 

Asimismo, universaliza el acceso a la información 
pública al consagrar que: “El acceso a la informa-
ción pública es un derecho de todas las personas, 
sin discriminación por razón de nacionalidad o ca-
rácter del solicitante, y que se ejerce sin necesidad 

de justificar las razones por las que se solicita 
la información”.

Para la Ley, y sin perjuicio de las excepciones 
que a texto expreso se consagran y más ade-
lante examinaremos: “Se considera información 
pública toda la que emane o esté en posesión 
de cualquier organismo público, sea o no esta-
tal, salvo las excepciones o secretos estableci-
dos por ley, así como las informaciones reser-
vadas o confidenciales”.

Según esta norma, cualquier persona, sin te-
ner que justificar sus motivos, puede solicitar la 
información a cualquier organismo público: “El 
acceso a la información pública es un derecho 
de todas las personas, sin discriminación por 
razón de nacionalidad o carácter del solicitan-
te, y que se ejerce sin necesidad de justificar las 
razones por las que se solicita la información”. 

La presunción de que una información es pú-
blica se encuentra consagrada en el artículo 4 
de la ley: “Se presume pública toda información 
producida, obtenida, en poder o bajo control 
de los sujetos obligados por la presente ley, 
con independencia del soporte en el que estén 
contenidas”. Además, el propio texto se encar-
ga de consagrar y definir las excepciones que 
deberán considerarse a la hora de dilucidar si 
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una información puede hacerse pública o no: “Las 
excepciones a la información pública serán de in-
terpretación estricta y comprenderán aquellas de-
finidas como secretas por la ley y las que se defi-
nan seguidamente como de carácter reservado y 
confidencial”. 

En ese marco, la Ley reconoce como excepción a 
la Información Pública la información que sea de-
clarada secreta por otra ley, como aquellas nor-
mas que establecen el secreto bancario, tributa-
rio, profesional, estadístico, etc. Luego, explica el 
alcance de la información que debe considerarse 
reservada: 

Como información reservada podrá clasificarse aquella cuya difusión 
pueda: A) Comprometer la seguridad pública o la defensa nacional. B) 

Menoscabar la conducción de las negociaciones o bien, de las relaciones 
internacionales, incluida aquella información que otros estados u organ-

ismos internacionales entreguen con carácter de reservado al Estado 
uruguayo. C) Dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria 

del país. D) Poner en riesgo la vida, la dignidad humana, la seguridad 
o la salud de cualquier persona. E) Suponer una pérdida de ventajas 

competitivas para el sujeto obligado o pueda dañar su proceso de pro-
ducción. F) Desproteger descubrimientos científicos, tecnológicos o 

culturales desarrollados o en poder de los sujetos obligados. G) Afectar 
la provisión libre y franca de asesoramientos, opiniones o recomenda-

ciones que formen parte del proceso deliberativo de los sujetos obliga-
dos hasta que sea adoptada la decisión respectiva, la cual deberá estar 

documentada. 

Además, agrega que: 

La información clasificada previamente como reservada, permanecerá con 
tal carácter hasta un período de quince años desde su clasificación. La in-

formación reservada será desclasificada cuando se extingan las causas que 
dieron lugar a su clasificación. Sólo se ampliará el período de reserva sobre 

cierta documentación cuando permanezcan y se justifiquen las causas que le 
dieron origen.

Por último, el art. 10 define la Información confidencial de la siguiente forma: 
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Se considera información confidencial: I) Aquella entregada en tal carácter 
a los sujetos obligados, siempre que: A) Refiera al patrimonio de la persona. 

B) Comprenda hechos o actos de carácter económico, contable, jurídico o 
administrativo, relativos a una persona física o jurídica, que pudiera ser útil 

para un competidor. C) Esté amparada por una cláusula contractual de con-
fidencialidad. II) Los datos personales que requieran previo consentimiento 

informado. Tendrán el mismo carácter los documentos o secciones de docu-
mentos que contengan estos datos.

La norma establece un procedimiento abreviado y ágil para la solicitud, y otorga pla-
zos exiguos a los organismos públicos para dar cumplimiento a los pedidos de acceso, 
incorporando al derecho el concepto de “silencio positivo”. En efecto, el art. 18 prevé 
que:

El organismo requerido sólo podrá negar la expedición de la información 
solicitada mediante resolución motivada del jerarca del organismo que se-

ñale su carácter reservado o confidencial, indicando las disposiciones legales 
en que se funde. Vencido el plazo de veinte días hábiles desde la present-

ación de la solicitud, si no ha mediado prórroga o vencida la misma sin que 
exista resolución expresa notificada al interesado, éste podrá acceder a la 

información respectiva, considerándose falta grave la negativa de cualquier 
funcionario a proveérsela, de conformidad con las previsiones de la Ley Nº 

17.060, de 23 de diciembre de 1998, y del artículo 31 de la presente ley.

Al igual que la Ley que regula la protección de datos personales, esta norma ha crea-
do un organismo especializado, encargado de vigilar su correcto cumplimiento para 
garantizar a los individuos sus derechos de acceso a la información pública. La Uni-
dad de Acceso a la Información Pública (UAIP) funciona como órgano de control en 
la órbita de AGESIC y actúa con la más amplia autonomía técnica. Está dirigida por 
un Consejo Ejecutivo integrado por tres miembros: el Director Ejecutivo de AGESIC y 
dos miembros designados por el Poder Ejecutivo; asistido por un Consejo Consultivo 
de cinco miembros. Tiene como cometido principal: “realizar todas las acciones nece-
sarias para el cumplimiento de los objetivos y demás disposiciones de la ley”. Para tal 
fin, se le asignan diversas funciones y atribuciones, dentro de las cuales se destacan:
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I.	 Asesorar al Poder Ejecutivo en el cumpli-
miento de la normativa constitucional, legal y 
reglamentaria vigente.

II.	 Controlar la implementación de la Ley en los 
organismos públicos.

III.	 Coordinar con autoridades nacionales la im-
plementación de políticas.

IV.	 Orientar y asesorar a los particulares respecto 
al acceso a la información.

V.	 Capacitar a los funcionarios de los organis-
mos públicos.

VI.	Promover y coordinar con los sujetos obliga-
dos políticas tendientes a facilitar el acceso 
informativo y la transparencia.

VII.	Servir de consulta para la puesta en práctica 
de la Ley.

VIII.	 Promover campañas educativas y publici-
tarias.

IX.	 Realizar un informe anual relativo al estado 
de situación de este derecho, dirigido al Poder 
Ejecutivo.

X.	 Denunciar ante las autoridades competentes 
las conductas violatorias de la ley y aportar 
las pruebas.

XI.	 Solicitar la descalificación de la información 
que hubiese sido clasificada sin ajustarse a 
los criterios legales.

A su vez, del mismo modo que en la Ley de protec-
ción de datos personales, se otorga una interven-
ción activa y determinante al Poder Judicial como 
garantía última para la protección de este dere-
cho, consagrando que: “Toda persona tendrá de-
recho a entablar una acción judicial efectiva que 
garantice el pleno acceso a las informaciones de 
su interés” (artículo 694 de la Ley Nº 16.736, del 5 
de enero de 1996).

Para finalizar, en cuanto a los aspectos más des-
tacados de la Ley, cabe precisar el artículo 12, que 
establece que: 

Los sujetos obligados por esta ley no podrán invocar ninguna de las reservas 
mencionadas en los artículos que anteceden cuando la información solicita-

da se refiera a violaciones de derechos humanos o sea relevante para inves-
tigar, prevenir o evitar violaciones de los mismos.

Desde 2008, año en que se sancionó esta norma, 
Uruguay se ha posicionado como referente en la 
región y en el mundo en materia de acceso a la in-
formación pública, ocupando lugares destacados 
entre los países con menor índice de Percepción 
de Corrupción en el ranking anual realizado por 
Transparencia Internacional.

c. Ley de Documentos Electrónicos y Firma 
Electrónica

El 5 de noviembre del año 2009 se publicó en 
Uruguay la Ley N° 18.600, que reguló el uso de 
los documentos electrónicos y la firma electróni-
ca, su admisibilidad, validez y eficacia probatoria. 
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De esta manera, el país dio un paso adelante im-
prescindible para el desarrollo del gobierno elec-
trónico y de la economía digital, dado que estas 
herramientas no solo favorecieron al Estado en su 
operativa, sino que permitieron que la sociedad 
civil –fundamentalmente el comercio electrónico– 
contara con mejores posibilidades tecnológicas 
para la implementación de nuevos productos y 
servicios.

La norma reconoce “[…] la admisibilidad, validez y 
eficacia jurídicas del documento electrónico y de la 
firma electrónica”, agregando que: “Las disposicio-
nes de esta ley no alteran el derecho preexistente 
respecto a la celebración, perfeccionamiento, va-
lidez y eficacia de los actos y negocios jurídicos”.

Dentro de los conceptos y términos que utiliza la 
Ley, que servirán luego para entender sus disposi-
ciones, se incluyen las siguientes definiciones:

I.	 Certificado electrónico: documento electrónico 
firmado electrónicamente que da fe del víncu-
lo entre el firmante o el titular del certificado y 
los datos de creación de la firma electrónica.

II.	 Documento electrónico o documento digital: 
representación digital de actos o hechos, con 
independencia del soporte utilizado para su 
fijación, almacenamiento o archivo.

III.	 Firma electrónica: datos, en forma electrónica, 
anexos a un documento electrónico o aso-
ciados a ese documento de manera lógica, 
utilizados por el firmante como medio de 
identificación.

IV.	 Firma electrónica avanzada; es la firma elec-
trónica que cumple los siguientes requisitos:

a.	 Requerir información de exclusivo conoci-
miento del firmante, permitiendo su identi-
ficación unívoca;

b.	 Ser creada por medios que el firmante 
pueda mantener bajo su exclusivo control;

c.	 Ser susceptible de verificación por terce-
ros;

d.	 Estar vinculada a un documento electró-
nico, de tal modo que cualquier alteración 
subsiguiente sea detectable; 

e.	 Haber sido creada utilizando un dispo-
sitivo de creación de firma técnicamente 
seguro y confiable y estar basada en un 
certificado reconocido válido al momento 
de la firma.

V.	 Prestador de servicios de certificación: perso-
na física o jurídica, pública o privada, nacional 
o extranjera, que expida certificados electróni-
cos o preste otros servicios de certificación en 
relación con la firma electrónica.

Luego de un extenso glosario donde se definen 
los términos técnicos que se emplean en la norma, 
establece sus principios rectores “[…] que servirán 
también de criterio interpretativo para resolver las 
cuestiones que puedan suscitarse en la aplicación 
de las disposiciones pertinentes”.

A estos principios –que no son únicos ya que la 
enumeración no es taxativa– deberán ajustarse 
los actos y negocios jurídicos realizados electróni-
camente. La enumeración incluye: a) equivalencia 
funcional; b) neutralidad tecnológica; c) libre com-
petencia; d) compatibilidad internacional; y e) bue-
na fe.
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La norma declara que los documentos electrónicos “satisfacen el requerimiento de escri-
tura” y les reconoce “el mismo valor y efectos jurídicos que los documentos escritos, 
salvo las excepciones legalmente consagradas”. La misma situación de convalidación 
y reconocimiento se produce respecto a la firma electrónica y a la firma electrónica 
avanzada:

La firma electrónica tendrá eficacia jurídica cuando fuese admitida como 
válida por las partes que la utilizan o haya sido aceptada por la persona 

ante quien se oponga el documento firmado electrónicamente. Se respetará 
la libertad de las partes para concertar de común acuerdo las condiciones en 

que aceptarán las firmas electrónicas, conforme a la presente normativa.

[…] tendrá idéntica validez y eficacia que la firma autógrafa consignada en 
documento público o en documento privado con firmas certificadas, siempre 

que esté debidamente autenticada por claves u otros procedimientos se-
guros que: a) garanticen que la firma electrónica avanzada se corresponde 

con el certificado reconocido emitido por un prestador de servicios de certifi-
cación acreditado, que lo asocia con la identificación del signatario; b) ase-
guren que la firma electrónica avanzada se corresponde con el documento 
respectivo y que el mismo no fue alterado ni pueda ser repudiado; y c) ga-
ranticen que la firma electrónica avanzada ha sido creada usando medios 

que el signatario mantiene bajo su exclusivo control y durante la vigencia del 
certificado reconocido.

Asimismo, se destaca que “El documento elec-
trónico suscripto con firma electrónica avanzada 
tendrá idéntico valor probatorio al documento pú-
blico o al documento privado con firmas certifica-
das en soporte papel”. 

Al igual que en las dos leyes analizadas anterior-
mente, se crea un organismo regulatorio especial, 

en este caso la Unidad de Certificación Electró-
nica, como órgano desconcentrado de AGESIC, 
dotada de la más amplia autonomía técnica y di-
rigida por un Consejo Ejecutivo de tres miembros, 
que funcionará asistido por un Consejo Consulti-
vo, representativo de organismos públicos y cá-
maras empresariales vinculadas a la materia.

La firma electrónica avanzada, por su parte:
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También se crea el Registro de Prestadores de 
Servicios de Certificación Acreditados y el Registro 
de Prestadores de Servicios de Confianza, ambos 
a cargo de la Unidad de Certificación Electrónica, 
regulándose en forma minuciosa sus requisitos, 
funcionamiento y responsabilidades.

Luego de más de diez años de vigencia de la Ley, 
se puede afirmar que ha funcionado con éxito y 
ha visto cumplido su objetivo, pues el desarrollo 
de procedimientos de firma electrónica y el uso de 
los documentos electrónicos se ha popularizado 
enormemente, tanto en el área pública como en la 
actividad privada. La normativa ha seguido evolu-
cionando y, gracias a ella, hoy en día existen otros 
servicios como los de confianza de identificación 
digital y firma electrónica avanzada, con custodia 
centralizada, sellado de tiempo, etc.

Esta normativa resulta de especial relevancia a la 
hora de pensar cualquier implementación de sis-
temas de Inteligencia Artificial, ya que en ella se 
encontrará un marco jurídico adecuado al que los 
sistemas deberán ajustarse.

2.2. Estrategias nacionales

A. Estrategia digital nacional

a. Situación de Uruguay en materia de go-
bierno digital

Antecedentes: la incorporación de Uruguxay al 
Digital Nations (DN)

En un proceso que lleva un poco más de una déca-
da, a través de la actuación de la AGESIC (Agencia 
para el Gobierno Electrónico y Sociedad de la In-
formación y el Conocimiento) –órgano desconcen-
trado de la Presidencia de la República–, Uruguay 
ha llevado adelante distintas políticas y acciones 
para la implementación de una estrategia nacional 
en materia de gobierno digital, con foco en la inclu-
sión social y tendiente a reducir la brecha, logran-
do ubicarse a la vanguardia del desarrollo digital 
(tanto a escala regional como mundial) y pertene-
cer al Digital Nations (DN), el grupo de países más 
avanzados del mundo en materia digital.

El Digital Nations tiene su origen en el grupo ini-
cialmente denominado D5, creado en 2014 por 
los cinco países líderes en gobierno digital en ese 
entonces, a saber: Corea del Sur, Estonia, Israel, 
Nueva Zelanda y Reino Unido. A partir del 2018, el 
grupo pasó a denominarse D7, con la integración 
de Canadá y Uruguay. Luego de la Cumbre reali-
zada en Jerusalén en noviembre de 2018, tras la 
inclusión de México y Portugal, se le llamó D9, asu-
miendo Uruguay la presidencia del grupo. La de-
nominación actual Digital Nations se aprobó en el 
año 2019, con la integración de Dinamarca. Cabe 
enfatizar que la inclusión de Uruguay en el D7 re-
presentó un gran reconocimiento para el país, te-
niendo en cuenta que es el único representante de 
la región de América Latina y el Caribe en el grupo. 
Desde entonces, se lo posiciona a nivel de los lí-
deres mundiales en gobiernos digitales, siendo el 
primer país latinoamericano en ocupar un espacio 
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de decisión global respecto al desarrollo de las so-
ciedades digitales11. 

En el acuerdo constitutivo del D5, los países fun-
dadores del grupo establecieron como objetivo 
colectivo: “aprovechar el poder global potencial de 
la tecnología digital y ayudar a cada participan-
te a convertirse en un gobierno digital aún mejor 
de manera más rápida y eficiente compartiendo y 
aprendiendo unos de otros”, mediante el intercam-
bio de experiencias y el aprendizaje conjunto. 

El desarrollo digital de los países que integran el 
grupo se orienta a partir de acciones que contem-
plan los siguientes principios:

1.	 Necesidades del usuario. Diseño de servicios 
públicos para el ciudadano; 

2.	 Estándares abiertos. La tecnología requiere 
interoperabilidad, por lo que se necesita un 
claro compromiso con una política de están-
dares abiertos y libres; 

3.	 Código abierto. Los futuros sistemas guber-
namentales, manuales y estándares se crean 
como código abierto y se pueden compartir 
entre los miembros; 

4.	 Mercados abiertos. Fomentar y apoyar una 
cultura de start-up y promover el crecimien-
to económico a través de mercados abiertos 
crea una verdadera competencia para las 
empresas en la contratación pública, indepen-
dientemente de su tamaño; 

11/    Se encuentran más detalles sobre los desafíos y oportuni-
dades de la participación de Uruguay en el D7 y la política digital 
de Estado llevada adelante por Uruguay en la presentación 
realizada en abril del 2018, por el entonces director Ejecutivo de 
Agesic, José Clastornik, disponible en: https://www.gub.uy/agencia-
gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/sites/
agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/
files/documentos/noticias/agesic_presentacion_d7_enadm24abr18.
pdf

5.	 Gobierno abierto (transparencia). Ser miem-
bro de la Alianza para el Gobierno Abierto y 
usar licencias abiertas para producir y consu-
mir datos abiertos; 

6.	 Conectividad. Habilitar una población en línea 
a través de una infraestructura digital integral 
y de alta calidad; 

7.	 Enseñar a los niños a programar. Se asume el 
compromiso de ofrecer a los niños la oportu-
nidad de aprender a programar para desarro-
llar la próxima generación de habilidades; 

8.	 Asistencia digital. Un acuerdo para ayudar a 
todos los ciudadanos a acceder a los servicios 
digitales;

9.	 Compromiso de compartir y aprender. Los 
miembros pactan trabajar juntos para ayudar 
a resolver los problemas de los demás.

Por su parte, el bloque de países que integraron 
el D9 ha definido los siguientes grupos temáticos 
que consideran aspectos centrales en el desarrollo 
digital: 

•	 Derechos digitales,

•	 Inteligencia Artificial,

•	 Identificación digital,

•	 Tecnologías ecológicas para el gobierno,

•	 Visión sistematizada del uso de los datos 
(Datos 360°).

En la última cumbre del D9, celebrada virtualmen-
te en el mes de noviembre de 2020, el tema cen-
tral abordado fue el de los “servicios resilientes y 
receptivos”, en especial el desarrollo digital que los 
gobiernos han impulsado en respuesta a la pan-
demia, que los ha posicionado como gobiernos di-
gitales más consolidados. 

https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/sites/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/files/documentos/noticias/agesic_presentacion_d7_enadm24abr18.pdf
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/sites/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/files/documentos/noticias/agesic_presentacion_d7_enadm24abr18.pdf
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/sites/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/files/documentos/noticias/agesic_presentacion_d7_enadm24abr18.pdf
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/sites/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/files/documentos/noticias/agesic_presentacion_d7_enadm24abr18.pdf
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/sites/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/files/documentos/noticias/agesic_presentacion_d7_enadm24abr18.pdf
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Además, en esa cumbre se firmó entre los minis-
tros representantes de los países miembros la “Di-
gital Nations Charter” o “Carta de las Naciones 
Digitales”, documento no vinculante en el que se 
describen los principios clave de gobernanza para 
las denominadas Naciones Digitales. En virtud 
de esa Carta DN, los países del grupo asumen el 
compromiso de identificar las formas de mejorar 
los servicios digitales, compartir las mejores prác-
ticas y colaborar en proyectos comunes12.

En este contexto, destacan las distintas iniciati-
vas implementadas por el gobierno uruguayo, que 
han permitido, a través del uso de la tecnología, 
cumplir con los objetivos en materia de gobierno 
digital, como ser: la reducción de la brecha digital; 
el avance hacia la digitalización de los servicios 
gubernamentales; la mejora de la transparencia; 
y el acceso de la ciudadanía al Gobierno, tenien-
do siempre presente el uso de las TIC como medio 
para garantizar los derechos digitales de la ciuda-
danía. 

Entre las distintas acciones que permitieron esos 
logros, se destacan: la implementación de los pla-
nes Ceibal e Ibirapitá, que facilitaron la inclusión 
digital de los niños y adultos mayores a través 
del uso de computadoras personales y tablets; el 
Portal Único Integrador, que permite realizar los 
trámites del Estado en línea; la firma digital; el ex-
pediente digital en la Administración Pública; las 
comunicaciones y notificaciones electrónicas; la 

12/   El texto completo se encuentra disponible en: https://fdfd812d-
4234-49d8-8755-ff45ad565157.filesusr.com/ugd/189d02_138e82
66d97d41b3882d05857f6c7bb6.pdf

historia clínica digital, el blockchain en registros 
públicos; la identidad móvil; la infraestructura de 
datos espaciales; el centro de operaciones de se-
guridad digital, entre otros desarrollos. 

La participación de Uruguay en el grupo de Digi-
tal Nations representa una oportunidad de formar 
parte de la reflexión, análisis y creación de cono-
cimiento en relación con los aspectos clave del 
gobierno digital a escala mundial, pudiendo con-
tribuir a formar opinión en temas relevantes del 
desarrollo tecnológico aplicados al vínculo entre 
gobierno y ciudadanos, y aportando significativa-
mente a la generación e implementación de polí-
ticas y prácticas digitales de vanguardia para la 
transformación del gobierno digital en beneficio 
de los ciudadanos. 

En efecto, este grupo DN, cuyos miembros son 
los gobiernos líderes digitales del mundo, ha rea-
lizado importantes contribuciones en materia de 
avances y desafíos de los servicios de gobierno 
en la era digital y la utilización de los datos como 
base para la transformación digital (esto es, Da-
tos 360°), creando, además, tendencias en lo que 
refiere a los aspectos éticos de la Inteligencia Ar-
tificial13. 

13/    El grupo DN aprobó la denominada “Digital Nations 
Data 360° Declaration”: https://fdfd812d-4234-49d8-8755-
ff45ad565157.filesusr.com/ugd/189d02_abce8f2b8cc140e-
4baeec7dcab7bee97.pdf, y el documento identificado como 
“D9 approach for responsible use of AI by Governments”: 
(https://fdfd812d-4234-49d8-8755-ff45ad565157.filesusr.com/
ugd/189d02_ef802d92ba5147d2901bde25c6e954a3.pdf. 

https://fdfd812d-4234-49d8-8755-ff45ad565157.filesusr.com/ugd/189d02_138e8266d97d41b3882d05857f6c7bb6.pdf
https://fdfd812d-4234-49d8-8755-ff45ad565157.filesusr.com/ugd/189d02_138e8266d97d41b3882d05857f6c7bb6.pdf
https://fdfd812d-4234-49d8-8755-ff45ad565157.filesusr.com/ugd/189d02_138e8266d97d41b3882d05857f6c7bb6.pdf
https://fdfd812d-4234-49d8-8755-ff45ad565157.filesusr.com/ugd/189d02_abce8f2b8cc140e4baeec7dcab7bee97.pdf
https://fdfd812d-4234-49d8-8755-ff45ad565157.filesusr.com/ugd/189d02_abce8f2b8cc140e4baeec7dcab7bee97.pdf
https://fdfd812d-4234-49d8-8755-ff45ad565157.filesusr.com/ugd/189d02_abce8f2b8cc140e4baeec7dcab7bee97.pdf
https://fdfd812d-4234-49d8-8755-ff45ad565157.filesusr.com/ugd/189d02_ef802d92ba5147d2901bde25c6e954a3.pdf
https://fdfd812d-4234-49d8-8755-ff45ad565157.filesusr.com/ugd/189d02_ef802d92ba5147d2901bde25c6e954a3.pdf


29

E V A L U A C I Ó N  D E  L A  P R E P A R A C I Ó N  P A R A  L A  A D O P C I Ó N  D E  I N T E L I G E N C I A 
A R T I F I C I A L  E N  L O S  S I S T E M A S  J U D I C I A L E S  D E  L A  R E G I Ó N  -  C A S O  U R U G U A Y

b. Estrategia nacional en materia de gobierno 
digital

La política digital definida por Uruguay desde hace 
más de diez años se encuentra explicitada en la 
denominada “Agenda Uruguay Digital”. Su políti-
ca se funda en una visión integral o perspectiva 
holística del Uruguay Digital, en la transformación 
digital con equidad como principio orientador, y en 
una estrategia claramente definida mediante la 
aprobación de la referida Agenda y los planes de 
acción para su ejecución.

Precisamente, la Agenda Uruguay Digital es la he-
rramienta donde se establecen, priorizan, articulan 
y difunden las iniciativas tendientes a avanzar en 
la transformación digital del Estado de modo in-
clusivo, de forma que los beneficios del desarrollo 
de la sociedad de la información y el conocimiento 
en la administración pública uruguaya alcancen a 
la mayoría de los ciudadanos en igualdad de con-
diciones.

c. Objetivos de la Agenda Uruguay Digital

A partir del 2006 y hasta la fecha, Uruguay ha ela-
borado cuatro agendas digitales que aseguran la 
continuidad del proceso de transformación digital 

del país sobre la base del “principio de equidad”. 
Sus principales objetivos son: 

•	 Desarrollar habilidades digitales inclusivas,

•	 Utilizar la innovación para el bienestar social,

•	 Realizar inversión estratégica en infraestruc-
tura,

•	 Crear economía digital e innovación para la 
competitividad,

•	 Gestionar con inteligencia la información am-
biental y de emergencias,

•	 Promover el Gobierno de Cercanía,

•	 Fortalecer el Gobierno Integrado e Inteligente,

•	 Ofrecer confianza y seguridad en el uso de las 
tecnologías digitales,

•	 Producir estadísticas nacionales relacionadas 
con las TIC

d. Sobre la Agenda Uruguay Digital 2020

La Agenda Uruguay Digital 2020 ha sido elabo-
rada a partir de los objetivos estratégicos de de-
sarrollo del país, contemplando, al mismo tiempo, 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de 
las Naciones Unidas. En ese marco, el foco está 
puesto en:

 […] factores críticos que condicionan la transformación digital, como 
el fortalecimiento de habilidades específicas, la incorporación plena 

de la tecnología en los sectores productivos, la profundización del 
vínculo entre la ciudadanía y el Estado y el contar con un marco ha-

bilitante para su desarrollo.
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Tal como se describe en el documento de presentación de la Agenda Uruguay Digital 
2020:

[…] integra las diferentes iniciativas prioritarias para avanzar en la trans-
formación digital del país de forma inclusiva y sustentable, con el uso inteli-

gente de las tecnologías. Todo ello motivado en que cada vez más uruguayos 
y uruguayas puedan aprovechar al máximo los beneficios de la sociedad de 

la información y del conocimiento, en igualdad de oportunidades. 

Teniendo en cuenta lo anterior, la Agenda Uru-
guay Digital 2020, se estructura en torno a los si-
guientes cuatro pilares:

•	 Políticas sociales e inclusión: las tecnologías 
digitales actuando en la transformación de la 
estructura de oportunidades.

•	 Desarrollo económico sustentable: construc-
ción de una economía digital competitiva.

•	 Gestión de gobierno: innovación en la relación 
entre la ciudadanía y el Estado.

•	 Gobernanza para la sociedad de la infor-
mación: marco habilitante para favorecer su 
apropiación social.

Estos cuatro pilares se agrupan, a su vez, en los 
siguientes nueve objetivos: 

I.	 Habilidades digitales para avanzar con inclu-
sión;

II.	 Innovación para el bienestar social;

III.	 Inversión estratégica en infraestructura;

IV.	 Economía digital e innovación para la compe-
titividad;

V.	 Gestión inteligente de información ambiental 
y de emergencias;

VI.	Gobierno de Cercanía;

VII.	Gobierno Integrado e Inteligente;

VIII.	 Confianza y seguridad en el uso de las 
tecnologías digitales;

IX.	 Producción de estadísticas TIC nacionales.

En relación con cada objetivo se establecen los 
compromisos y metas, totalizando 46 metas que 
se indican a los respectivos organismos respon-
sables de su ejecución. La AGESIC (Agencia para 
el Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y 
la Sociedad de la Información y del Conocimiento), 
perteneciente a la Presidencia de la República, es 
la entidad que articula el seguimiento de la eje-
cución de la Agenda entre todos los organismos 
involucrados. 

Además, para asesorar en la Agenda Digital de 
Uruguay, se constituyó el Consejo Asesor Hono-
rario para la Sociedad de la Información (CAHSI), 
órgano que orienta los procesos de elaboración 
y priorización, al mismo tiempo que monitorea 
y evalúa las iniciativas contenidas en la referida 
Agenda14. 

14/    El documento completo de la Agenda Uruguay Digital 
2020 se encuentra disponible en: https://www.gub.uy/agencia-
gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/sites/
agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/
files/2019-08/Descargar%20Agenda%20Digital%202020%20
%28Mayo%202019%29%20%28.pdf%20318%20KB%29.pdf

https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/sites/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/files/2019-08/Descargar%20Agenda%20Digital%202020%20%28Mayo%202019%29%20%28.pdf%20318%20KB%29.pdf
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/sites/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/files/2019-08/Descargar%20Agenda%20Digital%202020%20%28Mayo%202019%29%20%28.pdf%20318%20KB%29.pdf
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/sites/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/files/2019-08/Descargar%20Agenda%20Digital%202020%20%28Mayo%202019%29%20%28.pdf%20318%20KB%29.pdf
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/sites/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/files/2019-08/Descargar%20Agenda%20Digital%202020%20%28Mayo%202019%29%20%28.pdf%20318%20KB%29.pdf
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/sites/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/files/2019-08/Descargar%20Agenda%20Digital%202020%20%28Mayo%202019%29%20%28.pdf%20318%20KB%29.pdf
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c. Plan de Gobierno Digital

Tal como describe la AGESIC en su sitio web15, sobre la base de la Agenda Uruguay 
Digital, que establece la política digital para implementar a escala nacional, y con el 
fin de seguir avanzando en la transformación digital del Estado y en el uso de las tec-
nologías digitales –camino iniciado hace más de una década–, se ha desarrollado el 
Plan de Gobierno Digital 2020, que busca: 

15/   https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/politicas-y-gestion/
plan-de-gobierno-digital-uruguay-2020)

[…] innovar en el relacionamiento entre el Estado y la ciudadanía y ser un 
instrumento acelerador de estos cambios, impulsando el uso intensivo de 

Internet, los dispositivos móviles, las plataformas compartidas y los datos 
como parte integral de sus políticas de transformación.

A través de este Plan, el Gobierno pretende generar un instrumento para lograr los 
fines que se enuncian en el documento, que transcribimos a continuación: 

•	  Impulsar el uso intensivo de tecnologías cmo Internet, dispositivos móviles, pla-
taformas compartidas y el aprovechamiento de los datos y la información como 
parte integral de sus políticas de transformación; 

•	 Crear valor público mediante servicios que satisfagan las necesidades, expec-
tativas y preferencias de los ciudadanos de forma equitativa, inclusiva, eficiente, 
transparente e innovadora;

•	 Avanzar hacia una estrategia omnicanal de servicios para la ciudadanía, que 
proponga una experiencia homogénea, inclusiva y de alta calidad;

•	 Respetar los valores que el Gobierno considera fundamentales y congruentes 
con su arquitectura de gobierno. 

En el Plan de Gobierno Digital, además, se explicita que se contribuirá a la transfor-
mación digital de la siguiente manera: 

•	 Actuando como punto de referencia central para el logro de los objetivos e ini-
ciativas pautadas para la transformación digital del gobierno uruguayo al año 
2020; 

•	 Siendo una guía orientativa de las prioridades del gobierno en materia de aplica-
ción de Tecnologías de la Información y el Conocimiento enfocadas en mejorar la 
relación entre la ciudadanía y el Estado; 

•	 Ayudando a los organismos para que identifiquen brechas y definan sus planes 
de acción para aplicar las tecnologías digitales.

https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/politicas-y-gestion/plan-de-gobierno-digital-uruguay-2020
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/politicas-y-gestion/plan-de-gobierno-digital-uruguay-2020
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•	 El Plan de Gobierno Digital Uruguay 2020 se estructura a partir de las siguientes 
seis grandes áreas o ejes de acción:

GOBIERNO 
CERCANO

GOBIERNO 
ABIERTO

GOBIERNO 
INTELIGENTE

GOBIERNO 
EFICIENTE

GOBIERNO 
INTEGRADO

GOBIERNO 
DIGITAL
CONFIABLE

Tal como se establece en el documento, el Plan de 
Gobierno Digital busca “crear valor público me-
diante servicios que satisfagan las necesidades, 
expectativas y preferencias de los ciudadanos de 
forma abierta, cercana, inteligente, eficiente, inte-
grada y confiable”16. 

16/    El documento completo se encuentra disponible en: https://
www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-
conocimiento/politicas-y-gestion/plan-de-gobierno-digital-uru-
guay-2020
 

B. Estrategia de IA nacional
a. Uruguay e Inteligencia Artificial

El Plan de Gobierno Digital Uruguay 2020 esta-
blece entre sus objetivos la implementación de 
servicios digitales basados en la aplicación de 
tecnologías emergentes como la Inteligencia Arti-
ficial (IA), entre otras. En el área de acción 2.3 “Go-
bierno Inteligente” se plantea el “aprovechamien-
to de los datos, información y conocimiento como 
activos de gobierno, para optimizar los servicios 

públicos, brindar experiencias de servicios inte-
grados y proactivos, fortalecer la interacción con 
el ciudadano y la cocreación de políticas públicas”, 
así como la “adopción de las tecnologías digita-
les (como puesta en línea de servicios, trámites o 
incorporación de IoT, entre otras), apoya la gene-
ración de grandes volúmenes de datos asociados 
a las interacciones entre los ciudadanos y el Esta-
do.” En particular, cabe enfatizar el Objetivo VIII del 
área 2.3. “Gobierno Inteligente” del referido Plan, 
que propone “Desarrollar plataformas y modelos 
analíticos predictivos (Big data, IoT) para el diseño 
de servicios proactivos y de ciudades inteligentes”. 
A través de esta dimensión prevista en el Plan de 
Gobierno Digital, relativa al Gobierno Inteligente, 
se pretende: “fortalecer la toma de decisiones al 
basarlas en evidencias y mejora el desempeño y 
el monitoreo de resultados de las políticas públi-
cas. Además, plantea el desarrollo de plataformas 
y modelos analíticos predictivos para diseñar ser-
vicios proactivos”.

https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/politicas-y-gestion/plan-de-gobierno-digital-uruguay-2020
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/politicas-y-gestion/plan-de-gobierno-digital-uruguay-2020
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/politicas-y-gestion/plan-de-gobierno-digital-uruguay-2020
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/politicas-y-gestion/plan-de-gobierno-digital-uruguay-2020
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Para viabilizar esta estrategia, el Plan De Gobier-
no Digital plantea la “necesidad de desarrollar y 
fortalecer las capacidades de conocimiento a ni-
vel tecnológico, de políticas regulatorias, de com-
petencias y buenas prácticas para la gestión de la 
información”.

A pesar de que no existe una regulación norma-
tiva nacional respecto al uso de Inteligencia Ar-
tificial en general, y tampoco referencia norma-
tiva expresa sobre su aplicación en los procesos 
del Poder Judicial, cabe señalar que, en el marco 
del Plan de Gobierno Digital, se realizó una con-
sulta pública que tuvo como objetivo definir una 

Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial. Esta 
acción se concretó con la aprobación de la deno-
minada Estrategia de Inteligencia Artificial para 
el Gobierno Digital, publicada en el año 2019. Ese 
documento, que no tiene valor jurídico normativo, 
plantea como objetivo general promover y fortale-
cer el uso responsable de la Inteligencia Artificial 
en la administración pública, identificando pilares 
y líneas de acción específicas. 

Dentro de la Estrategia, se justifica la necesidad 
de contar con orientaciones que viabilicen el uso 
responsable de la IA: 

En la actualidad, la IA tiene un potencial que permite a los gobiernos incor-
porar nuevas formas de análisis y uso de la información existente, al adoptar 

una actitud proactiva, con capacidad de anticiparse a las necesidades de 
las personas o de prevenir problemas. Estas habilidades fortalecen el desar-

rollo de las políticas públicas y consolidan un relacionamiento más cercano 
entre las personas y el Estado. En el contexto del Gobierno Inteligente, la 

IA aparece como una tecnología propicia para implementar servicios más 
eficientes e innovadores. Sin embargo, la IA también presenta desafíos y 
riesgos que es necesario considerar a la hora de desarrollar una solución 

basada en este tipo de tecnología. Como parte de la Política Digital de Uru-
guay, la implementación de IA en la Administración Pública (AP) requiere de 

principios generales que orienten la transformación digital del gobierno y 
aporten un marco para utilizarla en el ámbito público. Además, es necesaria 
una estrategia clara que incorpore distintas visiones y consideraciones para 

el desarrollo y uso responsable de esta tecnología. El propósito de este docu-
mento es plasmar dicha estrategia para que la Administración Pública use la 

Inteligencia Artificial en el desarrollo de servicios públicos y en la mejora de 
sus procesos internos.
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b. Estrategia de Inteligencia Artificial para el Gobierno Digital

Como se ha mencionado, el objetivo general de esta estrategia es promover y forta-
lecer el uso responsable de IA en la administración pública. Para ello, se basa en los 
principios generales de:

•	 Finalidad: “La IA debe potenciar las capacidades del ser humano, complemen-
tándolas en todo lo que sea posible, apuntando a mejorar la calidad de vida de 
las personas, facilitando procesos y aportando valor agregado a la actividad 
humana”. 

•	 Interés general: 

Las soluciones basadas en IA impulsadas desde el Estado deben tender al 
interés general, garantizando la inclusión y la equidad. Para esto, se debe 

trabajar específicamente para reducir la posibilidad de sesgos no deseados 
en datos y modelos utilizados que puedan impactar de manera negativa en 

las personas o favorecer prácticas discriminatorias. 

•	 Respeto de los Derechos Humanos: “Toda solución tecnológica que utilice IA 
debe respetar los Derechos Humanos, las libertades individuales y la diversidad”.

•	 Transparencia: 

Las soluciones de IA utilizadas en el ámbito público deben ser transparentes, 
cumpliendo con la normativa vigente. Está transparencia debe: • Poner a dis-

posición los algoritmos y datos utilizados para el entrenamiento de la solu-
ción y su puesta en práctica, así como las pruebas y validaciones realizadas. 
• Visibilizar explícitamente, a través de mecanismos de transparencia activa, 
todos aquellos procesos que utilicen IA, ya sea en la generación de servicios 

públicos o en el apoyo a la toma de decisiones.

•	 Responsabilidad: “Las soluciones tecnológicas basadas en IA deben tener un 
responsable claramente identificable y que responda por las consecuencias deri-
vadas del accionar de la solución”.

•	 Ética: “Cuando la aplicación y/o el desarrollo de soluciones basadas en IA presen-
ten dilemas éticos, estos deben ser abordados y resueltos por seres humanos”.

•	 Valor agregado: “Las soluciones basadas en IA deberán utilizarse solamente 
cuando agreguen valor a un proceso. La IA no debe ser un fin en sí mismo, sino 
una herramienta que pueda potenciar el desarrollo del Gobierno Digital”.

•	 Privacidad por diseño: “Las soluciones de IA deberán contemplar, desde su dise-
ño, la privacidad de las personas. Los principios de Protección de Datos Persona-
les vigentes en Uruguay se consideran componentes de este documento”. 
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•	 Seguridad: 

Los desarrollos de IA deben cumplir, desde su diseño, con los principios bási-
cos de la seguridad de la información. Los lineamientos y la normativa rela-

cionados con ciberseguridad vigentes en Uruguay que apliquen al desarrollo 
de IA se consideran componentes de este documento.

En este marco, se han identificado cuatro pilares 
que componen la estrategia, cada uno de ellos con 
objetivos y líneas de acción específicas: 

1.	 Gobernanza de IA en la administración públi-
ca 

A.	 OBJETIVO I: identificar el ecosistema de IA 
en Uruguay.

B.	 OBJETIVO II: definir un modelo de Gober-
nanza de IA en la administración pública.

2.	 Desarrollo de capacidades para la IA

A.	 OBJETIVO III: generar capacidades para el 
desarrollo y uso de IA en la AP.

B.	 OBJETIVO IV: generar espacios de conoci-
miento.

3.	 Uso responsable y aplicación de la IA 

A.	 OBJETIVO V: generar guías técnicas para 
el buen uso de IA en la administración 
pública.

B.	 OBJETIVO VI: fomentar la transparencia 
de los algoritmos.

C.	 OBJETIVO VII: diseñar planes de acción 
específicos en sectores estratégicos.

4.	 Ciudadanía Digital e IA

A.	 OBJETIVO VIII: desarrollar sensibilización y 
confianza ciudadana.

El uso responsable de Inteligencia Artificial implica 
tener en cuenta, desde el diseño y hasta la imple-
mentación de cualquier aplicación que se desarro-
lle sobre la base de esa tecnología, las dimensio-
nes éticas, normativas, técnicas y sociales que se 
explican en el documento. Asimismo, se presentan 
ejemplos específicos de aplicación de IA en dis-
tintos ámbitos y proyectos de diversas áreas del 
Estado uruguayo17. 

Por último, es importante tener en cuenta que la 
Estrategia de Inteligencia Artificial para el Gobier-
no Digital reconoce como antecedente la iniciativa 
que los países miembros del D9 –Uruguay inclui-
do– desarrollaron y acordaron en 2018, a través 
del documento “D9 approach for responsible use 
of AI by Governments” (ya referido en el presente 
informe, al tratar la participación de Uruguay en 
el grupo Digital Nations), en el que se establecen 
objetivos generales sobre la aplicación y el uso 
responsable de la IA por parte de los gobiernos 
nacionales. 

17/    Para consultar el documento completo sobre Estrategia de 
Inteligencia Artificial para el Gobierno Digital, acceder a: https://
www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-
conocimiento/comunicacion/noticias/inteligencia-artificial-para-
gobierno-digital-hay-estrategia

https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/comunicacion/noticias/inteligencia-artificial-para-gobierno-digital-hay-estrategia
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/comunicacion/noticias/inteligencia-artificial-para-gobierno-digital-hay-estrategia
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/comunicacion/noticias/inteligencia-artificial-para-gobierno-digital-hay-estrategia
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/comunicacion/noticias/inteligencia-artificial-para-gobierno-digital-hay-estrategia
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c. Otros documentos nacionales de interés so-
bre Inteligencia Artificial. Guía para el estu-
dio del Impacto Algorítmico

Como documento orientador, elaborado por el 
Área de Tecnologías de la Información de la AGE-
SIC en octubre de 2020, cabe destacar el denomi-

nado “Preguntas para la evaluación del Estudio de 
Impacto Algorítmico (EIA)”, una guía que contem-
pla un modelo para la realización de ese estudio y 
resulta aplicable a los proyectos de sistemas que 
utilizan aprendizaje automatizado para la toma 
de decisiones. En la introducción de ese documen-
to, se explica:

 La toma de decisiones basada en evidencia ha tomado importancia y popu-
laridad en la moderna gestión de las organizaciones. Para ello, se desarrol-
lan sistemas informáticos que automatizan buena parte del trabajo. En este 

sentido, los algoritmos de inteligencia artificial (IA) habilitan procesos más 
eficaces y eficientes, optimizando el uso de los recursos disponibles, pero el 

uso de estos algoritmos supone variados riesgos que se deben mitigar. 
El Estudio de Impacto Algorítmico (EIA) constituye una valiosa herramienta 

para analizar los sistemas automatizados de apoyo a la toma de decisiones. 
Permite identificar los aspectos importantes y resaltan aquellos que merecen 

mayor atención o tratamiento18.

18/    Para consultar el documento completo acceder a: https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-socie-
dad-informacion-conocimiento/comunicacion/publicaciones/guia-para-estudio-impacto-algoritmico

2.3. Actores públicos
Uruguay cuenta con un organismo especializado 
en materia de gobierno electrónico, que ha lide-
rado el proceso de digitalización de los servicios 
ofrecidos a los ciudadanos en los últimos quince 
años.

Como se desarrollará más adelante, el artículo 72 
de la Ley N° 17.930 creó la Agencia para el De-
sarrollo del Gobierno Electrónico, actualmente de-

nominada Agencia para el Desarrollo del Gobierno 
de Gestión Electrónica y la Sociedad de la Infor-
mación y del Conocimiento (AGESIC). Se trata de 
un órgano desconcentrado de Presidencia de la 
República, que tiene absoluta autonomía técnica 
para su actuación, por lo que tendrá especial par-
ticipación e incidencia a la hora de definir estrate-
gias y acciones para la implementación de Inteli-
gencia Artificial en toda la administración pública, 
inclusive en el Poder Judicial. Tiene como objetivo 

https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/comunicacion/publicaciones/guia-para-estudio-impacto-algoritmico
https://www.gub.uy/agencia-gobierno-electronico-sociedad-informacion-conocimiento/comunicacion/publicaciones/guia-para-estudio-impacto-algoritmico
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central procurar la mejora de los servicios a los 
ciudadanos, potenciando la utilización de las Tec-
nologías de la Información y las Comunicaciones 
(TIC). Además, tiene a su cargo la concreción en 
Uruguay de la sociedad de la información, hacien-
do foco en la inclusión digital de los ciudadanos y 
en el fortalecimiento de las habilidades en el uso 
de la tecnología.

Asimismo, se le ha encomendado planificar y 
coordinar proyectos de gobierno electrónico como 

base para la transformación y transparencia del 
Estado, y desarrollar políticas de seguridad de la 
información, para la prevención, detección y res-
puesta frente a incidentes en ese campo.

Según se detalla en el sitio web de la Agencia, 
sus cometidos esenciales surgen del  Decreto N° 
184/015, del 14 de julio de 2015, que recopila las 
competencias atribuidas a la institución y le otor-
ga determinados poderes jurídicos de actuación:

A lo largo de años de trabajo continuo, Agesic ha cumplido sus objetivos en 
diferentes etapas: 
a.	 2006 – 2010. Etapa de institucionalización e implantación: creación de la 

institucionalidad, el marco normativo y la infraestructura de base y for-
mación de capacidades en ciudadanía y funcionarios. 

b.	 2011 - 2015. Etapa de expansión: universalización de iniciativas y apli-
cación de tecnología a sectores estratégicos. 

c.	 2016 – 2020. Etapa de transformación: uso de la tecnología como motor 
de modelos de gestión al servicio del desarrollo sostenible y como impul-
sor de igualdad de oportunidades.

Diversas normas, a lo largo de los años, fueron 
asignando y agregando cometidos a la Agencia, 
destacándose entre ellos, como cometidos sus-
tantivos, los siguientes: 

1.	 Formular las políticas, los planes y la Estra-
tegia Nacional de Desarrollo de Gobierno 
Electrónico y Gobierno Abierto;

2.	 Colaborar en la formulación de políticas, 
planes y programas de desarrollo en materia 
de la sociedad de la información y el conoci-
miento;

3.	 Asistir y asesorar a las entidades públicas, 
estatales y no estatales, en la formulación de 
planes y políticas de gobierno electrónico, así 
como en su ejecución, dictando las normas 
y regulaciones jurídicas necesarias para su 
cumplimiento;

4.	 Regir la ejecución de todo lo vinculado con 
la implementación de planes y proyectos 
específicos en materia de gobierno electróni-
co, mediante la articulación de mecanismos 
tales como: fondos concursables de gobierno 
electrónico, fortalecimiento de capacidades 
en las diferentes entidades, planes directores 
de gobierno electrónico, entre otros;
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5.	 Elaborar las políticas, los planes y la estra-
tegia nacional en materia de gobernanza, 
integración, interoperabilidad, arquitectura 
empresarial de gobierno, capital humano y 
adquisiciones vinculadas con las TIC en las 
entidades públicas;

6.	 Dictar normas técnicas relativas a productos 
y servicios vinculados con TIC en las entida-
des públicas, así como relativas a la realiza-
ción, segumiento y evaluación de auditorías;

7.	 Recomendar normas y procedimientos relati-
vos a la contratación administrativa de bienes 
y servicios informáticos o a su desarrollo;

8.	 Desarrollar planes y programas específicos 
vinculados con el desenvolvimiento de trá-
mites y servicios en línea e interoperabilidad 
para una gestión pública moderna, eficaz y 
eficiente;

9.	 Analizar tendencias vinculadas con el avance 
de las TIC, su relación con aspectos jurídicos 
de innovación tecnológica en productos y pro-
cesos, y su impacto en las políticas, normas, 
estándares y procedimientos existentes o a 
proponer;

10.	Promover y desarrollar planes y proyec-
tos vinculados con el fortalecimiento de las 
relaciones entre la ciudadanía y el Estado, el 
acceso a la tecnología, la inclusión digital y la 
participación ciudadana electrónica;

11.	Definir las políticas, metodologías y buenas 
prácticas en seguridad de la información, 
coadyuvando en su implementación;

12.	Establecer relaciones con sus similares de 
otros países y con entidades nacionales e 
internacionales, públicas y privadas, afines a 
la materia de su competencia;

13.	Opinar fundadamente en todos los casos en 
que le sea requerido;

14.	Fiscalizar y auditar el cumplimiento de la nor-
mativa vigente en su área de competencia;

15.	Todo lo asignado específicamente por otras 
leyes y decretos.

Para finalizar, se agrega que el trabajo se ha divi-
dido en tres grandes ejes que buscan impulsar la 
transformación con equidad: referencia y rectoría 
en gobierno digital; desarrollo digital; e innovación 
en gobierno digital.

A partir de este desarrollo, se infiere que, a pesar 
de su grado de autonomía como poder del Estado, 
AGESIC es el organismo que intervendrá necesa-
riamente en cualquier desarrollo de Inteligencia 
Artificial que se realice en el Estado, incluso en el 
caso del Poder Judicial. 

A. Organismos públicos que 
participan en la gobernanza digital, 
con énfasis en organismos judiciales
La División de Tecnología (DITEC) del Poder Judi-
cial ha tenido un rol protagónico en la implemen-
tación de iniciativas en materia de digitalización 
en el ámbito de los procesos judiciales (que se 
mencionarán en el Capítulo 4.A.i).  

B. Mecanismos formales de 
coordinación interministerial y 
consulta multisectorial en asuntos 
digitales
Como se expresó ut supra, la Agencia para el De-
sarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y la 
Sociedad de la Información y del Conocimiento 
(AGESIC) es la dependencia de la Presidencia de 
la República que se encarga de la coordinación de 
todos los asuntos digitales del Estado, incluyendo 
la administración central, los organismos descen-
tralizados y los gobiernos departamentales.
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3. Gobernanza de los procesos 
de modernización judicial

3.1. Gobernanza judicial

A. Esquema de organización institucional del Poder Judicial. 

19/    En el art. 5 de la Constitucion Nacional puede leerse que “Todos los cultos religiosos son libres en el Uruguay”, 
y seguidamente que “el Estado no sostiene religión alguna […]”.

La República Oriental del Uruguay, erigida como Estado Social y Democrático de De-
recho, presenta un diseño institucional respetuoso del principio de separación de po-
deres y de esencia representativa, cuya organización luce consagrada en la Constitu-
ción Nacional del año 1967 –en adelante, también, la CN– y sus reformas. 

La Constitución asegura que la República “es y será para siempre libre e independien-
te de todo poder extranjero” (art. 2 CN), delineando un Estado laico19 y de organiza-
ción unitaria, sin perjuicio del reconocimiento de determinados grados de descentra-
lización territorial (básicamente, gobiernos departamentales y, en un escalón inferior, 
gobiernos municipales). Adicionalmente, la norma fundamental reconoce de manera 
explícita que la soberanía radica en la Nación (art. 4 de la CN) y que se ha hecho op-
ción por la forma democrática y republicana de gobierno (art. 82 CN). 

Concretamente, en lo que atañe a la función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, la 
solución de principio –contenida en el art. 233 CN– consiste en que la función jurisdic-
cional pertenece al Poder Judicial; entendiendo por tal al sistema orgánico dentro del 
Estado que recibe esa denominación y que se encuentra en situacion de equi-ordena-
ción, con idéntica jerarquía que el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo. 

No obstante, existen también otros órganos que, sin integrar el Poder Judicial, por 
excepción y mediando atribución constitucional expresa, también ejercen funciones 
jurisdiccionales dentro de ciertos ámbitos competenciales específicos. Ese es el caso, 
por ejemplo, del Tribunal de lo Contencioso Administrativo –en adelante, también, 
TCA– (arts. 307 y ss. CN), y el de la Corte Electoral –en adelante, también, CE– (arts. 
322 y ss. CN), entre otros casos excepcionales.
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a.	 El TCA está encargado de la administración de la Justicia Administrativa, es decir, 
los procesos contencioso-anulatorios de la actividad administrativa del Estado. 
Conforme al tenor literal de la atribución de competencias efectuada por la Cons-
titución Nacional (art. 309 CN): 

El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo conocerá de las demandas de 
nulidad de actos administrativos definitivos, cumplidos por la Administración, 
en el ejercicio de sus funciones, contrarios a una regla de derecho o con des-

viación de poder
.

La jurisdicción del Tribunal comprenderá también los actos administrativos 
definitivos emanados de los demás órganos del Estado, de los Gobiernos De-
partamentales, de los Entes Autónomos y de los Servicios Descentralizados.

b.	 La Corte Electoral, por su parte, se encuentra abocada a la impartición de Justicia 
Electoral, y su parquet competencial viene dado por la previsión del art. 322 de la 
CN, donde expresamente se dispone que: 

Habrá una Corte Electoral que tendrá las siguientes facultades, además de 
las que se establecen en la Sección III y las que le señale la ley:

A)	 Conocer en todo lo relacionado con los actos y procedimientos electora-
les.

B)	 Ejercer la superintendencia directiva, correccional, consultiva y económica 
sobre los órganos electorales.

C)	 Decidir en última instancia sobre todas las apelaciones y reclamos que se 
produzcan, y ser juez de las elecciones de todos los cargos electivos, de 
los actos de plebiscito y referéndum.

c.	 En lo concerniente al Poder Judicial, este tiene regulación específica en la Sección 
XV (arts. 233 a 261 inclusive) de la CN. El art. 233 establece que: “El Poder Judicial 
será ejercido por la Suprema Corte de Justicia y por los Tribunales y Juzgados, en 
la forma que estableciere la ley”. Por su parte, la Ley N° 15.750 (Ley Orgánica de 
la Judicatura y de Organización de los Tribunales), en su art. 6, dispone que: “Es 
jurisdicción de los tribunales la potestad pública que tienen de juzgar y hacer eje-
cutar lo juzgado en una materia determinada […]”.
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Asimismo, se establece que la Suprema Corte de 
Justicia (que además de la función jurisdiccional 
tiene asignada una función administrativa –me-
dularmente, el ejercicio de la superintendencia ad-
ministrativa y disciplinaria de los Tribunales y Juz-
gados–), estará compuesta por cinco miembros, 
para cuya designación se ha de cumplir un proce-
dimiento particular, que exige el voto favorable de 
dos tercios de los componentes de la Asamblea 
General (Poder Legislativo).

En lo que concierne a su función jurisdiccional, la 
Suprema Corte de Justicia atiende causas de to-
das las materias en etapa de casación por infrac-
ción de norma de Derecho. Además, tiene compe-
tencia exclusiva y exluyente en determinado tipo 
de causas previstas especialmente, entre las que 
se destaca el proceso de inconstitucionalidad de 
las leyes. Es menester tomar en consideración 
que, en Uruguay, el control de constitucionalidad 
es de carácter concentrado y es competencia ex-
clusiva del máximo órgano jurisdiccional; no exis-
tiendo posibilidad para los restantes Tribunales de 
efectuar un análisis de regularidad constitucional 
de las leyes en las causas en las que intervienen. 

Siguiendo un orden de jerarquía funcional, por de-
bajo de la Suprema Corte de Justicia se encuentran 
los Tribunales de Apelaciones, órganos de alzada 
compuestos por tres miembros que, con carácter 
general, entienden en segunda instancia y cuen-
tan con cierto grado de especialización por ma-
teria. Debajo de los Tribunales se encuentran los 
Juzgados Letrados y, a continuación, los Juzgados 
de Paz (que, a su vez, tienen jerarquía diversa).

La Fiscalía General de la Nación –en adelante, 
también, la FGN– es otro actor singularmente des-
tacado en el sistema de administración de justicia, 
muy especialmente en el subsistema de justicia 
penal. De acuerdo a la Ley N° 19.335 (que le da 
creación), constituye un servicio descentralizado 
que ejerce el Ministerio Público y Fiscal, y se en-
cuentra dirigida por un director general, que a su 
vez reúne la condición de fiscal de corte y procu-
rador general de la Nación. 

Los fiscales –al igual que los jueces– son inamovi-
bles (art. 48, Ley N° 19.483) y gozan de indepen-
dencia técnica en el ejercicio de su función (art. 5); 
todo esto sin perjuicio del principio de unidad de 
acción (art. 4) que rige la actuación de los fiscales 
y determina que “El Ministerio Público y Fiscal es 
único e indivisible y cada uno de sus integrantes, 
en su actuación, representa a la Fiscalía General 
de la Nación en su conjunto […]”.

Por disposición de la citada Ley Orgánica de la 
FGN (Ley N° 19.483), los cometidos de la institu-
ción son los siguientes:

“Fijar, diseñar y ejecutar la política pública de in-
vestigación y persecución penal de crímenes, de-
litos y faltas”;

“Dirigir la investigación de crímenes, delitos y fal-
tas”;

“Ejercer la titularidad de la acción penal pública en 
la forma prevista por la ley”;

a.	 “Atender y proteger a víctimas y testigos de 
delitos”;

b.	 “Ejercer la titularidad de la acción pública en 
las causas de adolescentes infractores”;
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c.	 “Ejercer la titularidad de la acción fiscal en las 
causas por infracciones aduaneras”;

d.	 Promover y ejercer la acción civil en ciertos 
supuestos excepcionales, previstos expresa-
mente en la legislación (medularmente, el art. 
28 del Código General del Proceso –en ade-
lante, también, CGP–);

e.	 Actuar en representación de la sociedad 
en los asuntos de intereses difusos (art. 42, 
CGP).

Adicionalmente, cabe señalar que la reforma de 
la FGN encuentra su explicación y razón de ser 
en el marco de reforma procesal penal general 
que comenzó a transitar el país en el año 2014. 
El nuevo paradigma procesal, de corte acusatorio, 
reclamaba para el Ministerio Público y Fiscal no 
solamente una diversa posición institucional sino, 
además, la asunción de un nuevo rol. En efecto, 
a través de la Ley N° 19.293, del año 2014, se 
aprobó en Uruguay un nuevo Código del Proceso 
Penal –en adelante, CPP– que, luego de múltiples 
enmiendas y modificaciones, comenzó a regir en 
el mes de noviembre del año 2017. 

El nuevo CPP, de esencia acusatoria y adversa-
rial, revigorizó particularmente el rol de la Fiscalía 
como actor protagónico del nuevo escenario de 
enjuiciamiento penal, dejando atrás el régimen 
inquisitivo-mixto reinante en el país hasta el mo-
mento, que había sido disciplinado por el Código 
del Proceso Penal aprobado por Decreto, Ley N° 
15.032 (año 1980), en vigor hasta el año 2017 (y 
aún despues de ello, para las causas iniciadas con 
anterioridad a la vigencia del nuevo texto legal). 

En el nuevo sistema procesal penal existe una 
marcada diferenciación de roles entre la Fiscalía 

(a cargo de la investigación criminal y titular de la 
acción penal, que continuó siendo pública, salvo 
excepciones), el Imputado asistido por su defensa 
técnica, y el Tribunal (tercero independiente e im-
parcial, que dejó de tener a su cargo la investiga-
ción e instrucción criminal –pasando esta a la égida 
de la Fiscalía– y quedó esencialmente encargado 
de la custodia de los derechos fundamentales y el 
juzgamiento de los casos para la eventual atribu-
ción de responsabilidad penal).

Esta reforma procesal penal ha impactado muy 
favorablemente a la reducción de la proporción de 
presos sin condena, que había sido objeto de cues-
tionamiento a escala internacional bajo el imperio 
del anterior régimen de enjuiciamiento penal20. Al 
mismo tiempo, se ha relevado que ha significado 
una importante reducción de la duración promedio 
de los procesos21, lo que se explicaría, en buena 
medida, por la incorporación de mecanismos al-
ternativos a la resolución del conflicto penal (prin-
cipalmente, el proceso abreviado), que permiten 
arribar a un pronunciamiento de fondo –sentencia 
definitiva– sin necesidad de atravesar, en todos 
los casos, la totalidad de las etapas del Juicio Oral 
de naturaleza ordinaria y plenari

20/    Para mayor profundidad sobre este punto puede verse el In-
forme número 86/2009, Caso 12.553 (Agosto de 2009), disponible 
en: https://www.cidh.oas.org/annualrep/2009sp/uruguay12553.
sp.htm. 

21/    Puede verse un informe estadístico elaborado por el Poder 
Judicial en el siguiente enlace: https://www.poderjudicial.gub.uy/
novedades/noticias-institucionales/item/6336-la-duracion-media-
de-los-nuevos-procesos-penales-es-de-13-dias-en-capital-y-
18-dias-en-el-interior.html

https://www.cidh.oas.org/annualrep/2009sp/uruguay12553.sp.htm
https://www.cidh.oas.org/annualrep/2009sp/uruguay12553.sp.htm
https://www.poderjudicial.gub.uy/novedades/noticias-institucionales/item/6336-la-duracion-media-de-los-nuevos-procesos-penales-es-de-13-dias-en-capital-y-18-dias-en-el-interior.html
https://www.poderjudicial.gub.uy/novedades/noticias-institucionales/item/6336-la-duracion-media-de-los-nuevos-procesos-penales-es-de-13-dias-en-capital-y-18-dias-en-el-interior.html
https://www.poderjudicial.gub.uy/novedades/noticias-institucionales/item/6336-la-duracion-media-de-los-nuevos-procesos-penales-es-de-13-dias-en-capital-y-18-dias-en-el-interior.html
https://www.poderjudicial.gub.uy/novedades/noticias-institucionales/item/6336-la-duracion-media-de-los-nuevos-procesos-penales-es-de-13-dias-en-capital-y-18-dias-en-el-interior.html
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3.2. Actores públicos en los procesos de modernización 
judicial

A. Organismos públicos que participan en los procesos de 
modernización judicial en el ámbito nacional
Ley N° 17.930, art. 72: creación de AGESIC.

La Agencia para el Desarrollo del Gobierno Electrónico, actualmente denominada 
Agencia para el Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad de la 
Información y del Conocimiento (AGESIC) fue creada por la Ley de Presupuesto Na-
cional, como un órgano desconcentrado de la Presidencia de la República que cuenta 
con autonomía técnica para su actuación. Está integrada por un Consejo Directivo 
Honorario, encargado de diseñar las líneas generales de acción, evaluar el desempe-
ño y resultados obtenidos y tres Consejos Asesores Honorarios: Consejo para la So-
ciedad de la Información; Consejo Asesor de Empresas y Consejo Asesor de Informá-
tica Pública. A esta denominación, integración y funcionamiento actual se llegó luego 
de sucesivas modificaciones legales a lo largo de más de quince años de existencia.

Es importante tener en cuenta que esta Agencia tendrá especial participación e in-
cidencia a la hora de definir estrategias y acciones relativas a la implementación de 
Inteligencia Artificial en la administración pública, inclusive en el Poder Judicial, ya que 
tiene como objetivo: 

[…] procurar la mejora de los servicios al ciudadano, utilizando las posibili-
dades que brindan las tecnologías de la información y las comunicaciones 

(TIC) […] impulsando el desarrollo de la Sociedad de la Información en el 
Uruguay con énfasis en la inclusión de la práctica digital de sus habitantes 

y el fortalecimiento de las habilidades de la sociedad en la utilización de las 
tecnologías. (Decreto 205/006, de 26 de junio de 2006, art. 2)

Por ello, en el capítulo correspondiente, profundizaremos sobre sus cometidos y facul-
tades jurídicas.
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B. Organismos judiciales que 
cumplen roles clave en la 
formulación de estándares 
tecnológicos en el Poder Judicial
En el desarrollo y aplicación de las Tecnologías de 
la Información y Comunicación dentro de los dis-
tintos procesos llevados a cabo en el marco de la 
actividad del Poder Judicial uruguayo, la División 
Tecnología (DITEC) del Poder Judicial ha tenido un 
rol protagónico en la implementación de las inicia-
tivas de digitalización en el ámbito de los procesos 
judiciales (que se mencionan en el Capítulo 4.A.i).  

C. Organismos judiciales que han 
incursionado en el desarrollo de IA
El Poder Judicial cuenta con una Base de Jurispru-
dencia Nacional (BJN), que permite el almacena-
miento y recuperación de gran parte de la juris-
prudencia del país. 

En el marco del Plan de Modernización del Poder 
Judicial, en la década de 1990, se creó la Base 
de Datos “Jaime Zudáñez” (BDZ), que funcionaba 
mediante la red telefónica y contenía sentencias 
a texto completo y con fuerte valor agregado de 
fallos de Inconstitucionalidad y Casación dictados 
por la SCJ. 

En el año 2008, se habilitó la Base de Jurispruden-
cia Nacional (BJN), que funciona directamente a 
través de Internet y contiene fallos de la Suprema 
Corte de Justicia, de los Tribunales de Apelaciones, 
y de varios Juzgados Letrados de Primera Instan-
cia. Esta base de datos tiende a la sistematización 
de la jurisprudencia uruguaya, agrupándola en un 

sistema informático que posibilita la consulta in-
terna y externa al Poder Judicial22. 

En esta línea, el Departamento de Jurisprudencia 
del Poder Judicial inició una prueba piloto con la 
Universidad de la República, Facultad de Inge-
niería, tendiente a la anonimización de los fallos 
judiciales, para garantizar los derechos de los 
ciudadanos. Hasta el momento no se tiene un in-
forme definitivo sobre los resultados que arrojó el 
emprendimiento.

22/    http://bjn.poderjudicial.gub.uy

3.3. Alianzas institucionales

A. Aliados estratégicos en proyectos 
sobre gobernanza digital e IA
Hasta donde ha sido posible relevar, no existen 
alianzas estratégicas que hayan cimentado pro-
yectos sobre gobernanza digital o IA aplicables al 
sector judicial. No obstante, en los últimos tiem-
pos, parecerían comenzar a hacerse perceptibles 
determinados esfuerzos concretos de organiza-
ciones de la sociedad civil (por ej. del Colegio de 
Abogados de Uruguay), e incluso de la academia, 
para explorar senderos en esa dirección.

http://bjn.poderjudicial.gub.uy/
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3.4. Gobernanza de datos 
judiciales 

A. Normativa sobre gestión de datos 
judiciales
El Decreto 92/014, del 7 de abril de 2014, dispuso 
que los sistemas informáticos de la Administra-
ción Central de Uruguay “[…] deberán estar alo-
jados en centros de datos seguros situados en te-
rritorio nacional, exceptuándose aquellos que no 
constituyan un riesgo para el organismo”. Si bien 
esta norma no afecta la autonomía del Poder Ju-
dicial, se ha informado que el organismo sigue las 
mismas directivas que la Administración Central.

El Poder Judicial cuenta con el Sistema de Gestión 
de Juzgados Multimateria (SGJM), distribuido por 
todo el país. Es una aplicación informática que 
permite el seguimiento de los trámites que se rea-
lizan en juzgados y tribunales, así como la siste-
matización, conservación y consulta de todas las 
actuaciones registradas en soporte digital (reso-
luciones, oficios, audiencias, actas de diligencias 
diversas, etc.), lo que aporta un alto grado de efi-
ciencia a la gestión.

B. Unidades estadísticas
En el ámbito del Poder Judicial, la información es-
tadística se encuentra concentrada en el Depar-
tamento de Estadística – División Planeamiento 
y Presupuesto, cuyo informe anual, denominado 
Anuario Estadístico, contiene “un análisis de la 
demanda de servicios de justicia e indicadores de 
la actividad jurisdiccional de la Suprema Corte de 

Justicia, los Tribunales de Apelaciones y los Juzga-
dos de la capital y del interior del país de todas las 
categorías”. 

Adicionalmente, el referido Departamento partici-
pa en la elaboración y preparación de otros infor-
mes estadísticos, entre los que se encuentran: Li-
bertades y Visitas de Cárceles –con participación 
de la Pro-Secretaría Letrada de la Suprema Corte 
de Justicia–; actividades específicas desplegadas 
por la Suprema Corte de Justicia; actividades es-
pecíficas desplegadas por los Tribunales de Ape-
laciones de los diversos turnos y materias; activi-
dades específicas desplegadas por los Juzgados 
Letrados de Montevideo y el interior del país; ac-
tuación del Servicio de Abogacía de la Suprema 
Corte de Justicia; Informe de Situación Privados de 
Libertad; actividad de las Defensorías Públicas de 
Montevideo e interior del país; y actividad de los 
Centros de Mediación. 

Por su parte, el Tribunal de lo Contencioso Ad-
ministrativo (TCA) que, como se ha señalado, no 
integra la estructura orgánica del Poder Judicial, 
registra independientemente sus estadísticas, a 
través de sus propios servicios.

La Fiscalía General de la Nación cuenta con un 
Departamento de Políticas Públicas que recopila 
información estadística, procesa datos y emite in-
formes, tanto internamente como para la opinión 
pública. Asimismo, y a efectos de contar con un 
contralor adicional en el manejo de la información 
estadística, el fiscal general de la nación, Dr. Jorge 
Díaz, dispuso –por Resolución 435/2018– la crea-
ción de un Consejo Honorario de Transparencia, 
para llevar adelante una auditoría externa sobre 
la materia. 	
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Este Consejo Honorario contó con una integra-
ción de personas expertas ajenas a la institución, 
y tuvo entre sus cometidos esenciales: “Asesorar 
a la Fiscalía General de la Nación en la definición 
de una política de transparencia para producir y 
publicar información estadística de acuerdo con la 
normativa nacional, estándares y mejores prácti-
cas conocidas, así como supervisar su implemen-
tación”.

C. Sistemas de gestión de 
documentos electrónicos 
A diferencia de lo que ocurre con los documen-
tos electrónicos en los demás ámbitos de actua-
ción del Estado (en los que existen los avances 
y normativas específicas antes explicadas), no 
contamos a la fecha con un expediente judicial 
electrónico integral que permita implementar la 
modalidad electrónica en su totalidad en los pro-
cesos judiciales.

La misma situación se observa en el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, organismo jurisdic-
cional de rango constitucional que comprende, en 
el ejercicio de sus funciones, demandas de nulidad 
de actos administrativos definitivos cumplidos por 
la Administración, contrarios a una regla de de-
recho o con desviación de poder. Asimismo, la 
jurisdicción comprende la revisión de actos admi-
nistrativos definitivos emanados de los demás ór-
ganos del Estado, de los Gobiernos Departamen-
tales, de los Entes Autónomos y de los Servicios 
Descentralizados.

Al Tribunal compete también intervenir en las con-
tiendas que se susciten entre el Poder Ejecutivo, 
los Gobiernos Departamentales, los Entes Autó-
nomos y los Servicios Descentralizados; y en las 
diferencias entre uno y otro de estos órganos.
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a)	 El 100 % de las sedes y oficinas están interconectadas a través de una red 
de datos nacional (RENAJU – Red Nacional Judicial), a través de la que se 
transmiten datos y se utiliza telefonía IP, con 2 datacenters propios en Mon-
tevideo, donde se gestiona de forma centralizada todo el almacenamiento 
de la información.

b)	 El 100 % de las sedes jurisdiccionales cuentan con un sistema de gestión 
informático (SGJM – Sistema de Gestión de Juzgados Multimateria).

c)	 Sistema de gestión Juzgados WEB o SGT (Sistema de Gestión de Tribuna-
les).

d)	  Más del 50 % de las sedes jurisdiccionales tienen instalado el nuevo SGJM 
(Sistema de Gestión de Juzgados Multimateria), un sistema de tramitación 
moderno de expediente electrónico. Hasta el momento, convive el expedien-
te digital con el papel.

e)	 AUDIRE, sistema de grabación de audiencias. Versión de audio que se utili-
za en las sedes civiles de Montevideo, Tribunales Penales y Juzgados de Paz 
Departamentales a escala nacional.

f)	 AUDIRE Pro, sistema de grabación de audiencias con video (OPEC), en fase 
piloto en Montevideo y en fase de despliegue a sedes penales de todo el 
país.

g)	 Solución propia para la toma de declaraciones de testigos protegidos o in-
timidados, basada en AUDIRE. Toma de declaración remota con voz distor-
sionada. 

4. Diagnóstico y desarrollo de 
capacidades

4.1. Servicios judiciales digitales 

A. Grado de digitalización e informatización en los procesos 
judiciales
Sin perjuicio de la referencia realizada precedentemente, en cuanto a la inexistencia 
de un expediente judicial totalmente electrónico, se enumeran a continuación algunos 
avances puntuales en materia de digitalización de ciertos aspectos de los procesos 
judiciales: 
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h)	 Agenda Web para trámites en todas las ofici-
nas del país23.

i)	 Consulta web pública de expedientes24.

j)	 App para dispositivos móviles (celulares/
tablets) que realiza un seguimiento de expe-
dientes. Notifica cuando se registra un movi-
miento, sin necesidad de entrar a consultar 
frecuentemente.

k)	 Ventanilla Judicial; brinda la posibilidad de 
realizar un seguimiento detallado de expe-
dientes electrónicos gestionados por el SGJM, 
incluyendo los audios de AUDIRE25.

l)	 Base de Jurisprudencia Nacional pública y 
disponible26.

m)	Sistema de Notificaciones Electrónicas (NEJ)27.

n)	 Interoperabilidad telemática con la Fiscalía 
General de la Nación para las comunicaciones 
vinculadas al CPP 2017.

o)	 Órdenes de allanamiento y detención 100 % 
electrónicas. La Fiscalía las solicita por siste-
ma, el Poder Judicial las aprueba o rechaza 
por sistema y se comunica, también por siste-
ma, al Ministerio del Interior.

p)	 Sistema de Distribución de Asuntos (SIDE) en 
ORDA. Pre-ingreso web de expedientes28.

q)	 Desarrollo de modelo de Oficio (documen-
to digital) para realizar la comunicación de 
ingreso al Registro Nacional de Violadores y 
Abusadores Sexuales.

23/    http://comunicaciones.poderjudicial.gub.uy

24/    http://www.expedientes.poderjudicial.gub.uy

25/    https://ventanilla.poderjudicial.gub.uy

26/    http://bjn.poderjudicial.gub.uy

27/    http://comunicaciones.poderjudicial.gub.uy

28/    https://www.poderjudicial.gub.uy/tramites/sgt-preingreso.html

B. Un caso de éxito en el Poder 
Judicial: las comunicaciones 
electrónicas judiciales.
Uruguay ha implementado desde hace años en su 
Poder Judicial un mecanismo de comunicaciones 
electrónicas con los particulares, que se cumple 
mediante el envío de correos electrónicos y com-
prende tanto las notificaciones como las intima-
ciones judiciales. 

Si bien el mecanismo resultó novedoso para el Po-
der Judicial, no fue así en el ámbito de la adminis-
tración pública en general, pues ya una ley del año 
1996 (Ley N° 16.736, del 5 de enero de 1996, en 
su art. 696) posibilitó que los trámites y actos ad-
ministrativos se notificaran por correo electrónico 
u otros medios informáticos o telemáticos. 

El éxito de una oficina judicial moderna dependerá 
del grado de tecnificación con que se la dote. Di-
versos autores coinciden en la necesidad de infor-
matizar la gestión judicial y tender, al igual que en 
el resto de la administración pública, a una gestión 
“despapelizada”.

Luego del retorno del país a la democracia a me-
diados de la década de los ochenta, Uruguay de-
sarrolló un Proyecto de Modernización del Poder 
Judicial, con financiamiento de la Agencia Intera-
mericana de Desarrollo (AID) y del Programa de 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). Den-
tro del proyecto, se trazó un Plan de Informatiza-
ción, con el fin de establecer una política coheren-
te para los diversos procesos jurisdiccionales, y se 
comenzaron a incorporar nuevas tecnologías en 
las Sedes Judiciales en el año 1993. En el marco 

http://comunicaciones.poderjudicial.gub.uy
http://www.expedientes.poderjudicial.gub.uy
https://ventanilla.poderjudicial.gub.uy
http://bjn.poderjudicial.gub.uy
http://comunicaciones.poderjudicial.gub.uy
https://www.poderjudicial.gub.uy/tramites/sgt-preingreso.html
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de ese Plan, se desarrolló un Sistema de Gestión 
de Juzgados para automatizar las diversas tareas 
de las Sedes Judiciales; se creó la Oficina de Re-
cepción y Distribución de Asuntos (Acordada de 
la SCJ N° 7.118 del 18 de noviembre de 1991) con 
el objetivo de distribuir las nuevas causas que se 
presentan; se implementó, dentro de la Informáti-
ca Registral, un sistema informático para el Regis-
tro Nacional de Antecedentes Penales del Institu-
to Técnico Forense; y por último, en el ámbito de 
la Informática Documental, se creó una base de 
datos jurisprudencial para los fallos de la Supre-
ma Corte de Justicia, que cuenta con fuerte valor 
agregado jurídico (Bello, Dufau y Martinez, s/d).

En la misma línea, se implementó el Programa 
de Fortalecimiento del Sistema Judicial Uruguayo 
para el buen funcionamiento de los servicios judi-
ciales, mejorando la calidad y productividad de los 
servicios administrativos, con el fin de fortalecer la 
gestión de la SCJ y disminuir el plazo de tramita-
ción de los expedientes judiciales29. 

A pesar de los esfuerzos realizados, es notorio el 
retraso que aún presenta el Poder Judicial en re-
lación al resto de la administración pública. Los 
principales escollos lo constituyen la precarie-
dad presupuestal endémica para este Poder del 
Estado y, fundamentalmente, la reticencia de los 
operadores internos a la implementación de los 
adelantos tecnológicos, especialmente por parte 
de los principales protagonistas: los magistrados. 
Sin embargo, como veremos, existen numerosos 
avances en este sentido.

29/    www.poderjudicial.gub.uy

El Código General del Proceso (Título VI, De la 
Actividad Procesal, Sección III, De las Comunica-
ciones Procesales) en su art. 76 y siguientes, es-
tablece la forma en que deben cumplirse las co-
municaciones en todo proceso judicial. Si bien la 
“función de información” de los actos procesales 
a todos los interesados aparece, en una primera 
instancia, como secundaria, resulta imprescindible 
para la correcta tramitación del proceso, ya que de 
ella dependerá, en gran parte, el cumplimiento de 
las garantías legales y constitucionales con que 
cuentan las partes y los demás involucrados. 

El art. 76 sienta el “principio de notificación”, indi-
cando que todas las actuaciones judiciales, salvo 
disposición contraria expresa, deben ser inme-
diatamente notificadas a todos los interesados. 
Las notificaciones deberán practicarse en la ofi-
cina, excepto aquellas que necesariamente de-
ban cumplirse en el domicilio del interesado: para 
esos casos, se enumeran las distintas formas de 
notificación posibles (por la oficina central de no-
tificaciones, por correo, por telegrama, por acta 
notarial, por la policía, por tribunal comisionado o 
por el medio idóneo que habilite la Suprema Corte 
de Justicia). También se establece, en el art. 89, 
la notificación por edictos para aquellos casos en 
que se deba notificar a una persona indetermina-
da o cuyo domicilio sea desconocido, mediante la 
publicación en el Diario Oficial y otro periódico de 
la localidad durante diez días hábiles continuos. 
Si bien el Código General del Proceso establece a 
texto expreso, en su artículo 79, que la notifica-
ción debe practicarse hacia la persona a quien va 
dirigida, también prevé que de no encontrarse el 
interesado “[…] la diligencia se entenderá con su 
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cónyuge, hijos mayores de edad, persona de servicio o habitante de la casa”, y agrega 
que: “A falta de ellos, se dejará cedulón en lugar visible, del modo que mejor asegure 
su recepción por el interesado, dejándose constancia de la diligencia que suscribirá 
el funcionario comisionado” (Código General del Proceso; ART. 79. Notificación en el 
domicilio). Tanto la notificación en la oficina como a domicilio pueden ser realizadas 
utilizando herramientas informáticas. 

Como se mencionó previamente, el 26 de diciembre de 2007 el Parlamento Nacional, 
a iniciativa de la Suprema Corte de Justicia (según la facultad que le otorga el art. 240 
de la Constitución de la República), sancionó la Ley Nº 18.237, por medio de la que 
se autorizó el uso del expediente electrónico, los documentos electrónicos y la firma 
electrónica y digital. Asimismo, posibilitó las comunicaciones electrónicas y el domi-
cilio electrónico constituido en todos los procesos judiciales y administrativos que se 
tramitan ante el Poder Judicial. Esta norma tiene un solo artículo que prevé: 

Autorízase el uso de expediente electrónico, de documento electrónico, de 
clave informática simple, de firma electrónica, de firma digital, de comu-

nicaciones electrónicas y de domicilio electrónico constituido, en todos los 
procesos judiciales y administrativos que se tramitan ante el Poder Judicial, 

con idéntica eficacia jurídica y valor probatorio que sus equivalentes conven-
cionales. Facúltase a la Suprema Corte de Justicia para reglamentar su uso y 

disponer su gradual implantación.

Como explica Ivonne Carrión (s/d), esta ley:

 [...] creó el marco necesario para la implantación de un nuevo modelo de 
gestión de tribunales y oficinas de apoyo, que tiene al expediente electrónico 

como uno de los objetivos, y consecuentemente la incorporación de las ac-
tuaciones electrónicas, la utilización de la firma digital y la constitución de 

domicilio electrónico. 

A los efectos de dar cumplimiento a la norma, la Suprema Corte de Justicia procedió 
a reglamentar el uso del domicilio electrónico. Así, el 17 de septiembre de 2008, dictó 
la Acordada S.C.J. Nº 7.637, en la que se establece que: 
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[…] dentro del proceso de cambio y modernización en la prestación del 
servicio de justicia, que en el marco del Programa de Fortalecimiento del 

Sistema Judicial Uruguayo se viene desarrollando, la Suprema Corte de 
Justicia, en uso de la iniciativa legislativa que le otorga el art. 240 de la 

Constitución de la República, impulsó la sanción de la Ley N° 18.237, por 
la que se autoriza el uso de domicilio electrónico constituido en todos los 
procesos judiciales y administrativos que se tramitan ante el Poder Judi-
cial, con idéntica eficacia y valor probatorio que su equivalente conven-

cional […] que procederá a reglamentar el uso del domicilio electrónico 
constituido y su gradual implantación […] distinguiendo la notificación de 
las providencias y resoluciones registradas en el sistema de gestión que 

se deban notificar ya sea solas o acompañadas de documentos electróni-
cos (emanados del propio sistema de gestión), de aquellas que deben ser 

acompañadas de documentos en soporte papel.

La norma reglamentaria fue complementada –y ampliada– por la Acordada S.C.J. Nº 
7.644, del 20 de febrero de 2009, que autorizó la realización de las intimaciones judi-
ciales por medios electrónicos, siendo comprendidas dentro del concepto más amplio 
de comunicaciones judiciales, e incluidas, por lo tanto, en lo dispuesto por la Ley Nº 
18.237.

Ambas Acordadas originaron una serie de dudas en los usuarios –internos y externos 
al Poder Judicial–, por lo que se dictó la Acordada S.C.J. Nº 7648, del 20 de abril de 
2009, “[...] a los efectos de la correcta aplicación de los sistemas de notificaciones e 
intimaciones electrónicas”, realizándose una serie de precisiones al respecto.

Desde la vigencia de la Acordada S.C.J. Nº 7.637, la constitución de un domicilio elec-
trónico resulta preceptiva para cualquier persona física o jurídica que tramite un asun-
to judicial o administrativo ante el Poder Judicial. Cabe considerar que esta posibi-
lidad de constitución de un domicilio electrónico en el Poder Judicial es obligatoria 
para quienes tramiten asuntos ante la Justicia, pero no está limitada exclusivamente a 
ellos. En efecto, en el numeral 10 establece que se “otorgará a todo interesado”; y con 
la sanción de la segunda Acordada reglamentaria de la Ley (relativa a intimaciones 
judiciales), se prevé que las personas –físicas o jurídicas– pueden tener su domicilio 
electrónico aún antes de tramitar asuntos judiciales o administrativos ante el Poder 
Judicial. 



52

E V A L U A C I Ó N  D E  L A  P R E P A R A C I Ó N  P A R A  L A  A D O P C I Ó N  D E  I N T E L I G E N C I A 
A R T I F I C I A L  E N  L O S  S I S T E M A S  J U D I C I A L E S  D E  L A  R E G I Ó N  -  C A S O  U R U G U A Y

En este contexto, también se ha instalado un sis-
tema de correo electrónico en el Poder Judicial, que 
es exclusivo para las notificaciones electrónicas. El 
servicio es administrado por el Programa de For-
talecimiento del Sistema Judicial Uruguayo, a tra-
vés de la Unidad de Administración de Notificacio-
nes Electrónicas (UANE), y se considera como el 
único medio admitido para dar cumplimiento a las 
notificaciones. El servicio está limitado únicamen-
te a la recepción por parte del titular de la cuenta 
de las comunicaciones de aquello que remita la 
Justicia, ya que las cuentas de correo no están ha-
bilitadas para responder, enviar o reenviar los co-
rreos (nums. 2 y 3). Es decir, el uso de la cuenta es 
unidireccional: solo se reciben correos electrónicos 
provenientes del Poder Judicial. El usuario, como 
titular de la cuenta, debe suscribir un contrato con 
el Poder Judicial por el que se convierte en el único 
responsable del uso que realice de la identifica-
ción que se le concede, entregándosele un código 
de usuario y una contraseña que le permitirá utili-
zar la cuenta (num. 10).

Los nums. 5 y 6 determinan la forma en que se 
practican las notificaciones según se trate de pro-
videncias que solo contienen documentos electró-
nicos, o si deben ir acompañadas de documentos 
en soportes físicos. El num. 5 prevé que “todas las 
notificaciones de providencias, resoluciones y sen-
tencias registradas en medio electrónico […] (so-
las o acompañadas de documentos emitidos en el 
mismo medio) se realizarán en el domicilio electró-
nico”; y agrega que, en ese caso, “La notificación 
se considerará realizada cuando esté disponible 
en la casilla de destino”. Ese es el principio general 
en caso de que los documentos a notificar (provi-

dencias y otros documentos) sean exclusivamen-
te informáticos. Sin importar que la providencia 
vaya sola o acompañada de documentación en 
el mismo soporte, debe realizarse en el domicilio 
electrónico y en todos los casos se considera no-
tificada desde que el correo está a disposición del 
notificado en su casilla. Si bien la Acordada no lo 
establece, este mecanismo también está pensado 
para las notificaciones que van acompañadas de 
otros documentos informáticos emitidos por el sis-
tema del propio Poder Judicial (ese será el caso de 
las actuaciones que pueda realizar el Actuario o el 
Alguacil, por ejemplo, en las que se confeccionan 
informes o constancias en el propio sistema de la 
Sede). 

En el numeral siguiente (num. 6) se detalla el pro-
cedimiento y cómputo de plazos que se aplicará 
en caso de que la notificación de la providencia 
vaya “acompañada de documentos emitidos en 
soporte papel”. En esos casos, se incluye en el co-
rreo electrónico una constancia de que “en la Sede 
quedan a disposición del interesado las copias de 
la actuación respectiva” y la notificación se com-
puta desde que el notificado retire las correspon-
dientes copias o, a más tardar, desde el tercer día 
hábil “a contar del siguiente a aquel en que estu-
viere disponible la comunicación electrónica en la 
casilla del interesado”. Esta solución está en línea 
con el art. 84 del CGP, que prevé la carga de con-
currir al Tribunal para interesarse de las actuacio-
nes. 

Como se mencionó, este servicio es administrado 
por la Unidad de Administración de Notificaciones 
Electrónicas (UANE), que se crea y se regula en el 
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numeral III de la Acordada S.C.J. Nº 7.637, num. 7 
y siguientes. La norma se aboca, en el num. 9, a 
establecer los Cometidos de la UANE. Si bien se 
limitan a concretar su carácter operativo, resulta 
conveniente detenerse en el análisis de algunos de 
ellos. Los numerales 9.3 y 9.5, por ejemplo, le asig-
nan el cometido de administración de las cuentas 
y seguridad informática (integridad y calidad de 
las notificaciones). El numeral 9.6 le impone infor-
mar sobre las “indisponibilidades” (debió decirse 
“interrupciones”) del servicio a las correspondien-
tes Sedes y –eventualmente– a la Suprema Corte 
de Justicia, en el caso de que la interrupción (se 
hace referencia aquí a “inhabilitación”) supere las 
24 hrs., a los efectos de que el máximo jerarca del 
servicio defina cómo deberán computarse los pla-
zos afectados. 

Además, la UANE incluye dentro de sus cometi-
dos: “Guardar un historial de todas las comunica-
ciones emitidas por esos medios a fin de dirimir 
cualquier duda o conflicto en el momento que fue-
re necesario” (numeral 9.9). 

Por último, se incluye en esta Acordada un num. 
13, referente a la “Depuración inicial del Servidor”, 
en el que se advierte que “los correos se depu-
rarán periódicamente del servidor, eliminándose 
aquellos que se encuentren en la casilla por un 
plazo mayor al del período de antigüedad que se 
estableciera”. 

Por su parte, la Acordada S.C.J. Nº 7.644, del 20 de 
febrero de 2009, amplió el alcance de la Acordada 
S.C.J. Nº 7.637 y autorizó la realización de intima-
ciones judiciales por medios electrónicos.  Apar-
tándose de lo que la ortodoxia jurídica indicaba en 

cuanto a no incluir definiciones en el articulado de 
las normas, la Acordada definió al domicilio elec-
trónico judicial como “la dirección de correo elec-
trónico correspondiente a la casilla de correo elec-
trónico que otorga el Poder Judicial dentro de su 
propio servidor”. Las intimaciones electrónicas se 
cumplen con distintos sujetos vinculados al proce-
so, aún antes de que este se formalice, según se 
establece en varios literales del num. 2. Se prevé 
que se pueda intimar a “las partes en un proce-
so en trámite”; a los demás “sujetos vinculados al 
proceso” y a los “auxiliares de la justicia que estén 
interviniendo en el proceso” (literales b, c y d) Por 
último, el literal (e) posibilita que los Alguaciles, en 
el marco de las facultades que le confiere el art. 
132 de la Ley Nº 15.750, realicen intimaciones de 
pago, protestas de daños y perjuicios, o los actos 
para comprobar la mora del deudor, cuando se 
denuncie como dirección del destinatario la casilla 
electrónica del Poder Judicial. 

En este marco, los Alguaciles fueron dotados de 
firma digital, para poder cumplir las diligencias 
electrónicas a su cargo. Así, los documentos elec-
trónicos firmados por ellos, al tener idéntica vali-
dez y eficacia que los similares en papel, adquie-
ren el carácter de documentos públicos, con todas 
las consecuencias que de ello se derivan.

Por último, cabe destacar que el num. 4 literal (e) 
prevé que los Alguaciles “deberán llevar un regis-
tro electrónico de las diligencias […] que les fueran 
cometidas o solicitadas”. 

En consecuencia de lo expuesto, cabe concluir 
que la implementación de un sistema de comuni-
caciones electrónicas por parte del Poder Judicial 
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constituyó, en su momento, un verdadero acierto 
y un avance importante en el sistema de Justicia 
nacional. Este mecanismo profundizó el uso de las 
Tecnologías de la Información y el Conocimiento y 
constituyó un hito en el proceso de informatización 
del Poder Judicial. Además, supuso una mejora en 
la eficiencia, eficacia y celeridad en los procesos, 
pues redujo los tiempos de las notificaciones y los 
costos del proceso. La implementación por par-
te de la UANE de los mecanismos de seguridad 
informática y la capacitación de los funcionarios 
resultaron fundamentales para el éxito y la credi-
bilidad en el sistema. 

Los nuevos desarrollos que se propongan en 
base a tecnologías más modernas (Inteligencia 
Artificial, Blockchain, etc.) deberán enfrentar los 
mismos desafíos que se presentaron en aquella 
oportunidad: adecuación al marco jurídico, uso in-

tensivo de tecnología, capacitación de los emplea-
dos y respeto a los derechos de todos (justiciables, 
magistrados y funcionarios).

C. ¿En qué procesos o instancias 
judiciales del país existen 
propuestas o iniciativas para incluir 
sistemas basados en IA?
Como se explicó anteriormente, el Departamen-
to de Jurisprudencia del Poder Judicial inició una 
prueba piloto con la Universidad de la República, 
Facultad de Ingeniería, tendiente a la anonimiza-
ción de los fallos judiciales contenidos en la Base 
de Jurisprudencia Nacional (BJN) para garantizar 
los derechos de los ciudadanos. Hasta el momen-
to, no se cuenta con un informe definitivo sobre los 
resultados que arrojó el emprendimiento.
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5. Condiciones para el 
despliegue de IA en el ámbito 
judicial 

El uso de tecnologías en el ámbito de las instituciones y las actividades del Poder 
Judicial puede tener distintas finalidades; entre ellas, se destacan: a) introducción, tra-
tamiento, actualización y recuperación de documentos jurídicos en sentido amplio (le-
gislación, doctrina y jurisprudencia) y de forma automatizada –lo que se conoce como 
Informática Jurídica Documental–; b) mejora de la gestión de los procesos judiciales 
mediante su sistematización y optimización a través del uso de herramientas informá-
ticas –lo que se conoce como Informática Jurídica de Gestión–; y c) apoyo en el aná-
lisis y toma de decisiones por parte de los magistrados, pudiendo llegar, incluso, a la 
redacción automatizada de fallos –lo que es llamado Informática Jurídica Decisional–. 

La automatización, digitalización e informatización de los procesos judiciales (esto es, 
la incorporación del uso de la tecnología como herramienta estratégica tendiente a 
lograr la prestación más eficiente de los servicios de justicia) forman parte, en países 
como Uruguay, de la estrategia nacional en materia de desarrollo del gobierno electró-
nico, que aplicado al sector de la justicia se conoce como e-justicia. 

El estado actual de desarrollo de la aplicación de diversas herramientas tecnológicas 
a distintos procesos y actividades propios del Poder Judicial le permite al país contar 
con apoyos tecnológicos en materia de la gestión judicial, como ser, entre otros, la Red 
Nacional de Justicia (RENAJU), que interconecta el 100 % de las sedes y oficinas a tra-
vés de una red de datos nacional; el Sistema de Gestión informático (SGJM –Sistema 
de Gestión de Juzgados Multimateria–, SGJWEB –Sistema de Gestión Juzgados WEB– 
o SGT  –Sistema de Gestión de Tribunales–) aplicable a 100 % de las sedes jurisdic-
cionales. Más del 50 % de esas sedes utilizan: el nuevo SGJM (Sistema de Gestión de 
Juzgados Multimateria), un sistema moderno de tramitación de expediente electróni-
co; agenda web para agendar trámites en todas las oficinas del país; consulta web 
pública de expedientes; ventanilla judicial que posibilita realizar un seguimiento deta-
llado de expedientes electrónicos; Sistema de Notificaciones Electrónicas; App para 
dispositivos móviles (celulares/tablets) para seguimiento de expedientes; Sistema de 
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Distribución de Asuntos (SIDE) en el pre-ingreso 
web de expedientes; elementos de interoperabili-
dad; información estadística actualizada (Anuario 
Estadístico del Poder Judicial); Base de Jurispru-
dencia Nacional pública online; entre otras. 

La implementación del uso de las TIC en el Poder 
Judicial de Uruguay constituye una reforma nece-
saria tendiente a modernizar el funcionamiento del 
sistema de justicia y a satisfacer las necesidades 
actuales de los ciudadanos de un mejor acceso a 
la información y a los servicios. En ese sentido, es 
el punto de partida para la futura introducción de 
técnicas vinculadas a los desarrollos de Inteligen-
cia Artificial en este ámbito. 

El desafío que presentan los desarrollos tecnoló-
gicos de Inteligencia Artificial, a diferencia de las 
herramientas que se han mencionado (que tienen 
por objetivo la automatización y digitalización de 
datos y documentos), es que, al ser utilizados en 
procesos de toma de decisiones judiciales, surge 
la preocupación legítima de que se realicen res-
petando los derechos humanos, la ética y los es-
tándares universales recomendados para su ge-
neración. Para su aplicación como herramienta 
de asistencia en los procesos investigativos y de 
adopción de resoluciones, se debe estar en con-
diciones de asegurar la equidad, la no discrimina-
ción, la transparencia y la responsabilidad en la 
toma de decisiones judiciales, a fin de no afectar 
el adecuado funcionamiento del sistema de admi-
nistración de justicia y la adecuada protección de 
los derechos humanos de los ciudadanos. 

Desde hace aproximadamente 30 años, los pro-
cesos judiciales se han visto impactados por las 

TIC, que contribuyeron a obtener más información, 
transparencia y eficiencia en la gestión, facilitando 
el acceso a la justicia por parte de la ciudadanía. 
Ahora, el avance hacia el uso de la Inteligencia 
Artificial en el funcionamiento del sistema judicial 
plantea interrogantes relevantes sobre la forma 
que adoptarán las decisiones o fallos judiciales. 
En efecto, la aplicación de los programas y algo-
ritmos basados en IA, cuya tecnología se apoya 
en el proceso denominado machine learning, au-
toaprendizaje o aprendizaje automático  –desa-
rrollado mediante el procesamiento automatiza-
do de datos o datos de entrenamiento–, debería 
permitir, de la forma más precisa posible, predecir 
soluciones o resoluciones de nuevos casos sobre 
la base del análisis estadístico de las soluciones 
aplicadas anteriormente por los jueces en casos 
similares. Asimismo, estos desarrollos deberían 
brindar información sobre la forma en que el al-
goritmo realiza el procesamiento o análisis de los 
datos, es decir, otorgar acceso a la información 
vinculada a su funcionamiento. Finalmente, es 
necesario que estos sistemas cuenten con meca-
nismos de control y verificación que minimicen la 
existencia de sesgos en la decisión del caso. 

Los efectos positivos y beneficios esperados de la 
aplicación de la tecnología basada en Inteligencia 
Artificial a los procedimientos judiciales solo po-
drán asegurarse en la medida en que se pueda 
lograr transparencia y contralor sobre su funcio-
namiento, de modo de garantizar la protección de 
los derechos humanos; para ello, se impone la ad-
hesión a procedimientos que aseguren el cumpli-
miento de los principios éticos y legales que deben 
guiar la función del sistema judicial. En ese sen-
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tido, resulta muy recomendable que los desarrollos tecnológicos se lleven adelante 
tomando como referencia las regulaciones o recomendaciones existentes a escala 
mundial en materia de valores o ética aplicada a la Inteligencia Artificial. 

Todo desarrollo de Inteligencia Artificial debería poder justificar el cumplimiento de 
normativas, como ser, por ejemplo, el Marco de los aspectos éticos de la Inteligencia 
Artificial, la robótica y las tecnologías conexas, aprobado por la Comisión de Asuntos 
Jurídicos, Resolución del Parlamento Europeo del 20 de octubre de 2020, que espe-
cifica recomendaciones destinadas a la Comisión sobre los aspectos éticos de la In-
teligencia Artificial, la robótica y las tecnologías conexas. Además, particularmente 
en relación con su aplicación al sistema de justicia, es importante la adhesión a los 
Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial y a los procedimientos para su 
aplicación efectiva, que operan como directrices para asegurar una integridad de la 
judicatura mundial inobjetable. Los Principios de Bangalore han recibido una creciente 
aceptación por parte de los diferentes sectores de la judicatura mundial y de los orga-
nismos internacionales interesados en la integridad del proceso judicial; como resul-
tado son percibidos, cada vez más, como un documento que todas las judicaturas y 
sistemas jurídicos pueden aceptar sin reservas. Fueron aprobados por unanimidad el 
29 de abril de 2003, por la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
a través de la Resolución 2003/43, que señaló esos principios “a la atención de los 
Estados Miembros, los órganos de las Naciones Unidas y las organizaciones intergu-
bernamentales y no gubernamentales, para su consideración” e invitó:

[…] a los Estados Miembros a que, de conformidad con sus ordenamientos 
jurídicos internos, al examinar o elaborar normas con respecto a la conducta 
profesional y ética de los miembros de la judicatura, tomen en consideración 

los Principios de Bangalore sobre la conducta judicial. 

En julio de 2006, el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas aprobó una 
resolución en la que reconoció que los Principios de Bangalore constituían un nuevo 
desarrollo complementario de los Principios Básicos relativos a la Independencia de 
la Judicatura, aprobados en 1985 por las Naciones Unidas, e invitó a los Estados a 
que alentaran a sus judicaturas a tomarlos en consideración al examinar o elaborar 
normas con respecto a la conducta de sus miembros.
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En conclusión, cualquier desarrollo de IA aplicada a los procedimientos de toma de 
decisiones por parte de los distintos actores del sistema judicial deberá resistir el aná-
lisis de satisfacción de los marcos regulatorios y las recomendaciones internacionales 
o locales existentes, de modo que pueda justificarse su aplicación sin desmedro de la 
integridad del referido sistema y de la función jurisdiccional, en protección de los dere-
chos de los ciudadanos a los que la tecnología pretende beneficiar. 

6. Consideraciones finales
	

En el área de gestión, la incorporación de IA puede aportar a la optimización de los 
procesos, reduciendo los costos en tiempo y recursos necesarios para la correcta eje-
cución de las tareas. Este avance en materia de eficiencia permitiría redistribuir las 
cargas de trabajo de los operadores judiciales, pudiendo destinar los recursos huma-
nos de alta especialización al abordaje y resolución de casos de mayor complejidad 
que no resulten fácilmente estandarizables.

Asimismo, la incorporación de IA puede constituir un apoyo útil para los tomadores de 
decisión (por ej. jueces, fiscales, etc.) en el proceso de análisis de casos, clasificación 
y resolución de antecedentes jurisprudenciales aplicables. Así, la inclusión de progra-
mas de IA que logren resolver conflictos en el área decisional (al menos los suscitados 
en determinadas materias, de escasa cuantía, de baja sofisticación técnica o alta-
mente repetitivos) reduciría los costos y tiempos del proceso, facilitando a su vez un 
mayor acceso a la Justicia.
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Una correcta implementación de mecanismos de 
IA podría, además, redundar en mayores índices 
de predictibilidad y previsibilidad de las decisio-
nes jurisdiccionales, lo que robustecería la certeza 
y seguridad jurídicas. Es posible, adicionalmente, 
que un sistema de tales características logre un 
mayor grado de confianza ciudadana. 

Dentro de los desafíos clave del sistema judicial 
que podrían ser morigerados a través del recurso 
de IA, se encuentran la excesiva duración de los 
procesos judiciales; la incertidumbre o imprevisibi-
lidad de los resultados; la insuficiente motivación 
de las decisiones y de la selección de las razones 
amparadas; y el costo que supone el acceso a la 
Justicia.

En el estadío actual de avance de incorporación de 
IA al sistema de justicia, el objetivo de lograr una 
optimización de los procesos existentes supone un 
propósito deseable y más fácilmente realizable en 
esta primera etapa. No obstante, es dable imagi-
nar que esto puede constituir el hito inicial para la 
introducción de cambios más sustantivos y pro-
fundos en la administración de Justicia.

Actualmente, el debate público sobre la IA aplica-
da al sistema judicial resulta aún muy incipiente 
en Uruguay, limitándose a un grado muy prima-
rio de discusión en el ámbito académico. Adicio-
nalmente, no se releva que la incorporación de IA 
constituya una preocupación prioritaria para la 
opinión pública, ni entre los principales operadores 
del sistema judicial uruguayo. Tampoco existen 
antecedentes de iniciativas legislativas nacionales 
tendientes a regular la IA. 

Al amparo de lo que se ha argumentado,  y co-
locando el foco de atención en los diversos gra-
dos de desarrollo tecnológico y de apertura a la 
incorporación de nuevas tecnologías constatados 
en las distintas áreas de actuación pública, esa 
circunstancia –el disímil grado de recepción tec-
nológica en el Estado uruguayo– parece constituir 
el hallazgo fundamental de este estudio. 

En efecto, Uruguay parece estar ante un progre-
so o recepción tecnológica a dos velocidades, 
con determinados sectores del Estado a cargo 
de poderes y órganos ejecutores razonablemente 
receptivos a las nuevas tecnologías y mediana-
mente ágiles en su detección e incorporación (o 
al menos, en su intento de hacerlo), que coexis-
ten con otras áreas y funciones del Estado (entre 
ellas, particularmente la jurisdiccional), en las que 
esos avances no se producen, o bien lo hacen de 
un modo particularmente cauto y sensiblemente 
más pausado. 

La detección de las razones, causas o motivos 
que dan explicación a este fenómeno (que a prio-
ri podría obedecer, en mayor o menor medida, a 
diversos factores), aunque es un tema relevante, 
excede las fronteras de esta investigación, por lo 
que amerita una ulterior exploración.  
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